1 de marzo de 2007

Presidente: Miguel Angel Riquelme Solís

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera.
A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con vista del sentir de los ayuntamientos, con relación a la iniciativa para derogar el inciso D), de la sección 3, de la Fracción VII del artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, Profesor Humberto Moreira Valdés.

B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a la iniciativa de Ley de Archivos Públicos para el Estado de Coahuila, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado.

C.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a la iniciativa de Ley de Población y Desarrollo Municipal para el Estado de Coahuila, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado.

D.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa de decreto para modificar y adicionar diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, para la creación de la Secretaría de Desarrollo Regional en la Laguna, planteada por el Ejecutivo del Estado.

E.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, relativo a una iniciativa de reforma a diversos artículos de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza, con el fin de impulsar la participación de la pequeña y mediana empresa en los procesos de compra y licitación de bienes y servicios para el estado, planteada por los Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Miguel Angel Riquelme Solís, Jorge Antonio Abdala Serna, Antonio Juan-Marcos Villarreal, Román Alberto Cepeda González y Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez, integrantes del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional; los Diputados José Antonio Jacinto Pacheco, Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Luis Gurza Jaidar, José Ignacio Máynez Varela y Luis Alberto Mendoza Balderas, integrantes del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional; el Diputado Lorenzo Dávila Hernández, integrantes del Grupo Parlamentario “General Felipe Angeles” del Partido de la Revolución Democrática; el Diputado Alfredo Garza Castillo, integrante del Grupo Parlamentario “Ignacio Zaragoza” del Partido Unidad Democrática de Coahuila y el Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México, así como a una diversa iniciativa planteada por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado, a efecto de reformar el artículo 38 de la citada ley.

F.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se le autorice al Municipio de Saltillo, a contratar un crédito por la cantidad de $215,000,000.00 (doscientos quince millones de pesos 00/100 MN) más intereses y accesorios financieros correspondientes, para financiar obras públicas municipales, remodelación del Centro Histórico de Saltillo, así como para la construcción del nuevo edificio que albergará a la Presidencia Municipal.

G.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se le autorice al Municipio de Torreón, a contratar un crédito por la cantidad de $274,821,364.00 (doscientos setenta y cuatro millones, ochocientos veintiún mil, trescientos setenta y cuatro pesos 00/100 MN), a un plazo de 36 meses, con objeto de financiamiento de obra pública del Comité Técnico del Impuesto sobre Nóminas.

H.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se le autorice al Municipio de Ramos Arizpe, a contratar un crédito por la cantidad de $160,000,000.00 (ciento sesenta millones de pesos 00/100 MN), a un plazo de 36 meses, con objeto de financiar obras públicas del Comité Técnico del Impuesto sobre Nóminas, proyectos multianuales.

I.- 
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación a una iniciativa de decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se le autorice al Municipio de Acuña, a contratar un crédito por la cantidad de $89,511,756.00 (ochenta y nueve millones quinientos once mil, setecientos cincuenta y seis pesos 00/100 MN), a un plazo de 36 meses.

J.-
Dictamen presentado por la Comisión de Finanzas, con relación al oficio del Secretario del Ayuntamiento de Ciudad Acuña, Coahuila, mediante el cual solicita la Reforma a la Ley de Ingresos de este municipio, para el ejercicio fiscal 2007, la cual fue publicada por decreto número 181, en el periódico oficial del gobierno del estado, de fecha 29 de diciembre de 2006.

K.-
Dictamen presentado por la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, con relación a un acuerdo aprobado por la Junta de Gobierno, con relación a la renuncia del Contador Mayor de Hacienda.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Iniciativa para derogar el Inciso D), de la Sección 3, de la fracción VII del artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, Profesor Humberto Moreira Valdés; y,

RESULTANDO

Que a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales le fue turnado expediente, conteniendo diversos oficios mediante los cuales el Oficial Mayor del Congreso del Estado de Coahuila, hizo del conocimiento de los 38 Presidentes Municipales del Estado de Coahuila, mediante el servicio de mensajeria urgente remitido el día 14 de Diciembre del 2006;  sobre el Proyecto de Decreto relativo a la Iniciativa para derogar el Inciso D), de la Sección 3, de la fracción VII del artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, a fin de cumplir con lo dispuesto por los artículos 196, fracción IV, y 197 del referido ordenamiento y en los artículos 245 y 246 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

En esa tesitura, es pertinente mencionar que no obstante que se les comunico a los 38 Ayuntamientos del Estado sobre la reforma en comento, a fin de dar cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 196, fracción IV, y 197 de la Constitución Política del Estado y en los artículos 245 y 246 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado; únicamente los Ayuntamientos de los Municipios de Saltillo, Castaños y Piedras Negras emitieron su voto  a favor dentro de dicho plazo, consecuentemente atendiendo a lo dispuesto por el artículo 197 de la Constitución Local debe entenderse que los demás Ayuntamientos aceptan la reforma, operando la figura jurídica de la afirmativa ficta.     

SEGUNDO.- Que dichos oficios fueron turnados a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para que emitiera dictamen respecto a la declaratoria de aprobación de la citada reforma, por lo que la Comisión Dictaminadora, analizado el expediente de referencia y   

CONSIDERANDO:

PRIMERO.- Que el texto del artículo 196 de la Constitución Política local, que da el sustento al procedimiento de reforma constitucional, es del tenor literal siguiente:

“Artículo 196. La Ley Suprema Coahuilense puede ser adicionada o reformada por el Congreso del Estado. Para que las adiciones o reformas lleguen a ser parte del bloque de la constitucionalidad local, deben observarse los requisitos siguientes:

I. Iniciativa suscrita cuando menos por tres diputados o por el Gobernador, a la vez que se darán dos lecturas con un intervalo de diez días.

II. Dictamen de la Comisión respectiva al que se darán dos lecturas con un intervalo de seis días.

III. Discusión del  dictamen y aprobación del mismo, por el voto de cuando menos las dos terceras partes de los diputados presentes.

IV. Publicación del expediente por la prensa.

V. Que la adición o reforma sea aprobada por la mayoría  absoluta de los ayuntamientos del Estado.

VI. Discusión del nuevo dictamen, que se formará con vista del sentir de los ayuntamientos, la Comisión que conoció de la iniciativa, pronunciándose en sentido afirmativo o negativo, según el sentir de la mayoría absoluta de los respectivos ayuntamientos.

VII. Declaración del Congreso, con vista y discusión del dictamen de la comisión.”
SEGUNDO.- Que en la sesión celebrada el día 12 de Diciembre del 2006 , el Pleno del Congreso aprobó la reforma  relativa a la Iniciativa que derogar el Inciso D), de la Sección 3, de la fracción VII del artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, al tenor literal siguiente:

PROYECTO DECRETO 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se deroga el inciso d), de la sección 3, de la fracción VII del Artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 7°. . . . . . . . . . . 

. . . . . . . . . . .

. . . . . . . . . . . 

. . . . . . . . . . . 

I a VI. . . . . . 

VII. . . . . . . . 

1. y 2. . . . . . . .

3. . . . . . . . . . . .

a) al c). . . . . . . . . . 

d) ( Derogado )

e ) y f). . . . . . . . . . 

4. . . . . . . . . . . 

5. . . . . . . . . . . 

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente Decreto.

DICTAMEN

PRIMERO. Se aprueba la Reforma  relativa a la Iniciativa que derogar el Inciso D), de la Sección 3, de la fracción VII del artículo 7 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, contenida en el dictamen aprobado por el Pleno del Congreso el 12 de Diciembre del 2006, en los términos que se transcriben en el considerando segundo del presente dictamen.

SEGUNDO. Por los motivos, razones y fundamentos expuestos en los considerandos de este dictamen, ha lugar a que el Congreso haga declaratoria de que quedó aprobada la reforma constitucional, contenida en el decreto que se transcribe en el considerando segundo de este dictamen; y, una vez hecho lo anterior, ordenar que se expida el decreto correspondiente y que se envíe al Ejecutivo Estatal para su promulgación, publicación y observancia. 

TERCERO.- Comuníquese éste dictamen al Pleno del Congreso, para su conocimiento, discusión y en su caso, aprobación.

Así, con fundamento en los artículos 103 y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila lo dictaminan y acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales pertenecientes a la Quincuagésima Séptima Legislatura Francisco Saracho Navarro, Román Alberto Cepeda González, Juan Alejandro de Luna González, Demetrio Zúñiga Sánchez, Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, José Ignacio Máynez Varela, Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Virgilio Maltos Long y Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, a 22  de Enero de 2007.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA GONZALEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. DEMETRIO ZUÑIGA SÁNCHEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA



	DIP. LORENZO DÁVILA HERNÁNDEZ


	A FAVOR

ABSTENCION

EN CONTRA




DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa  de Ley de Archivos Públicos Para El Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, Profesor Humberto Moreira Valdés; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 31 de octubre del año próximo pasado, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa  de Ley de Archivos Públicos Para El Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, Profesor Humberto Moreira Valdés; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa  de Ley de Archivos Públicos Para El Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, Profesor Humberto Moreira Valdés,  se basa en las consideraciones siguientes:

“ En enero de 1898, mediante el Decreto No. 762, se estableció en Saltillo una oficina denominada "Archivo de Coahuila". Su objeto primordial era concentrar los documentos históricos y modernos que existían en las oficinas públicas, realizar la entrega de expedientes y la expedición de copias. Desde entonces, la facultad de reglamentar el funcionamiento y gestión de ésta oficina corre a cargo del Ejecutivo Estatal a través de la Secretaría de Gobierno.

Después de casi un siglo, en el mes de mayo de 1994, el Ejecutivo del Estado promulgó la Ley General de Documentación para el Estado de Coahuila de Zaragoza, por medio de la cual se creó el Instituto Estatal de Documentación de Coahuila (IED), como órgano desconcentrado de la Secretaria de Gobierno. Su objeto principal era normar, regular y preservar acervos, expedientes, registros y en general todos aquellos documentos administrativos e históricos de las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo. Así mismo, se encargaba de administrar el Archivo Histórico de los Poderes Legislativo y Judicial del Estado, de los Municipios, dependencias y entidades federales con representación en la entidad, que así lo hubieren solicitado.

Este órgano fue dotado de presupuesto e infraestructura. Los registros por primera vez comenzaron a ser digitalizados y los documentos fueron resguardados bajo las más estrictas normas de protección y conservación, además de diseñar un mecanismo fácil para su ubicación. En forma conjunta se realizaron diversos cursos, foros, talleres y conferencias para conocer el manejo y funcionamiento del organismo de la institución y de la documentación. Así, los usuarios acudían a realizar consultas y obtener copias de diversa documentación que ahí se encontraba bajo resguardo.

La Ley General de Documentación para el Estado de Coahuila de Zaragoza estuvo vigente hasta octubre del 2003, fecha en la que el Congreso del Estado aprobó el paquete legislativo en materia de Acceso a la Información Pública dando lugar a un nuevo ordenamiento estatal en la materia. Dentro de los ordenamientos aprobados, se encontraba la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y la Ley de Archivos Públicos del Estado de Coahuila. En el primero de esos ordenamientos, se le atribuye al Consejo General del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, la administración, conservación y preservación de la documentación pública.

Por su parte, la aprobada Ley de Archivos Públicos del Estado de Coahuila estableció dentro del Artículo Tercero Transitorio que el resguardo de los archivos públicos de las entidades que tenía el Instituto Estatal de Documentación, pasarían al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información en los términos de los convenios que para tal efecto se celebraran. Por tanto, el Ejecutivo del Estado dictó un Acuerdo de fecha 19 de Agosto de 2005, para la entrega-recepción de los Archivos Públicos que se encontraban bajo resguardo del Instituto Estatal de Documentación a fin de transferirlos al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública.

Lo anterior implicó la elaboración de un largo inventario para asegurar la completa transferencia de los archivos que hasta ese momento se encontraban en poder el Instituto Estatal de Documentación. La elaboración de ese inventario provocó que el Archivo se viera en la necesidad de cerrar sus puertas al público durante un período de tiempo considerable, lo que generó inconformidades por parte del gremio de historiadores del Estado y, en general de los usuarios del Archivo. Aunado a esto, los recursos humanos y el presupuesto del IED fueron igualmente transferidos al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, lo que ocasionó que se ampliaran las obligaciones y funciones del personal, en detrimento de la importancia del objeto esencial del Archivo.

Por lo tanto, se llegó a un acuerdo entre el Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría de Gobierno y el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, para que las funciones y atribuciones en materia de Archivos Públicos las reasumiera el Ejecutivo del Estado por conducto de la Secretaría de Gobierno y así, lograr un mejor y más ágil servicio al público usuario de los archivos públicos evitando el entorpecimiento de las funciones de acceso a la información del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública.

En virtud de lo anterior, el Gobierno del Estado a través de la Secretaría de Gobierno y con la participación de la Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa, suscribió en fecha 29 de agosto del 2005, un Convenio de Colaboración con el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, en el cual se estableció como objeto, el retorno de las funciones en materia de archivos públicos en el Estado, a la Secretaría de Gobierno.

Para cumplir con el objeto de este Convenio, se establecieron las bases, criterios y mecanismos, para que el Gobierno del Estado, por conducto de la Secretaría de Gobierno asumiera las funciones, atribuciones y obligaciones que ejercía el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública en esta materia con fundamento en los artículos Quinto Transitorio de la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y Tercero Transitorio de la Ley de Archivos Públicos, publicadas en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 04 de noviembre del 2003.

Se transfirieron las funciones de resguardo, conservación, administración y preservación de los Archivos Públicos a la Secretaría de Gobierno, a través del Archivo General del Estado, situación que permitió una mejoría notable en  la organización, administración en materia de archivos públicos, prestando un servicio más eficaz a la comunidad coahuilense.

Por lo anterior, la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, publicada en el Periódico Oficial del Estado número 97 de fecha 7 de Diciembre de 2005, en su artículo 24, fracción XVII, faculta a la Secretaría de Gobierno para administrar el Archivo Histórico y el General del Poder Ejecutivo del Estado, así como para vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales en materia de documentación y archivos públicos. Del mismo modo, el Reglamento Interior de la Secretaria de Gobierno contempla al Archivo General del Estado de Coahuila, en el que se concentran los acervos históricos y el general del Estado, como órgano desconcentrado de la misma Secretaría.

Considerándose lo anterior, el proyecto que se presenta a través de esta Iniciativa de Ley, es el resultado de un trabajo en conjunto. Fue objeto de estudio, análisis por parte de historiadores, usuarios del sistema archivístico, académicos y de las dependencias y entidades públicas involucradas con el sistema de documentación funcional del Estado.

Esta iniciativa consta de 46 articulas y cinco disposiciones transitorias. Los primeros se integran en nueve capítulos que establecen la siguiente temática:

Disposiciones Generales y Catálogo de Definiciones

La parte inicial muestra un panorama claro y conciso sobre la intención que presenta la ley; el objeto primordial en su aplicación es mantener una regulación sobre el manejo y funcionamiento integral de los archivos y documentos públicos en la entidad. Así mismo, muestra lo que ha venido marcando una tendencia en las leyes y ordenamientos de reciente creación. Se trata de establecer un listado de conceptos, abreviaturas a distintas nomenclaturas empleadas en el texto legal a efecto de facilitar la lectura, aplicación y manejo de la ley.

Las Unidades Documentales

Cada área o unidad que forme parte de las distintas dependencias y entidades del Ejecutivo, de los poderes Legislativo y Judicial, los Municipios, sus dependencias y entidades, cualquiera que sea su denominación deberán contar con una Unidad Documental que será la responsable de llevar a cabo el manejo, administración, funcionamiento, organización y resguardo de los archivos que emita el área o unidad de que dependa, así como de llevar a cabo las gestiones necesarias cuando se requiera el traslado de archivos o documentos al Archivo General del Estado, o en los casos que proceda la depuración de documentos.

La Administración de Documentos Públicos y los Documentos Públicos en posesión de particulares.

Este capítulo contempla una labor que constituye una de las herramientas principales para la preservación de nuestro patrimonio archivístico y documental. Las disposiciones relativas a la administración de los documentos públicos dejan muy claras las funciones y obligaciones a que se sujetan los servidores públicos que emitan y administren documentos públicos.

Por otro lado, es común que se den los casos en que por legados y otras circunstancias similares, parte del patrimonio archivístico y documental del Estado se encuentre bajo la posesión de particulares. Para este caso, la ley expresa considera de utilidad pública a los documentos de carácter histórico así como los de interés público. Por lo tanto, se establece la obligación de los particulares de informarle al Archivo General cuando se encuentren bajo este supuesto, para que ésta a su vez lleve a cabo los registros correspondientes, y en su caso, efectúe el procedimiento de expropiación, adecuándose a lo que prevea la legislación específica en la materia. Cuando el particular pretenda enajenar, donar o transferir documentos de este tipo, deberán dar preferencia al Archivo General para su adquisición.

El Sistema Estatal de Documentación y el Comité Técnico de Documentación

El Capítulo Sexto de la ley, hace referencia a la formación y funcionamiento del Sistema Estatal de Documentación y al Comité Técnico de Documentación. El primero, toma todos los elementos que forman el acervo documental del Estado, y mediante los mecanismos legales, organizativos y operativos hará que el Archivo General, funcione de manera coordinada con los demás archivos públicos existentes en el Estado. Dentro de este punto es importante resaltar que, tratándose de archivos y documentación de carácter histórico que se encuentren dentro de dependencias y entidades del Poder Ejecutivo, así como de los que sean de los Poderes Legislativo y Judicial así como de los Municipios y sus organismos, previo convenio, se concentrarán en un solo sitio, que serían las oficinas del Archivo General, los archivos y documentos que sean históricos. Esto permitirá mejorar las acciones de preservación de los mismos.

La segunda parte de este Capítulo, establece la creación del Comité Técnico de Documentación, el cual, obedece su creación para brindar apoyo técnico y de consulta al Sistema Estatal de Documentación.

El Archivo General del Estado y su Patronato

Esta dependencia, funcionará como órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobierno, mediante el Acuerdo que para tal efecto emita el Gobernador del Estado. Será quien evalúe, coordine y supervise los archivos públicos funcionales dentro del Estado, siempre y cuando dependan directamente del Ejecutivo. Tratándose de los archivos de otros entes, como los Poderes Legislativo y Judicial y Municipios, hará lo conducente, siempre y cuando medie convenio en el que se determine su intervención. Este archivo contará con un Patronato, que será auxiliar en las tareas y funciones de preservación, mantenimiento y resguardo del patrimonio documental y cultural del Estado.

La Comisión de Depuración y Eliminación de Documentos y el proceso de depuración de los Archivos Públicos

Dentro de las funciones que tiene el Patronato del Archivo General, está la de constituirse en Comisión para llevar a cabo las acciones de depuración y eliminación de documentos de carácter público. Para poder llevar a cabo la destrucción, deberán mediar circunstancias de hecho y que la documentación presente ciertas características que justifiquen esta situación. Las acciones de depuración y eliminación de documentos deberán realizarse en conjunto con los servidores públicos que representen las Unidades Documentales ya descritas.

Es importante resaltar que, la integración, organización, funcionamiento tanto del Comité Técnico de Documentación, del Patronato del Archivo General del Estado como de la Comisión de Depuración y Eliminación de Documentos, se encontrará prevista dentro de las disposiciones reglamentarias de esta ley.

Las Infracciones y Sanciones

La parte final de la ley se forma de siete artículos que describen las conductas y acciones tanto de los servidores públicos como de particulares que tengan relación con la posesión, administración, manejo y resguardo de archivos y documentos públicos, que pudieran afectar o vulnerar el acervo documental coahuilense, remitiendo el supuesto, a la legislación que resulte aplicable.” 

TERCERO.-  Desde 1898, la administración de la documentación pública ha estado a cargo del Ejecutivo del Estado, pues el “ Archivo de Coahuila ”, dependencia del  Ejecutivo Estatal a través de la Secretaría de Gobierno, tenía por objeto la concentración de documentos históricos y modernos existentes en las oficinas públicas, así como la entrega de expedientes y expedición de copias.

Bajo la administración del C. Profesor Oscar Flores Tapia,  se publicó en el Periódico Oficial del Estado de fecha 4 de marzo de 1980,  el Acuerdo por medio del cual se creó la Subdirección de Archivo General de Historia, Dependiente de la Dirección de Archivo General del Gobierno del Estado; el Acuerdo dice:

ARTÍCULO PRIMERO.- A partir de la vigencia del presente Acuerdo, se crea la Subdirección de Archivo General de historia, dependiente de la Dirección de Archivo General del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- La Subdirección de Archivo General de historia, tendrá por objeto la integración, organización, conservación, información, difusión y custodia de documentos históricos, así como las demás funciones que actualmente corresponden al Archivo General de historia, y tendrá la organización que acuerde el Secretario del Ejecutivo del Estado.

ARTÍCULO TERCERO. El personal que presta sus servicios al Archivo General de Historia, y que a partir de la vigencia de este Acuerdo, quedará adscrito a la Subdirección que se crea, conservará  sus derechos de trabajadores, conforme a lo dispuesto en el  Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado.”

Con fecha 4 de abril de 1980, se publicó en el Periódico Oficial del Estado Número 28, el Decreto número 72, que por su relación con el tema que ahora nos ocupa, se estima pertinente transcribir:

“ ÚNICO. A partir de la vigencia del presente Decreto, las dependencias de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial y los ayuntamientos de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, quedan obligados a remitir a la residencia oficial del Archivo General de Historia, dependiente de la Dirección del Archivo General del Estado, en la Ciudad de Saltillo, Coahuila, toda la documentación que obre en su poder, anterior al año de 1940.

Así mismo, las citadas dependencias estarán obligadas a remitir al referido Archivo, subsecuentemente, cada 3 años, la demás documentación que conserven y que haya cumplido 40 años de vida útil bajo su custodia.”

Posteriormente, como se asienta en la Exposición de Motivos de la Iniciativa que ahora se estudia y dictamina, en mayo de 1994, el Ejecutivo del Estado promulgó la Ley General de Documentación Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, mediante la cual se creó el Instituto 

Estatal de Documentación de Coahuila, como órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobierno.

Hasta aquí, como se advierte de los antecedentes históricos en relación a la documentación pública, ha sido el Ejecutivo del Estado quien ha asumido su rectoría, sin embargo, en el paquete legislativo por virtud del cual se reformó el artículo 7 de la Constitución Política del Estado, que sirvió de fundamento constitucional a la Ley de Acceso a la Información Pública, a la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, y a la Ley de Archivos Públicos, la dirección de la documentación pública fue encomendada  al Instituto recién creado; sin embargo,  por las funciones propias del Instituto,  pronto se vio que esa atribución no era la mejor alternativa, por lo que hubo necesidad de establecer un acuerdo entre esa Dependencia y la Secretaría de Gobierno, para que esta última reasumiera las funciones relativas en materia de archivos públicos, como en otro tiempo se había hecho.

Lo anterior no puede ser de otra manera, pues el acervo documental del Estado, por su complejidad requiere de una infraestructura e instituciones cuyos mecanismos legales, de organización y  operativos tengan por objeto rescatar, organizar y salvaguardar la memoria histórica y administrativa del Estado.

En efecto, conforme a la ley de la materia, el Sistema Estatal de Documentación se integra con los archivos de gestión o de trámite, de transferencia, históricos, municipales,  universitarios y de partidos políticos, así como con las bibliotecas, centros de documentación, hemerotecas,  mapotecas, centros de información, resguardo de documentos audiovisuales, unidades de correspondencia, microfilmación, reprografía, computo y nuevas tecnologías.

El Sistema Estatal de Documentación guarda la vida política, económica, social y cultural del Estado, registrada en cada uno de los documentos en los que se ha objetivado el acontecer de la vida coahuilense.

En efecto, los archivos son fuente de primera mano y por ello de gran riqueza para el investigador, conservan, organizan y difunden los documentos propios de su acervo.

Las bibliotecas tienen como objetivo conservar, difundir y trasmitir el conocimiento, para lo cual deben seleccionar, adquirir, organizar, mantener, promover y circular los materiales bibliográficos que requiere la comunidad a la cual sirven.

Las hemerotecas y centros de documentación tienen como objetivos conservar, ordenar, adquirir, mantener y circular periódicos y revistas, así como recabar, clasificar  y difundir la  información de publicaciones periódicas  de interés para los investigadores de la comunidad.

Las unidades audiovisuales tienen como objetivos la localización, adquisición, identificación, clasificación, restauración, valorización y difusión de todos aquellos materiales que combinan el empleo del oído y la vista; películas, videos, documentales, etc.

Como fácilmente se advierte, el material documental no se agota con  los instrumentos escritos, pues comprende material audiográfico, videográfico, digital, iconográfico, etc, de allí que, por su amplitud y complejidad, su administración, conservación, custodia, restauración, depuración o eliminación deba estar encomendada a instituciones especializadas en la materia, objetivo que cumple la Iniciativa de Ley que ahora se estudia y dictamina.

En efecto,  para el propósito antes indicado, la Iniciativa de Ley de Archivos Públicos Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, divide el ordenamiento en cuestión en nueve capítulos, con la siguiente temática:

Disposiciones Generales y Catálogo de Definiciones, es de destacar en este apartado, que la aplicación de la Ley, corresponde a los titulares de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como a los Presidentes Municipales, atribución que antes era encomendada además al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública. Unidades documentales, Administración de Documentos Públicos y de documentos públicos en posesión de particulares, Sistema Estatal de Documentación y Comité Técnico de Documentación, Archivo General del Estado, creado como órgano desconcentrado, sectorizado a la dependencia que mediante acuerdo establezca el Gobernador del Estado; y su Patronato,  Comisión de Depuración y Eliminación de documentos y el Proceso de depuración de archivos públicos, Infracciones y Sanciones.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, toda vez que la Iniciativa de mérito cumple el propósito que la motiva,  resulta pertinente emitir el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.- Resulta pertinente la aprobación de la Ley de Archivos Públicos Para El Estado de Coahuila de Zaragoza, que es del tenor  siguiente: 
LEY DE ARCHIVOS PÚBLICOS

PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES
ARTÍCULO 1. La presente ley es de orden público e interés general y tiene por objeto regular la administración, manejo, resguardo y coordinación de los archivos y documentos de interés público en el Estado de Coahuila, así como establecer el Sistema Estatal de Documentación.

ARTÍCULO 2. La aplicación de la presente ley corresponde a los titulares de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como a los Presidentes Municipales, por sí o a través de las dependencias o entidades que para tal efecto se establezcan.

CAPÍTULO SEGUNDO

CATÁLOGO DE DEFINICIONES

ARTÍCULO 3. Para la aplicación de esta ley, se entenderá por:

I. 
Administración de Documentos de Interés Público: Acciones encaminadas a la adquisición, recepción, control, distribución, reproducción, organización, mantenimiento, custodia, resguardo, restauración, transferencia, selección, depuración o eliminación de documentos de interés público, así como las actividades enfocadas a regular, coordinar y promover su uso y divulgación.

II. 
Archivo: Conjunto ordenado de documentos que una persona, una sociedad, institución,    dependencia, organismo o entidad pública producen en el ejercicio de sus funciones o actividades; 

III. 
Archivo General: El Archivo General del Estado de Coahuila; 

IV. 
Archivos Públicos: Los documentos e información que comprenden los archivos de gestión o trámite, los de transferencia o concentración y los históricos de los Sujetos obligados descritos en la fracción XXVI de este artículo;

V. 
Archivos de Gestión o Trámite: Los documentos e información que cumplan con las características siguientes:
a. 
Que sean de interés público utilizados por los Sujetos obligados descritos en la fracción XXVI de este artículo en el ejercicio y cumplimiento diario de sus atribuciones y funciones de derecho público, y

b. 
Los que constan en Unidades Documentales que reciben, registran y organizan la documentación de uso constante de los Sujetos obligados descritos en la fracción XXVI de este artículo y que se integran con los documentos en gestión o trámite de las mismas.

VI. 
Archivos de Concentración: Los contenidos en las Unidades Documentales de las   dependencias y entidades públicas descritas en la fracción XXVI de este artículo integrados por los archivos de gestión o trámite que ya no se encuentren activos o en uso primario de las mismas, pero que por la información contenida en ellos, sean objeto de consulta ocasional y sea necesario conservarlos hasta en tanto transcurra el tiempo para considerarlos históricos o se decida su depuración o eliminación, en los términos previstos por esta ley; 

VII. 
Archivos o Documentos Históricos: Los archivos, documentos e información que cumplan con las características siguientes:

a. 
Que sean de interés público y que tengan por lo menos treinta años o más de haber sido producidos, procesados, atendidos, resueltos o girados, por última vez, por los Sujetos obligados descritos en la fracción XXVI de este artículo. Este plazo se computará a partir de la fecha de conclusión del asunto correspondiente conforme lo haya determinado la última autoridad o servidor público que lo hubiere atendido.

En el caso de que el documento respectivo o la información correspondiente guarde relación directa con un trámite, ejecución o resolución pendiente de resolverse, o aún no trascurra el plazo señalado en el párrafo anterior, deberá mantenerse en el archivo de gestión o trámite que corresponda o, en su caso, remitirse al archivo de transferencia o concentración;

b. 
Los constituidos con documentos cuyo contenido sea de gran trascendencia y  digno de memoria, debiendo conservarse de manera permanente.

Será responsabilidad de los titulares de los Sujetos obligados descritos en la fracción XXVI de este artículo que los posean, garantizar la custodia y conservación de los documentos que lo integran o, en su defecto, remitirlos al Archivo General;

Los archivos o documentos históricos se considerarán de utilidad pública para los efectos correspondientes.

VIII. Bibliotecas: Las unidades documentales encargadas de la           selección, adquisición, organización y difusión de las obras bibliográficas;

IX. Centros de Documentación: Las unidades documentales que  seleccionan, adquieren, organizan, analizan y difunden documentos en cualquier soporte sobre una materia especifica. Su finalidad es la divulgación de documentos e información actualizada a usuarios preestablecidos;

X. Centros de Información: Las unidades que tienen a su cargo el acopio, organización y promoción especializada de referencias, sin importar la naturaleza de su soporte material;

XI. Comité Técnico de Documentación: Órgano de consulta y apoyo técnico del Sistema Estatal de Documentación;

XII. Comisión Dictaminadora: La Comisión Dictaminadora de Depuración y Eliminación de Documentos;

XIII. Documento: Representación material idónea para poner en manifiesto la existencia de un hecho o acto jurídico, susceptible de servir, en caso necesario como elemento probatorio;

XIV. Documentos de Interés Público: Se refiere a cualquier representación material que reúna alguna de las siguientes características:

a. Que genere como consecuencia de un hecho o acto de los sujetos obligados descritos en la fraccion XXVI de este articulo en el desarrollo de las atribuciones que la ley les confiere;

b. Que dé constancia de un hecho o acto pasado, realizado por alguno de los Sujetos obligados descritos en la fracción XXVI  de este articulo en el desarrollo de sus atribuciones o en el ejercicio de sus funciones, ó

c. Que se derive de la actividad de una persona física o moral y dé constancia de un hecho o acto pasado, que por su contenido e información sea de valor común e interés general;

Estos documentos se consideran de utilidad pública, para los efectos correspondientes.

XV. Gobernador: El titular del Poder Ejecutivo del Estado de Coahuila;

XVI.

Hemeroteca:  Unidad Documental encargada de seleccionar,        adquirir, registrar, clasificar, catalogar, organizar, analizar, divulgar y coleccionar periódicos, diarios y revistas;


XVII. 
Ley: La Ley de Archivos Públicos para el Estado de Coahuila de Zaragoza; 


XVIII. 
Mapotecas: Las unidades documentales encargadas de seleccionar, adquirir, registrar, 
clasificar, catalogar, analizar y divulgar documentos con información geográfica;


XIX.

Patronato: El Patronato del Archivo General del Estado; 

XX.

Poder Ejecutivo: El Poder Ejecutivo del Estado de Coahuila; 


XXI.

Poder Judicial: El Poder Judicial del Estado de Coahuila; 


XXII.

Poder Legislativo: El Poder Legislativo del Estado de Coahuila; 


XXIII.

 Secretaria: La Secretaría de Gobierno del Estado de Coahuila;


XXIV. 
Secretario: El titular de la Secretaría de Gobierno del Estado de Coahuila;

XXV. 
Servidor Público. Las personas físicas que desempeñen un cargo, empleo o comisión
en nombre o al servicio de alguna entidad pública, cualquiera que sea su nivel jerárquico;

XXVI. 
Sujetos obligados: Todas las áreas o unidades que constituyen a las distintas dependencias y entidades del Ejecutivo, los poderes Legislativo y Judicial, los Municipios, sus dependencias y entidades, cualquiera que sea su denominación. Del mismo modo, quedan incluidos dentro de esta denominación Escuelas y Universidades Públicas, Partidos Políticos y cualquier otra entidad u organismo público o privado;

XXVII. 
Unidades Audiovisuales: Aquellas encargadas de adquirir, organizar y divulgar los acervos audiovisuales, entendido éste como el método didáctico que combina el empleo del oído y la vista, valiéndose de grabaciones acústicas acompañadas de imágenes ópticas;


            XXVIII.   
Unidad de Correspondencia: Aquella que tiene a su cargo el registro y control de  documentos oficiales;


            XXIX. 
Unidad de Reprografía: Unidad que lleva a cabo procedimientos destinados a la multiplicación fototécnica y a la policopia de documentos, operaciones que pertenecen a la esfera de fotocopia, la microcopia, el microfilme, el fotocalco, la impresión off-set reducida, y demás análogos; 


           XXX. 
Unidades de Cómputo y nuevas Tecnologías: Unidades encargadas de aplicar la tecnología computacional para recopilar y almacenar datos, así como depositar información;


           XXXI.
Unidades de Microfilmación: El área de reproducción para conservar documentos que se encuentren en peligro de desaparecer por la acción del tiempo, la humedad, riesgo de incendio, etc. a través de la microfotografía, y 


           XXXII.
Unidades Documentales: Las unidades administrativas adscritas a cualquiera de las dependencias y entidades públicas descritas en la fracción XXVI de esta ley, encargadas de recibir, registrar y resguardar los archivos documentales que diariamente se generan para su gestión, trámite, custodia, organización o consulta.

CAPÍTULO TERCERO

DE LAS UNIDADES DOCUMENTALES

ARTÍCULO 4. Los Sujetos obligados contarán en su estructura orgánica con Unidades Documentales que tendrán a su cargo los Archivos Públicos previstos en esta ley, según la disponibilidad presupuestaria y así lo acuerde el titular de cada una de ellas. Todos los Archivos Públicos formarán parte del Sistema Estatal de Documentación.

ARTÍCULO 5. Los servidores públicos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, de los organismos públicos autónomos y de los Municipios, así como aquellas personas físicas o morales que tengan en posesión un documento de interés público, serán responsables de su adecuado y eficiente manejo, conforme lo previsto por la presente ley y otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 6. Las Unidades Documentales de los Sujetos obligados, llevarán a cabo, en los términos que determinen esta ley y demás disposiciones aplicables, la sistematización de la documentación e información que los mismos generen.

ARTÍCULO 7. Los Sujetos obligados determinarán, conforme al ámbito de su competencia ya las necesidades del servicio a su cargo, la estructura que deban adoptar las Unidades Documentales.

El personal a cargo de las Unidades Documentales será responsable de la documentación e información que produzcan, administren, manejen, archiven o conserven.

ARTÍCULO 8. Los documentos de interés público podrán ser consultados en las Unidades Documentales dispuestas para este fin, las cuales establecerán los lineamientos a que se sujetarán los usuarios en lo referente al manejo y cuidado de los mencionados documentos, de conformidad con lo dispuesto en la legislación aplicable en materia de acceso a la información pública.

CAPÍTULO CUARTO

DE LA ADMINISTRACIÓN DE DOCUMENTOS PÚBLICOS

ARTÍCULO 9. Los documentos generados por los servidores públicos en el desempeño de su empleo, cargo o comisión formarán parte del patrimonio documental del Estado de Coahuila y bajo ningún concepto ni circunstancia se considerarán propiedad de quien lo produjo.

ARTÍCULO 10. Los documentos que los servidores públicos generen o reciban en el desempeño de su función, cargo o comisión deberán registrarse en los formatos de control con que cuenten los Sujetos obligados para inventariarse e integrarse en las Unidades Documentales correspondientes. a efecto de garantizar el control. la propiedad y la utilidad pública del documento.

ARTÍCULO 11. El servidor público que deje de desempeñar su empleo. cargo o comisión. deberá hacer entrega a quien corresponda de toda la documentación que obre en su poder. conforme a lo establecido en la presente ley. en la legislación en materia de entrega-recepción correspondiente y demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 12. En los casos de documentos que contengan información de interés general. sean de importancia administrativa, histórica o institucional. así como para efectos de seguridad. sustitución de documentos o facilidad de consulta. se utilizarán técnicas especializadas para su reproducción.

ARTÍCULO 13. los Sujetos obligados previstos en esta ley. que tengan bajo su responsabilidad documentos de interés público, evitarán cualquier acto que propicie su daño o destrucción. Procurarán conservarlos en lugares y bajo las condiciones idóneas para mantenerlos en buen estado.

ARTÍCULO 14. Los Sujetos obligados previstos en esta ley que tengan bajo su resguardo documentos que por su valor intrínseco y estado físico se requiera llevar a cabo acciones de resguardo y restauración; informarán de ello al Archivo General. quien llevará a cabo dicha tarea.

A los documentos restaurados. se anexará una constancia por parte del Sujeto obligado en donde se encuentra la Unidad Documental que resguarda dichos documentos. así como por el titular del Archivo General y por el responsable del trabajo de restauración realizado, en la que se haga constar que la información contenida en los mismos no fue alterada durante el proceso.

ARTÍCULO 15. Los Archivos Públicos en los que se resguarden datos personales se manejarán exclusivamente para los fines lícitos y legítimos para los cuales se obtuvieron. en los términos de la ley de la materia.

Los Sujetos obligados podrán administrar archivos descritos en el párrafo anterior. siempre que estén relacionados con el ejercicio de las atribuciones o funciones que tengan encomendadas. Deberán manejarlos con discreción y para los fines lícitos para los cuales se obtuvieron y se actualizarán en los términos de la ley de la materia.

ARTÍCULO 16. La difusión de los documentos de interés público será responsabilidad de las Unidades Documentales que los tengan bajo su custodia. Cuando éstos se publiquen de manera oficial, deberán reunir los requisitos que los acrediten como tales, de acuerdo con las normas y disposiciones administrativas en la materia.

CAPÍTULO QUINTO

DE LOS DOCUMENTOS DE INTERÉS PÚBLICO EN POSESIÓN DE PARTICULARES

ARTÍCULO 17. los particulares que por cualquier circunstancia posean Documentos de Interés Público o Históricos que integren el patrimonio documental del Estado están obligados a informar tal circunstancia al Archivo General, quien deberá hacer el- registro correspondiente.

ARTÍCULO 18. El Archivo General hará el requerimiento de los Documentos de Interés Público o Históricos que se encuentren bajo posesión de particulares, a efecto de que éstos sean expropiados en los términos previstos en la legislación aplicable.

ARTÍCULO 19. las personas físicas y morales, que sean propietarias o posean acervos documentales y pretendan donar, transferir y enajenar dichos bienes, de acuerdo al valor histórico y que sean de utilidad pública, darán preferencia para adquirirlos al Archivo General o a las unidades del Sistema Estatal de Documentación previstas en la presente ley. Para ello tendrán que dar aviso de dichas acciones al Archivo General, procediendo según lo establezca, el reglamento que para tal efecto expida el Gobernador del Estado.

CAPÍTULO SEXTO 

SECCIÓN PRIMERA

DEL SISTEMA ESTATAL DE DOCUMENTACIÓN

ARTÍCULO 20. Se denomina Sistema Estatal de Documentación al conjunto de elementos que integran el acervo documental del Estado. Se compone de mecanismos legales, organizativos y operativos, así como de las acciones de coordinación, cooperación y concertación, mediante las cuales la Administración Pública del Estado interrelacionará de manera funcional los Archivos Históricos de los Sujetos obligados, con el fin de rescatar, organizar y salvaguardar la memoria histórica y administrativa del Estado de Coahuila.

ARTÍCULO 21. Forman parte del Sistema Estatal de Documentación las siguientes Unidades Documentales en el Estado:

I.
Los Archivos de Gestión o Trámite;

II 
Los Archivos de Transferencia o Concentración;

III. 
Los Archivos Históricos;

IV. 
Las Bibliotecas;

V.
 Los Centros de Documentación;

VI. 
Las Hemerotecas;

VII. 
Las Mapotecas;

VIII. 
Los Centros de Información;

IX. 
Las Unidades que resguardan documentos audiovisuales;

X. 
Las Unidades de Correspondencia;

XI.
 Las Unidades de Microfilmación;

XII. 
Las Unidades de Reprografia;

XIII. 
Las Unidades de Cómputo y de Nuevas Tecnologías;

XIV. 
Los Archivos Municipales;

XV. 
Los Archivos de las Universidades Públicas;

XVI. 
Los Archivos de los Partidos Políticos, y

XVII. Todas aquellas que por naturaleza propia de las funciones de las entidades públicas sea 
necesario crear.

ARTÍCULO 22. Los Archivos a que se refiere la fracción III del articulo anterior de los Sujetos obligados, previa celebración de los convenios que para tal efecto se celebren, se ubicarán en la sede que ocupe el Archivo General, a efecto de promover su resguardo y preservar el patrimonio cultural que representa para el Estado.

ARTÍCULO 23. La responsabilidad de las distintas Unidades Documentales será mantener debidamente organizados los documentos para su fácil localización y consulta haciendo uso de sistemas, métodos y técnicas estandarizadas para la sistematización de la información, así como el uso de las nuevas tecnologías aplicables cuando sea factible.

SECCIÓN SEGUNDA

DEL COMITÉ TÉCNICO DE DOCUMENTACIÓN

ARTÍCULO 24. El Sistema Estatal de Documentación, a efecto de dar cumplimiento a sus objetivos, contará con un órgano de consulta y apoyo técnico denominado Comité Técnico de Documentación. Su integración, funcionamiento y organización estará previsto dentro del reglamento de la presente ley.

ARTÍCULO 25. Las funciones y obligaciones del Comité Técnico de Documentación, serán las siguientes:

I.    Proponer al Secretario de Gobierno, aSÍ como a los demás responsables de Archivos en el Estado, las medidas, mecanismos, políticas generales, normas técnicas y lineamientos que estime convenientes para el cabal funcionamiento y operación del Sistema Estatal de Documentación;

II.
 Integrar y vincular, mediante un marco organizativo común, a todas las unidades documentales, a fin de fortalecer el desarrollo documental y archivístico del Estado, diseñando las políticas y estrategias que los -conviertan en fuentes esenciales de información y base de datos de la historia y administración del Estado.

III. 
Fungir como órgano de coordinación y vinculación global entre los diversos elementos 
que conforman del Sistema Estatal de Documentación;

IV.
 Impulsar, a través de sus componentes y miembros, la labor de comunicación y sensibilización institucional y social que fomente la participación de las instancias gubernamentales, asi como de los diversos sectores de la sociedad en la utilización, preservación y difusión del patrimonio documental del Estado, induciendo la efectiva renovación y fortalecimiento de la cultura informativa, documental, administrativa e histórica de la Entidad;

V.
 Proponer investigaciones sobre nuevas técnicas de administración de documentos y fomentar la utilización de los mas avanzados instrumentos tecnológicos para lograr la seguridad en materia de archivos;

VI. 
Promover el establecimiento de mecanismos de coordinación entre las Unidades Documentales existentes en el Estado, y de éstas con la Federación y otras Entidades Federativas;

VII. 
Proponer la creación de Comisiones Especiales temporales que realicen tareas especificas en cumplimiento de los objetivos del Sistema Estatal de Documentación;

         VIII. 
Promover la elaboración de publicaciones que difundan información respecto de las Unidades Documentales de la entidad;

IX. 
Colaborar en la vigilancia del estricto cumplimiento de esta ley, sus reglamentos y demás disposiciones aplicables; y

X. 
Las demás que le señale la presente ley, su reglamento y demás disposiciones 
aplicables.

CAPÍTULO SÉPTIMO

DEL ARCHIVO GENERAL DEL ESTADO DE COAHUILA

ARTÍCULO 26. Se crea el Archivo General del Estado de Coahuila como órgano desconcentrado que estará sectorizado a la Dependencia que mediante acuerdo establezca el Gobernador. Tendrá por objeto normar, regular y preservar acervos, expedientes, registros y en general todos aquellos documentos administrativos e históricos de las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo.

Así mismo, evaluará técnicamente las actividades de las Unidades Documentales que administren acervos del Poder Ejecutivo que integran el Sistema Estatal de Documentación y, previo convenio que para tal efecto se suscriba, podrá administrar el archivo histórico de los Poderes Legislativo y Judicial Estatales, así como los de los Municipios y dependencias y entidades federales con representación en la entidad que así lo soliciten. El Archivo General es el único archivo que debe integrar su denominación con el calificativo "General".

ARTÍCULO 27. Las funciones y obligaciones del Archivo General son las siguientes:

I. 
Adquirir, normar, preservar físicamente, restaurar, respaldar a través de sistemas ópticos y electrónicos; organizar, describir y difundir todos aquellos documentos históricos de las dependencias del Poder Ejecutivo, asi como aquellos documentos que le sean entregados por donación, adquisición, comodato o cualquier otra figura análoga;

II. 
Participar y promover el cumplimiento de las políticas y normas técnicas a que se sujetarán las Unidades Documentales del Poder Ejecutivo, así como de las demás que integran el Sistema Estatal de Documentación, previa celebración de los convenios correspondientes;

III. 
Asesorar, regular y supervisar a los Sujetos obligados del Poder Ejecutivo, así como los demás previstos en esta ley, previa celebración de los convenios correspondientes, respecto a la organización y funcionamiento de sus servicios documentales archivísticos, bibliográficos, hemerográficos o de cualquier otra índole;

IV. 
Llevar a cabo los trámites y acciones necesarias que permitan el funcionamiento eficiente de la institución;

V. 
Seleccionar e incorporar la documentación histórica producida o adquirida por el Gobierno del Estado que deba concentrarse en sus acervos, coordinando y supervisando la instalación, funcionamiento y aprovechamiento de otros archivos históricos establecidos en la entidad;

VI. 
Desarrollar los programas y acciones de prevención, conservación y restauración requeridos para el mantenimiento físico de sus acervos;

VII. Editar, distribuir y comercializar publicaciones y materiales impresos destinados a dar a conocer y facilitar el acceso a los fondos que conserva, a estimular y difundir las investigación histórica y social sobre el Estado de Coahuila y a propiciar el desarrollo técnico y organizativo de la administración de documentos y la archivística en el Estado; 

VIII. Organizar y llevar a cabo exposiciones de los documentos y materiales que custodia, así como otros eventos y actividades de difusión con fines educativos o para propiciar el conocimiento y aprovechamiento de sus acervos y servicios por parte de los diversos sectores de la sociedad;

IX. 
Previo Acuerdo del Gobernador, celebrar convenios y desarrollar programas y acciones para impulsar la modernización de sus sistemas, recursos y servicios archivísticos con los Municipios, organismos descentralizados y desconcentrados, organizaciones sociales y privadas, así como con los otros Poderes del Estado, con gobiernos de otras entidades o la Administración Pública Federal, y

X. 
Las demás que le confiera la presente ley, su reglamento y demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 28. El Archivo General contará con un Patronato, un Director y el personal técnico y administrativo indispensable para llevar a cabo sus funciones, así como con los recursos financieros y materiales que le asigne el presupuesto de egresos y otras disposiciones aplicables conforme a su Reglamento Interior.

ARTÍCULO 29. El Patronato del Archivo General será el órgano consultivo auxiliar para la vigilancia, preservación, conservación y fomento de su patrimonio. Estará integrado por:

I. 
Un Presidente Honorario que será el Gobernador;

II. 
Un Coordinador General, que será el Secretario de Gobierno o la persona que éste designe;

III. 
Un Secretario Técnico que será el Director del Archivo General;

IV. 
Un Tesorero, designado por la Secretaría de Finanzas del Estado;

V. 
Vocales que serán:

a) 
Un representante de la Secretaría de Educación y Cultura del Estado;

b) 
Un representante de cada uno de los Municipios del Estado que cuenten con 
Archivo Histórico y deseen formar parte del Patronato; y,

c) 
Tres representantes de la sociedad civil con conocimientos sobre el manejo de documentos históricos, propuestos por el Colegio Coahuilense de Historia, a los cuales se convocará mediante invitación que para tal efecto formule el Gobernador y/o el Secretario.

A las sesiones que celebre el Patronato deberá asistir un representante de la Secretaría de la Función Pública del Estado, designado por el titular de la misma que atenderá las funciones que en la materia le competen.

ARTÍCULO 30. la integración, funcionamiento y organización del Patronato se establecerán en las disposiciones reglamentarias de la presente ley.

ARTÍCULO 31. El Director ejercerá la representación del Archivo General del Estado y será nombrado y removido libremente por el Gobernador.

CAPÍTULO OCTAVO

SECCIÓN PRIMERA

DE LA COMISIÓN DE DEPURACIÓN Y ELIMINACIÓN DE DOCUMENTOS

ARTÍCULO 32. El Patronato del Archivo General se instalará en Comisión Dictaminadora de Depuración y Eliminación de Documentos, cuando se pretendan llevar a cabo las acciones de depuración y eliminación de Documentos.

ARTÍCULO 33. las funciones y obligaciones de la Comisión Dictaminadora son las siguientes:

I. 
Coadyuvar con los responsables de cada Unidad Documental en la depuración de documentos, determinando aquellos que deban conservarse por tiempo definido o indefinido, en cuyo caso se resolverá sobre su inscripción temporal o permanente en el Archivo General o su traslado e inscripción a cualquier otra unidad documental;

II. 
Dictaminar la baja de documentos de contenido que carezcan de valor histórico, coordinándose para ello con la Unidad Documental que lo haya generado, y

III. 
Realizar estudios, sobre las formas de depuración y eliminación de documentos y emitir, cuando le sean requeridas, las opiniones correspondientes a los responsables de las Unidades Documentales.

SECCIÓN SEGUNDA

DEL PROCESO DE DEPURACIÓN DE LOS ARCHIVOS PÚBLICOS

ARTÍCULO 34. Los titulares de las Unidades Documentales, previo acuerdo con el titular de la dependencia o entidad pública de su adscripción, podrán solicitar que se transfieran previo inventario, al Archivo General para su dictamen y, en su caso, conservación o depuración, aquellos documentos que han caído en desuso debido al tiempo transcurrido desde su generación o por haber concluido el trámite por el que fueron elaborados.

ARTÍCULO 35. La depuración de los documentos a criterio personal de los servidores públicos está prohibida. El Archivo General, a través de la Comisión Dictaminadora, con la opinión del Sujeto obligado del Poder Ejecutivo, y de los demás Sujetos obligados, previa celebración de los convenios que para tal efecto se celebren, es quien decide si procede o no la depuración, así como el mecanismo aplicable para ello.

ARTÍCULO 36. La depuración de documentos se realizará considerando la utilidad, importancia y valor de los mismos y se ajustará a lo siguiente:

a) 
En el proceso de depuración que se realice en las Unidades Documentales, los responsables de las mismas deberán consultar y considerar la opinión del Archivo General, a través de su Director, respecto al destino de los documentos objeto de depuración.

b) 
Al realizar la depuración de documentos, la Unidad Documental correspondiente deberá remitir los acervos que ya no estén activos al Archivo General, previa la elaboración de un inventario y un calendario de vigencia de los documentos entregados; al término de este plazo seguirán resguardados en el Archivo General hasta cumplir el tiempo que esta ley establece para su existencia. Concluido ese periodo, el Patronato del mismo Archivo General se instalará como Comisión Dictaminadora y, determinará, si se procede a su depuración o si por el contenido de su información pasan a ser archivos o documentos históricos.

ARTÍCULO 37. Los archivos que la Unidad Documental de donde proceden considere inactivos, así como aquellos que hayan cumplido treinta años de existencia contados a partir de la fecha en que se produjeron y que de acuerdo con la Comisión Dictaminadora, no hayan satisfecho los requisitos para formar parte del Archivo o Documentos Históricos, podrán ser depurados.

ARTÍCULO 38. Al acto de destrucción o depuración de documentos deberán asistir los responsables de la Unidad Documental que los hayan generado y representantes de la dependencia o entidad pública de su adscripción. Así mismo se dará aviso a la Comisión Dictaminadora, la cual designará un representante para que asista y dé constancia por escrito del acto realizado.

ARTÍCULO 39. La información pública localizada y localizable en los Archivos de Gestión o Trámite no podrá eliminarse, destruirse, modificarse, mutilarse, alterarse u ocultarse por determinación de los servidores públicos que la produzcan y/o procesen, administren, archiven y resguarden, con excepción de cuando esos actos formen parte del ejercicio de la función pública que les está encomendada y estén jurídicamente justificados en los términos de la ley. Con relación a los documentos e información que constituyan los archivos históricos, no procederá excepción alguna.

En caso de contravención a lo dispuesto en este articulo, los servidores públicos responsables se harán acreedores a las sanciones que correspondan en lo términos de las leyes y disposiciones aplicables.

CAPÍTULO NOVENO

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

ARTÍCULO 40. Los servidores públicos que al separarse de su empleo, cargo o comisión, omitan intencionalmente la entrega de algún documento por lo cual se les podrá requerir, incurrirán en actos violatorios a esta ley si no los restituyen. En caso de no hacerlo, se procederá de acuerdo a lo establecido en los ordenamientos legales y disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 41. Los servidores públicos que manejen documentos y que por dolo o negligencia les causen daño, los mutilen, destruyan o extravíen, incurrirán en responsabilidad administrativa de acuerdo con lo previsto en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y los Municipios.

ARTÍCULO 42. Las personas que intervengan en la restauración de documentos, sean servidores públicos o particulares, que valiéndose de esta actividad alteren la información contenida en los mismos para su beneficio o perjuicio de un tercero, serán sancionados conforme a las leyes penales vigentes en el Estado.

ARTÍCULO 43. La enajenación a cualquier título de los documentos de interés público que obren en las Unidades del Sistema Estatal de Documentación está prohibida, por lo tanto, dichos documentos quedan fuera del comercio. La violación a esta disposición se sancionará de acuerdo a las normas aplicables.

ARTÍCULO 44. La depuración y eliminación de Documentos de Interés Público, se realizará con estricto apego a lo establecido por la presente ley y sus reglamentos. Quien infrinja sus disposiciones estará atentando contra el patrimonio documental del Estado y será sancionado de acuerdo a los ordenamientos y disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 45. Los servidores públicos que contravengan esta ley y los reglamentos aplicables, independientemente de la aplicación de otros ordenamientos legales a que haya lugar, se harán acreedores según la gravedad de la falta a las siguientes medidas de apremio:

I. 
Amonestación;

II. 
Suspensión temporal del empleo, y

III.
 Separación del cargo.

ARTÍCULO 46. Los usuarios de documentos de interés público que marquen, mutilen, destruyan, extravíen o sustraigan alguno de ellos, se harán acreedores a las sanciones de la ley y serán denunciados a las autoridades competentes.

TRANSITORIOS

PRIMERO. Esta ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se abroga la Ley de Archivos Públicos para el Estado de Coahuila de Zaragoza, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 4 de Noviembre de 2003.

TERCERO. Se derogan los artículos 3° fracción IV y 40 fracciones 11, numeral 2, inciso d) y VI de la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y todas las disposiciones legales y reglamentarias que contraríen el presente Decreto.

CUARTO. A la entrada en vigor de la presente ley, terminará la vigencia del Convenio de Colaboración celebrado entre el Gobierno del Estado a través de la Secretaría de Gobierno y con la participación de la Secretaria de la Contraloría y Modernización Administrativa, con el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública, de fecha 29 de agosto del 2005.

QUINTO. Se derogan los artículos Quinto Transitorio de la Ley del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública y Tercero Transitorio de la Ley de Archivos Públicos del Estado de Coahuila, ambas publicadas en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado en fecha 04 de noviembre del 2003, así como todas aquellas disposiciones que se opongan a lo previsto en el presente Decreto.
.

SEXTO. El Patronato del Archivo General del Estado, dentro de un plazo de ciento ochenta días hábiles siguientes, contados a partir de la fecha en que quede formalmente instalado, deberá formular el proyecto de Reglamento Interior del Archivo General del Estado de Coahuila y someterlo a consideración del Ejecutivo para su aprobación.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 22 de enero de 2007.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Ley de Población y Desarrollo Municipal Para el Estado de Coahuila, propuesta por  el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Por instrucciones de la C. Presidenta de la Diputación Permanente, se acordó turnar a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la propuesta a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa de Ley de Población y Desarrollo Municipal Para el Estado de Coahuila, propuesta por  el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- .- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.-  La Iniciativa de Ley de Población y Desarrollo Municipal Para el Estado de Coahuila, propuesta por  el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado,  se basa en las consideraciones siguientes:

           Coahuila ocupa el lugar número 17 entre las entidades federativas del país en relación a su densidad demográfica, comparte su frontera norte con Estados Unidos de América y colinda con cinco entidades de México. Es el tercer Estado en extensión territorial de la República y su población representa el 2.4 % del total del país. Cuenta con una población que supera los 2 millones 475 mil habitantes, y tiene una densidad poblacional de 15 habitantes por kilómetro cuadrado.

La población de nuestro Estado se concentra en los municipios de Saltillo (25.14%), Torreón (23.05%), Monclova (8.44%), Piedras Negras (5.57%), Acuña (4.81%), Matamoros (4%), San Pedro (3.85), Frontera (2.9%), Múzquiz (2.73%), el restante (19%) se ubica en los otros 29 municipios. De modo que el 89.42% de la población de Coahuila vive en localidades de 25,000 y más habitantes; el resto, vive en localidades de menos de 25,000 habitantes. De este análisis se desprende que cerca del 90% de la población coahuilense habita en centros urbanizados.

Su localización geográfica lo cataloga como un Estado estratégico para las inversiones nacionales y extranjeras, lo que ha generado la instalación de una considerable cantidad de empresas nacionales y trasnacionales, generando el crecimiento de la población, sobre todo en los municipios que concentran la mayor parte de la población urbana. Este crecimiento acelerado trae aparejada la necesidad de crear y fortalecer las instituciones de la Administración Pública Estatal que tengan a su cargo las políticas públicas relacionadas con la población desde todas sus perspectivas, a saber: regular el crecimiento, prever los servicios básicos indispensables para su desarrollo, brindar un alto nivel de educación cultura y acceso a servicios de salud, ofrecer oportunidades de empleo, de mejoramiento económico y social, y en general, contar con los medios necesarios para fortalecer su desarrollo.

Así, el Gobierno que me honro en encabezar ha iniciado una serie de programas de apoyo a la población, tanto para aquélla que habita en municipios con grandes centros urbanos, como la que de alguna manera se ha rezagado del progreso y la modernidad del resto de la Entidad. Sin embargo, las acciones emprendidas, aunque eficaces en sí mismas, son insuficientes cuando no se cuenta con una política poblacional adecuada que enfrente conscientemente los retos derivados del crecimiento demográfico acelerado, mismo que produce indiscutiblemente efectos en los ámbitos social, económico y político, por mencionar solo algunos. Este cambio tiene que ver con la modificación de la estructura por edades de la pirámide poblacional, mediante la cual disminuye la proporción de menores dependientes, aumenta el volumen de personas en edad de trabajar y se incrementa el número de adultos mayores. Este: "bono demográfico" como ha sido llamado por los especialistas, constituye una ventana única de oportunidad para avanzar en el desarrollo del Estado, reducir la pobreza y corregir las desigualdades en fa distribución del ingreso.
​

Los efectos del cambio demográfico se harán presentes en nuestro Estado durante los próximos 20 años, por lo que será necesario prepararse para diseñar las políticas ​públicas adecuadas que permitan enfrentar fenómenos como el aumento de jóvenes y adultos trabajadores, y el envejecimiento de la población. Algunos de los principales se ​refieren a la generación de empleos suficientes y bien remunerados, la creación de la infraestructura económica y de servicios públicos necesarios para que la entidad sea atractiva a la llegada de nuevas inversiones, mayor impulso a la educación media superior y superior, la adecuación del sistema de salud para atender una mayor incidencia de enfermedades crónico degenerativas propias de la vejez, cuyo tratamiento es más caro y complejo; procurar sistemas de pensiones saludables desde el punto de vista financiero, capaces de proveer ingresos para una vida digna posterior al retiro laboral; invertir en la promoción de proyectos productivos y promover esquemas innovadores de capacitación para el trabajo.

La atención efectiva de estos retos reclama la existencia de un marco jurídico que sustente el diseño de las políticas públicas en población, promueva la generación, desarrollo y operación de los programas conducentes e incida en la toma de decisiones, la prevención y la atención de los efectos de la nueva realidad demográfica que vive Coahuila.

Por las razones antes expuestas, con el objetivo de crear en el Estado de Coahuila una Política Poblacional acorde a los requerimientos y necesidades de un Estado en expansión y en ejercicio de las facultades que me confieren los Artículos 59, fracción II y 82, fracción I, de la Constitución Política del Estado; 16, Apartado A, fracciones I y VII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, me permito someter a esa Honorable Legislatura para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, la presente iniciativa de Ley, la cual se desarrolla en base a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La política de población, desde su origen, fue concebida como parte inherente e inseparable de la política de desarrollo y como un eslabón esencial de la política social.

Coahuila, a la par del Distrito Federal y Nuevo León, es de las entidades que presentan mayor índice de desarrollo en sus habitantes. Sin embargo, dentro del territorio existen asimetrías en el desarrollo y crecimiento de sus municipios, lo que mantiene a diversos sectores de la población sin acceso a salud, educación, vivienda digna y servicios básicos, entre otros, por lo cual debemos implementar acciones que propicien el desarrollo equilibrado entre regiones y municipios.

Es un hecho innegable que las acciones del Estado pueden influir de manera decisiva en el comportamiento demográfico de una localidad, región, estado o incluso de todo un país. Con las distintas acciones que se emprendan en este rubro se pretende la consecución de un solo objetivo general: evitar el crecimiento demográfico acelerado, la concentración espontánea de la población en ciertos municipios que poco le pueden ofrecer a sus nuevos habitantes en lo que a servicios públicos e infraestructura se refiere, evitar la migración de la fuerza de trabajo calificada del Estado hacia otras  entidades de la República o incluso a otros países, ubicando centros laborales en municipios en expansión, o bien, llevar a cabo acciones que organicen la demografía estatal, fortaleciendo los municipios con insuficiencia de mano de obra, con base en las variables económicas, culturales, sociales y laborales.

A pesar de que algunos de los municipios coahuilenses registran un índice de desarrollo humano que los ubica en la categoría medio alto y alto como son Ramos Arizpe, Torreón, Saltillo y Monclova, debemos reconocer que en nuestro Estado existe también el extremo opuesto. Municipios como Candela, General Cepeda, Jiménez, Juárez, Ocampo y Viesca, enfrentan dificultades de desarrollo y actualmente se encuentran en rezago, situación de urgente atención para el Gobierno de la Gente.

Es por eso que, atendiendo una de las cuatro vertientes del Plan Estatal de Desarrollo 2006-2011 que contempla una Justicia Social para todos, resulta prioritario atender las necesidades más sentidas de la población. De esa forma, se procurará el avance consciente y razonado de los 38 municipios del Estado.

Si proyectamos superar los problemas que persisten en la entidad, es indispensable que contemos con instrumentos eficaces e idóneos que impulsen el fortalecimiento de nuestro Estado, considerando en todo momento el crecimiento demográfico, el control de la fluctuación en los movimientos de la población de una región a otra en busca de oportunidades laborales, así como las tasas de natalidad y mortalidad para garantizar un equilibrio entre la población económicamente activa e inactiva, además de mejorar las condiciones de infraestructura para el desarrollo integral de las regiones.

La política. de población busca asegurar que todos los ciudadanos participen justa y equitativamente de los beneficios del desarrollo económico y social, mediante la regularización de los fenómenos que afectan a la población en cuanto a su volumen, estructura, dinámica y distribución territorial.

Si partimos de la importancia de atender los distintos aspectos que conforman la población del Estado por parte de las instituciones de carácter público, que tienen la función de establecer y regular la política poblacional de Coahuila, será a través de planes, acciones y programas de fortalecimiento y apoyo que -- observando las distintas características propias de toda población, tales como su volumen, estructura, dinámica y distribución -- se logrará el desarrollo armónico de la sociedad, que respete ​los principios de justicia y equidad social de sus habitantes. Con este fin, se deben desarrollar esquemas de planeación urbana y municipal con visión de largo plazo para lograr una mejoría de la administración urbana.


La política de desarrollo municipal consiste en la actividad coordinada del gobierno del Estado y la comunidad del municipio, dirigida a planear, ejecutar y controlar las acciones de ordenamiento y regulación del proceso de urbanización, de acuerdo al desarrollo socioeconómico del municipio y enmarcado dentro de un orden jurídico establecido. ​

Dentro de los propósitos que persigue la presente Iniciativa de Ley, destaca la promoción de programas de planificación familiar, con responsabilidad y debida información de carácter educativo y de salud, siempre respetando los derechos de las personas consagrados en nuestra Constitución, a efecto de regular el crecimiento de la población, que permita el aprovechamiento racional de recursos humanos y naturales.

Mediante acciones y programas de gobierno, se pretende la disminución controlada de las tasas de natalidad y mortalidad de la población, convocando a esta a la adopción de una cultura de cuidado de la salud y prevención de enfermedades. Se trabajará en coordinación con los gobiernos federal y municipal, así como con otras organizaciones privadas para llevar a cabo las gestiones de apoyo, auxilio y movilización de la población coahuilense, cuando se presenten desastres naturales en la entidad.

Así mismo, las políticas, programas y acciones en materia de población serán un instrumento que permitirá una mejor planificación para abatir el rezago en la cobertura de los servicios públicos, y así prever las demandas futuras para dirigir con eficacia su expansión. El Gobierno de la Gente pretende contar con un Coahuila dotado de asentamientos humanos ordenados, con reglas claras para el desarrollo de las actividades, que deriven en modelos de territorios más sustentables.

Principales Innovaciones

Atendiendo a las acciones de colaboración con la Federación, sobre la base del Convenio Único de Desarrollo y los Acuerdos Sectoriales de Coordinación, en el año de 1984, el Gobierno del Estado creó el "Consejo Estatal de Población". Fortaleciendo éstas acciones, la presente iniciativa de Ley prevé la creación de una Coordinación de Población y Desarrollo Municipal, que asuma las funciones por las cuales se creó en un inicio el Consejo, además de las necesarias para lograr el desarrollo de los Municipios de Coahuila. La Coordinación apoyará al Gobierno Federal para que, en lo conducente, se cumpla lo previsto en las disposiciones generales en esta materia; será el órgano que garantice la congruencia entre el Estado y Federación respecto de planes y programas de apoyo y desarrollo de la población, fomentando la participación de la ciudadanía en el estudio, elaboración y vigilancia de la política de población que rija en la entidad, tomando como base aquella información demográfica de Coahuila, que le permita conocer a fondo la problemática poblacional y así, presentar soluciones con bases sólidas, que garanticen cambios y mejoras en la estructura del Estado y sus Municipios.

La creación de esta Coordinación, como órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobierno, contempla la abrogación del Decreto que creó el instituto Coahuilense para, el Desarrollo Municipal, publicado en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado número 78 del 29 de septiembre del año 2000.

Al llevar a cabo programas y acciones de gobierno tendientes al fortalecimiento de los municipios, se llega a un punto de convergencia con los aspectos poblacionales de estos, por lo que -- dada la estrecha relación que existe entre ambos -- resulta necesario fusionar las materias de población y desarrollo municipal en el Estado.

Dentro de sus funciones y atribuciones, esta Coordinación realizará los estudios demográficos y de organización de la población, así como el proyecto de la política estatal poblacional y de desarrollo municipal, en coordinación con las instancias de gobierno federal y municipal, consiguiendo así que la Política Estatal Poblacional cuente con un órgano específico, responsable de su observación y vinculación, dotado con los recursos presupuestales necesarios para conseguir sus objetivos.

Como una medida de fortalecimiento para el cumplimiento de los objetivos antes expuestos se instalarán Consejos municipales de población, en una primera instancia, dentro de los centros de mayor población en el Estado, con la posibilidad de que cada municipio de la entidad pueda contar con su propio Consejo, los cuales fungirán como enlace entre el municipio y la Coordinación, con el objeto de absorber ciertas funciones locales que correspondan a la Política Poblacional Estatal.

La Política Poblacional Estatal, buscará cumplir con los objetivos que sirven de base para la presente Iniciativa de Ley. Se integrará por programas poblacionales, que tomarán en cuenta la información estadística de crecimiento demográfico, las tendencias de desarrollo, las acciones de las dependencias e instituciones de los gobiernos que tuvieran impacto sobre este crecimiento, y así mediante estrategias de población, ordene y organice los sectores económicos y sociales en beneficio del Estado en su conjunto.

Contenido de la Ley

La presente iniciativa de Ley de Población y Desarrollo Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, se estructura de la siguiente manera:

· El Capítulo Primero, establece el objeto de la Ley. Se refiere además, a las políticas estatal y municipales de desarrollo poblacional haciendo principal referencia a los principios que deberán observarse y la coordinación que existirá en las mismas. Enlista una serie de atribuciones del Gobernador en materia poblacional y de desarrollo municipal y muestra un catálogo de términos a emplear en el texto completo.

· El Capítulo Segundo incluye la creación de la Coordinación de Población y Desarrollo Municipal. Este organismo desconcentrado de la Secretaria de Gobierno será quien coordine las acción objeto de esta Ley, por lo que, el apartado en comento describe su funcionamiento, atribuciones obligaciones en materia de población y desarrollo municipal.

· El contenido del Capítulo Tercero hace referencia al Consejo Estatal de Población, el cual se integrará por un Presidente que será el Gobernador, un Vicepresidente que será el Secretario de Gobierno; un Secretario Técnico que será el Director de la Coordinación, y once Vocales, que serán los titulares de algunas dependencias de la Administración Pública Estatal, la representación del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática así como miembros de la Sociedad Civil. El Consejo, tiene la encomienda principal de elaborar la Política Estatal Poblacional y, dado que se integrará por miembros especialistas en distintas ramas, será un apoyo técnico en las acciones relativas a la población en el Estado y desarrollo de sus municipios.

· La creación de los Consejos Municipales de Población son el objeto del Capítulo Cuarto. Estos se instalarán en aquellos municipios que así lo determinen, y su función primordial es la de llevar a la práctica -- a nivel local - ​las acciones contenidas en la Política Estatal Poblacional y así funcionar de manera coordinada con las instancias estatales en la materia.

· Para que se cumplan los objetivos de los Consejos Municipales de Población, es necesario que cuenten con una Política de Desarrollo Municipal, tema descrito en el Capítulo Quinto de esta Iniciativa. Dicha Política deberá guardar congruencia con las directrices del Estado, y tiene como objeto principal llevar a cabo acciones que tiendan a eliminar la marginación en los municipios; que se logren condiciones equitativas entre la población.

· El Capítulo Sexto enuncia la estrategia que permitirá una planeación en la instalación de los asentamientos humanos, en el crecimiento de la población y - abastecimiento de servicios para todos los coahuilenses. El diseño de la Política Estatal Poblacional será facultad del Gobernador, quien en ​conjuntamente ( sic ) con el Consejo, la Coordinación y las dependencias de la Administración Pública Estatal, llevarán a cabo acciones que permitan lograr los objetivos que la Política se plantea. En su elaboración e instrumentación deberá guardar congruencia con la política nacional, así -como los principios que deberá respetar, en relación a las garantías individuales, desarrollo integral y sustentable de la comunidad y su medio, y los valores éticos y culturales de la entidad.

· El Capítulo Séptimo contiene una verdadera innovación al referirse a la​ creación de un padrón estatal. Mediante el uso de una credencial de identificación oficial en el Estado, los coahuilenses podrán hacer trámites, solicitar determinados servicios, utilizando este documento con validez oficial. El objeto principal será cumplir con las disposiciones constitucionales que hacen referencia a la importancia de que los municipios cuenten con un padrón de sus habitantes, y contar con información suficiente que permita a las autoridades en la materia conocer las fluctuaciones en la población en las. distintas regiones del Estado, determinar las causas y promover acciones que mejoren las condiciones de los municipios, y ​

· Finalmente, el Capítulo Octavo hace referencia al personal que estará a cargo de la Coordinación, el cual se organizará de acuerdo a las disposiciones reglamentarías que, con posterioridad a la entrada en vigor de esta Iniciativa, en caso de así proceder, se emitirán para el cabal cumplimiento de las políticas que en materia de población y desarrollo municipal se generen en el Estado.

Por lo anteriormente expuesto, es compromiso de la Administración Estatal que me honro encabezar que en Coahuila existan y se respeten los lineamientos que fortalezcan una adecuada organización entre la población del Estado, respetando en todo momento las libertades fundamentales del ser humano; En razón de lo que antecede, me permito presentar la siguiente Iniciativa de: LEY DE POBLACIÓN Y DESARROLLO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA”

TERCERO.- El desenvolvimiento económico y social del Estado conlleva progreso cultural y de sus instituciones jurídicas, políticas y sociales con un sentido democrático y de justicia social; en este sentido, es indudable que el crecimiento de su población, su distribución geográfica y su estructura por edades y sexos, constituye un elemento decisivo para ese desenvolvimiento.

En efecto, el desenvolvimiento del Estado implica no sólo ocuparse de la demografía cuantitativa, sino del nivel cualitativo de vida de sus habitantes para mejorarlo, procurando que los beneficios de la justicia social, lleguen hasta los más apartados rincones de nuestra entidad.

Se establece en la exposición de motivos que las políticas, programas y acciones en materia de población serán un instrumento que permitirá una mejor planificación para abatir el rezago en la cobertura de los servicios públicos, y así prever las demandas futuras para dirigir con eficacia su expansión; además, que el Gobierno de la Gente pretende contar con un Coahuila dotado de asentamientos humanos ordenados, con reglas claras para el desarrollo de las actividades, que deriven en modelos de territorios más sustentables.

Para la realización de las metas antes indicadas, La iniciativa de Ley en comento, está estructurada en ocho capítulos; de los cuales, en el primero  se establecen las Disposiciones Generales, que contienen la finalidad y objeto de la ley y los principios filosófico jurídicos que la orientan.

En el Capítulo Segundo, se crea la Coordinación de Población y Desarrollo Municipal, como un órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobierno, cuyo objeto es establecer, organizar, vigilar y evaluar, de acuerdo a lo dispuesto en la ley que ahora se dictamina, lo relativo a los planes y programas relacionados con  las políticas en materia de población y desarrollo municipal.

En el Capítulo Tercero se hace referencia al Consejo Estatal de Población, que será un órgano de apoyo técnico y de consulta en las acciones relativas a la población en el Estado y desarrollo de sus municipios y en el Capítulo siguiente se alude a los Consejos Municipales de Población, que se instalarán en los municipios que así lo determinen.

La Política de Desarrollo Municipal, prevista en el Capítulo Quinto, se integrará por los programas, acciones y medidas tendientes a vigilar el crecimiento ordenado de la población en uno o más municipios, así como la explotación y difusión de sus potencialidades; tiene entre otras finalidades eliminar la marginación de los municipios, el uso consiente de los recursos naturales del municipio, la promoción de los valores éticos de la población y el establecimiento de una base sólida para el crecimiento municipal.

En el Capítulo Sexto se aborda la Política Poblacional Estatal, que se integra con los programas, acciones y medidas tendientes a vigilar el crecimiento ordenado de la población y de los asentamientos humanos del Estado, considerando los principios establecidos en el artículo 2 de la Ley objeto de estudio.

En el Capítulo séptimo se prevé la creación del Padrón de Coahuilenses a efecto de que cuenten con una identificación estatal oficial e indubitable que deberá ser aceptada por las dependencias y entidades de la Administración Pública del Estado, así como de sus municipios.

Finalmente,  en el Capítulo octavo se regula lo relativo al personal de la Coordinación de Población y Desarrollo Municipal. 

Por razón de orden, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales sugiere que este Capítulo pase a ser el Tercero, dado que el segundo regula la Coordinación de Población y Desarrollo Municipal; y, en su caso, recorrer la numeración de los Capítulos.

A modo  de conclusión, esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales considera  que la Iniciativa que ahora se dictamina emprende la regulación de las dos principales ramas de la demografía, como son su aspecto cuantitativo al estatuir sobre cuestiones relativas al volumen, distribución geográfica, estructura y desarrollo de la población; y, principalmente, su aspecto cualitativo al establecer una regulación sobre las características de la población coahuilense, en cuanto la política poblacional  debe contemplar la identificación, clasificación y estudio de los fenómenos y problemas poblacionales del Estado y sus municipios e implementar las políticas públicas que le permitan contar con los servicios públicos necesarios, los programas de salud, educación, vivienda, desarrollo social, empleo, seguridad y desarrollo rural, etc.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO:  Es de aprobarse la Iniciativa de LEY DE POBLACIÓN Y DESARROLLO MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, Profesor Humberto Moreira Valdés, la  cual es del tenor siguiente: 

LEY DE POBLACIÓN Y DESARROLLO MUNICIPAL 

PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1. La presente ley es de orden público, interés social y observancia obligatoria en el territorio del Estado. Tiene por objeto:

I. Establecer y regular la Política Poblacional Estatal;

II. Promover, mejorar y fortalecer el desarrollo de los municipios del Estado, y 

III. Encausar los acontecimientos que afectan a la población coahuilense en cuanto a su volumen, estructura, dinámica y distribución, de manera que ésta se conforme de manera organizada, bajo los principios de justicia y equidad social.

ARTÍCULO 2. Las políticas Poblacional Estatal y de Desarrollo de los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza se llevarán a cabo como un medio eficaz para el  desempeño de las acciones del Estado y de sus municipios, sobre su desarrollo democrático basado en el constante mejoramiento político, económico, social y cultural  y deberá tender a la consecución de los fines y objetivos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la Constitución Política del Estado, basándose para ello en los siguientes principios:

I. La igualdad de derechos, la mejora en la calidad de vida y la atención de las necesidades básicas de la población para lograr una sociedad mas equitativa, garantizando un ambiente adecuado para el desarrollo de la población;

II. El respeto irrestricto de las garantías individuales, así como de las libertades y derechos sociales y políticos;

III. El impulso al desarrollo económico de los municipios como condición necesaria para el desarrollo social;

IV. El fortalecimiento de la infraestructura social y de servicios con estándares de calidad;

V. La promoción al desarrollo equilibrado entre regiones y municipios para combatir las desigualdades, y

VI. El equilibrio de los factores de la producción que promueva y proteja  el empleo en un marco de estabilidad económica y social.

ARTÍCULO 3. El Gobernador, por conducto de la Secretaría de Gobierno:

I. Establecerá, organizará, vigilará y evaluará la Política Poblacional Estatal; 

II. Diseñará y fortalecerá las acciones de desarrollo municipal en la entidad, y 

III. Promoverá y coordinará las medidas convenientes para resolver los problemas demográficos que se presenten en la Entidad.

Las acciones que se emprendan en la materia tendrán por objeto:  

a) Adecuar los planes y programas sociales y económicos  estatales, a las exigencias que se planteen de acuerdo al volumen, estructura, dinámica y distribución de la población en el Estado;

b) Servir de apoyo y asesoría a la comunidad, en lo relativo a la planificación ordenada y responsable de la familia, a través de las dependencias encargadas de la educación y la salud, así como vigilar aquellos programas que persigan el mismo fin y que sean realizados por entidades privadas, respetando en todo momento los derechos fundamentales de las personas, con el objeto de regular y estabilizar el crecimiento racional de la población, buscando el aprovechamiento de los recursos humanos y naturales del Estado; 

c) Disminuir la tasa de mortalidad en la entidad;

d) Influir en la dinámica de la población a través de los sistemas educativos, de salud pública, de capacitación profesional y técnica, y de protección a la infancia, mediante capacitaciones académicas, técnicas y foros de discusión; así como obtener la participación de la sociedad en general en esta dinámica.

e) Promover la plena integración de los grupos vulnerables de la sociedad al proceso educativo, cultural, social y productivo del Estado;

f) Concurrir en la planificación de los grandes centros de población urbanos del Estado, para asegurar la prestación de los servicios públicos que se requieran y las fuentes de empleo necesarias;

g) Proponer los mecanismos adecuados para movilizar a la población de aquellas regiones rurales del Estado que, por su ubicación geográfica o por la baja concentración de personas que habitan en las mismas, no hayan estado en condiciones de contar con un desarrollo económico, urbano y social de calidad, hacia lugares con más densidad de población y oportunidades de crecimiento; 

h) Establecer mecanismos de cooperación con el gobierno federal y municipal, así como con las organizaciones privadas en el auxilio y movilización de la población en los lugares que ocurra o se prevea que pueda ocurrir un desastre natural;

i) Promover la creación de poblados y procurar que los núcleos que viven geográficamente aislados se integren a las comunidades;

j) Procurar el mejor aprovechamiento de los recursos con que cuenta el municipio; 

k) Conducir el crecimiento ordenado de centros de población, atendiendo las demandas de obras, bienes y servicios que requiera la comunidad; y

l) Las demás finalidades que ésta u otras leyes o reglamentarias establezcan.

ARTÍCULO 4. Para los efectos del artículo anterior, corresponde a las dependencias del Poder Ejecutivo Estatal y demás organismos y entidades del sector público, según las atribuciones que les confiera ésta ley y demás disposiciones conducentes, la aplicación y ejecución de los procedimientos necesarios para el cumplimiento de cada uno de los fines de la política estatal poblacional y de desarrollo municipal.

Compete exclusivamente a la Secretaría de Gobierno la definición de las normas técnicas y la coordinación de los programas que en esta materia lleven a cabo las dependencias. 

ARTÍCULO 5. Para efectos de la presente ley se entenderá por:

I. Coordinación: La Coordinación de Población y desarrollo Municipal, como órgano desconcentrado de la Administración Pública Estatal adscrito a la Secretaría.  

II. Consejo: El Consejo Estatal de Población.
III. Gobernador: El Titular del Poder Ejecutivo del Estado.
IV. Ley: La Ley de Población y Desarrollo Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza.
V. Política Poblacional Estatal: El conjunto de programas, acciones y medidas elaborados por la Coordinación para regular el crecimiento poblacional ordenado en el Estado y atender los retos del cambio demográfico. 
VI. Política de Desarrollo Municipal: El conjunto de programas, acciones y medidas elaborados por la Coordinación con la participación del o los municipios que correspondan a través de sus respectivos Consejos  Municipales de Población, para regular, promover y fortalecer el desarrollo de los municipios en el Estado.
VII. Secretaría: La Secretaría de Gobierno del Estado de Coahuila.
VIII. Secretario: El titular de la Secretaría de Gobierno del Estado de Coahuila.
CAPÍTULO SEGUNDO

DE LA COORDINACIÓN DE POBLACIÓN Y

DESARROLLO MUNICIPAL

ARTÍCULO 6. Se crea la Coordinación de Población y Desarrollo Municipal como órgano desconcentrado de la Secretaría, cuyo objeto será establecer, organizar, vigilar y evaluar, de acuerdo a lo dispuesto en la presente ley, lo relativo a los planes y programas relacionados con las políticas en materia de población y desarrollo municipal. Contará con un Director General que será nombrado y removido libremente por el Gobernador, así como con los recursos humanos, materiales y financieros que determinen las leyes, los reglamentos aplicables y el Presupuesto de Egresos.

Las Facultades de la Coordinación son:

A. En materia de población:

I. Coordinar e instrumentar la Política Poblacional Estatal diseñada por el Gobernador;

II. Vincular la Política Poblacional Estatal con los planes y programas municipales en la materia;

III. Vigilar que la Política Poblacional Estatal guarde congruencia con los planes y programas que al efecto expida el Gobierno Federal, cuando esto sea conducente;

IV. Colaborar, en el ámbito de su competencia, con el Consejo Nacional de Población;

V. Promover, la participación en la Política Poblacional Estatal de las distintas instancias de la administración pública federal, estatal y municipal, así como de los sectores privado y social del Estado;

VI. Promover la participación social y de la comunidad universitaria y científica en la formulación, aplicación y vigilancia de la Política Poblacional del Estado, y concertar acciones e inversiones con los sectores social y privado para ese mismo fin;
VII. Promover, apoyar y coordinar estudios y cursos cuyo contenido tienda a la mejora de  las políticas y planes en materia de población en la entidad;

VIII. Asesorar en materia de población a las entidades públicas, privadas, sociales y académicas y celebrar con éstas los acuerdos necesarios;

IX. Llevar a cabo, en conjunto con los municipios del Estado, el procedimiento para promover, fomentar, integrar, organizar y vigilar el Padrón de Coahuilenses, así como la expedición y entrega de las identificaciones oficiales correspondientes;

X. Recopilar, clasificar, jerarquizar y validar la información demográfica del Estado y lograr la generación de aquella que sirva de base para el conocimiento de su problemática y la toma de decisiones;

XI. Elaborar y difundir programas de información y orientación públicos, así como las bases que permitan que en estos programas participen otros organismos y la población en general;

XII. Preparar, elaborar y difundir material informativo sobre la materia poblacional a través de los diversos medios de comunicación;

XIII. Coordinar, organizar y participar en toda clase de eventos locales, nacionales o internacionales que se relacionen con la materia poblacional;

XIV. Recibir asesorías y consultorías de especialistas en problemas de desarrollo poblacional, y

XV. Las demás que le sean conferidas a través de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables; así como las que expresamente le sean confiadas por el Consejo o el Secretario.  
B. En materia de desarrollo municipal:

I. Coordinar las acciones que emprenda el Gobernador, dentro del Plan Estatal de Desarrollo, en materia de fortalecimiento y desarrollo municipal;

II. Diseñar, impulsar y ejecutar, en coordinación con las dependencias de la Administración Pública del Estado y los gobiernos municipales, así como con los sectores social y privado, la Política de Desarrollo Municipal, atendiendo lo dispuesto en el Plan Estatal de Desarrollo;

III. Fomentar la participación de la comunidad en la concertación de acciones y programas que promuevan el fortalecimiento de los municipios;

IV. Proponer los mecanismos de coordinación financiera en los que participe la sociedad, a fin de incrementar los recursos municipales para una más amplia y eficaz ejecución de programas y obras de carácter municipal;

V. Coordinar los apoyos que brinden a los municipios otras instancias de gobierno en materia de administración, planeación, asesoría jurídica, asistencia técnica, capacitación, difusión y publicaciones;

VI. Brindar asesoría técnica y jurídica a los municipios, en la gestión y calidad en la prestación de servicios públicos, que les permitan mejorar las condiciones y calidad de vida de sus habitantes;

VII. Elaborar y promover proyectos de investigación, estudio y análisis de la organización de los municipios;

VIII. Integrar un acervo de información y documentación sobre organización municipal, que permita a las dependencias e instituciones de los tres niveles de gobierno, la investigación, estudio y análisis de temas específicos del ámbito municipal, formando así una base de datos municipales que puedan ser objeto de consulta disponible para inversionistas e investigadores en la materia;

IX. Organizar eventos regionales y estatales para el intercambio de experiencias municipales y analizar en ellos temas prioritarios y problemas comunes, promoviendo la participación e intervención directa de las propias autoridades municipales que correspondan;

X. Promover ante las instancias correspondientes, la elaboración y ejecución de programas de colaboración intermunicipal o, en su caso, intramunicipal con la finalidad de emprender acciones prioritarias de interés común, a efecto de brindar solución a problemas afines a través de la concertación e integración de recursos y acciones entre municipios;

XI. Proponer ante las instancias correspondientes las adecuaciones jurídicas y reglamentarias que permitan perfeccionar y actualizar las acciones para el fortalecimiento municipal;

XII. Participar conjuntamente con los municipios del Estado en la promoción y fomento del servicio municipal de carrera entre los servidores públicos municipales, con el fin de incentivar y reconocer su trayectoria, eficiencia y capacidad en el desempeño de sus labores;

XIII. Dar seguimiento a las acciones emprendidas por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal relacionadas con el desarrollo municipal;

XIV. Proponer al Gobernador, por conducto del Secretario de Gobierno, la creación y funcionamiento de Centros Regionales para el Desarrollo Municipal;

XV. Establecer mecanismos de coordinación con las dependencias y entidades federales y estatales competentes en materia de desarrollo municipal y de atención a municipios, a fin de intercambiar, evaluar y, en su caso, unificar criterios en dicha materia;

XVI. Establecer mecanismos de vinculación con las dependencias y entidades del Gobierno Federal y Estatal, así como con instituciones privadas, académicas y sociales que manejen programas de beneficio a los municipios;

XVII. Difundir a través de los medios que se estimen necesarios, las potencialidades de los municipios del Estado, y

XVIII. Las demás que le sean conferidas a través de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables, así como las que expresamente le sean encomendadas por el Consejo o el Secretario.  
ARTÍCULO 7. Para el logro de los fines de la Coordinación, el Director General contará con las facultades y obligaciones generales siguientes:

I. Representar a la Coordinación en los asuntos que se deriven de las funciones que le sean propias;   

II. Proponer al Secretario las medidas que estime necesarias y adecuadas para el mejor funcionamiento de la Coordinación;
III. Proponer al Gobernador por conducto del Secretario, el establecimiento y adscripción de las unidades administrativas necesarias para el desarrollo de las actividades de la Coordinación;
IV. Proponer al Gobernador por conducto del Secretario, el nombramiento del personal que se adscriba a la Coordinación, de conformidad con las disposiciones legales aplicables;
V. Elaborar el proyecto del Manual de Organización de la Coordinación y someterlo a la aprobación del Secretario;
VI. Recolectar y sistematizar la información sociodemográfica del Estado;
VII. Coordinar, promover y elaborar proyectos de investigación sobre estudios demográficos y de organización municipal;
VIII. Participar en la elaboración del proyecto de la Política Poblacional del Estado y el Programa Estatal para el Desarrollo Municipal, así como los demás programas de la Coordinación y someterlos a la aprobación del Gobernador por conducto del Secretario, así como hacer cumplir los acuerdos y resoluciones que estos dicten;

IX. Establecer relación directa con las instancias municipales, estatales y federales, para el puntual cumplimiento del objeto de la Coordinación;

X. Acordar, celebrar y suscribir acuerdos o convenios de colaboración y/o coordinación con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y con los municipios, así como con instituciones públicas o privadas, en las materias de población y desarrollo municipal competencia de la Coordinación;

XI. Validar y presentar propuestas sobre los distintos aspectos comprendidos en los programas y proyectos relacionadas con  el fortalecimiento y desarrollo municipal que se formulen o se presenten a su consideración;

XII. Integrar equipos de trabajo para la ejecución de proyectos que se consideren prioritarios para el fortalecimiento de los municipios del Estado;

XIII. Proponer y realizar trabajos editoriales y de difusión acerca de las distintas materias relativas a la Política Poblacional y al desarrollo municipal;
XIV. Organizar, con la cooperación de autoridades federales, estatales y municipales,  instituciones de investigación y educación superior y entidades que correspondan, cursos de capacitación en materia de población y desarrollo municipal;
XV. Presentar al Secretario un informe anual de las actividades realizadas y de los resultados obtenidos por la Coordinación, acompañando los informes específicos que aquél le requiera, así como rendir en cualquier tiempo los informes que le sean solicitados;
XVI. Atender a los presidentes municipales, integrantes de los ayuntamientos y demás funcionarios municipales, en las oficinas de la Coordinación o, en su caso, en sus propios municipios, y
XVII.  Las demás que le sean conferidas a través de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables, por el Consejo o por el Secretario.  
CAPÍTULO TERCERO

DEL CONSEJO  ESTATAL DE POBLACIÓN

ARTÍCULO 8. Se crea el Consejo Estatal de Población, como órgano interinstitucional de consulta y apoyo técnico.

ARTÍCULO 9. El Consejo se integrará de la siguiente manera:

I. Un Presidente que será el Gobernador;

II. Un Vicepresidente que será el Secretario o la persona que éste designe;

III. Un Secretario Técnico que será el Director General de la Coordinación;

IV. Ocho Vocales, que serán los titulares de las siguientes secretarías y dependencias: Finanzas; Desarrollo Social; Educación y Cultura; Fomento Económico; Medio Ambiente y Recursos Naturales; Salud, Seguridad Pública, así como el Instituto Estatal de las Mujeres; y

V. Tres Vocales, que serán, previa la invitación que para el efecto formule el Gobernador y la aceptación correspondiente, el titular del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática, y dos representantes de la sociedad civil propuestos por la iniciativa privada del Estado. 

Todos los miembros del Consejo asistirán preferentemente de manera personal a las sesiones convocadas conforme a lo dispuesto por esta ley, sin perjuicio de que designen a las personas que los deban suplir en los casos que sea necesario.

El cargo de miembro del Consejo será honorífico, por lo que sus integrantes no recibirán compensación ni retribución alguna por el ejercicio de sus funciones.

ARTÍCULO 10. Las facultades del Consejo son las siguientes:

I. Elaborar e instrumentar la Política Poblacional Estatal diseñada por el Gobernador; 

II. Establecer los mecanismos para vincular la Política Poblacional Estatal con los planes y programas municipales en la materia;

III. Procurar que la Política Poblacional Estatal guarde congruencia, en lo conducente,  con los planes y programas que al efecto expida el Gobierno Federal;

IV. Establecer las políticas tendientes a promover la participación dentro de la Política Poblacional Estatal de las distintas instancias de la administración pública federal, estatal y municipal, así como de los sectores privado y social del Estado;

V. Proponer programas que favorezcan la participación social y de la comunidad universitaria y científica en la formulación, aplicación y vigilancia de la Política Poblacional del Estado, así como los que permitan concertar acciones e inversiones con los sectores social y privado para ese mismo fin;
VI. Promover la investigación, estudios y cursos a fin de mejorar las políticas y planes en materia de población en la entidad;

VII. Instituir sistemas para brindar asesoría en materia de población a las entidades públicas, privadas, sociales y académicas, así como fijar las bases para celebrar con éstas los acuerdos necesarios;

VIII. Asentar las bases para recopilar, clasificar, jerarquizar y validar la información demográfica del Estado y promover la generación de aquella que sirva de base para el conocimiento de su problemática y la toma de decisiones;

IX. Proponer la elaboración y difusión de programas de información y orientación públicos, así como las bases que permitan que en estos  participen otros organismos y la población en general;

X. Disponer, cuando sea posible, la divulgación del material informativo sobre los temas poblacionales a través de los diversos medios de comunicación; 

XI. Favorecer la organización y participación en toda clase de eventos locales, nacionales o internacionales que se relacionen con la materia poblacional;

XII. Solicitar asesoría y consulta de especialistas en problemas de desarrollo poblacional y temas relacionados, y

XIII. Las demás que sean necesarias para el cumplimiento de sus fines y funciones y que le otorguen esta ley u otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 11. La frecuencia de las sesiones del Consejo, así como el método de trabajo que se siga en las mismas, serán acordados por los propios miembros durante la primera sesión, la cual se llevará a cabo dentro de los noventa días posteriores a la entrada en vigor de esta ley. 

A) Son atribuciones del Presidente:

I. Convocar a sesiones ordinarias o extraordinarias a los demás miembros del Consejo cuando lo considere necesario;

II. Presidir las sesiones y contar con voto de calidad en caso de empate;

III. Convocar a otras dependencias u organismos en las sesiones que celebre el Consejo;

IV. Evaluar los resultados de los programas implementados, y

V. Las demás que le confiera esta ley y otras disposiciones aplicables.

B) Son atribuciones del Vicepresidente:

I. Asumir las facultades del Presidente, descritas en el inciso anterior, en el caso de ausencia del mismo, o cuando éste así lo disponga;

II. Ejercer el voto de calidad en caso de empate en el supuesto descrito en la fracción anterior;

III. Cumplir y vigilar el cumplimiento de los demás miembros del Consejo respecto de las resoluciones que se tomen en el seno del mismo, y

IV. Las demás que le confieran esta ley y otras disposiciones aplicables, así como aquéllas que le sean conferidas por el Consejo o por el Secretario.

C) Son atribuciones del Secretario Técnico:

I. Comunicar a los miembros del Consejo las convocatorias a sesión;

II. Presentar a los demás miembros del Consejo las medidas, los programas y acciones que considere necesarios, así como informar de los avances y metas alcanzadas;

III. Tomar las votaciones de los miembros presentes en cada sesión;

IV. Levantar y autorizar con su firma, las actas correspondientes a las sesiones que celebre el Consejo;

V. Autorizar con su firma aquellas acciones inmediatas que no admitan demora e informar de ello en la próxima sesión a los demás miembros del Consejo;

VI. Resguardar las actas de cada sesión;

VII. Cumplir y hacer cumplir las resoluciones que se tomen en el seno del Consejo, y

VIII. Las demás que le confieran esta ley y otras disposiciones aplicables, así como aquéllas que le sean conferidas por el Consejo o por el Secretario.

D) Son atribuciones de los Vocales:

I. Asistir con voz y voto a las sesiones que celebre el Consejo;

II. Desempeñar las encomiendas que les sean asignadas por el Consejo;

III. Integrar los grupos de trabajo que se organicen para la realización de tareas específicas;

IV. Realizar las investigaciones que sean necesarias a efecto de dar cumplimiento al objeto del Consejo;

V. Desempeñar las atribuciones que les asigne expresamente el Presidente  del Consejo, y

VI. Las demás que les confiera esta ley u otras disposiciones aplicables.

CAPÍTULO CUARTO

DE LOS CONSEJOS MUNICIPALES DE POBLACIÓN 

ARTÍCULO 12. Con el objeto de lograr una mayor asunción de funciones en lo que concierne a las políticas poblacionales en el Estado, se instalarán en aquellos municipios que así lo determinen, consejos municipales de población. Estos tendrán a su cargo insertar, dentro de sus respectivas áreas de competencia, las medidas, planes y programas que integren la Política Poblacional Estatal, así como ser el enlace con el propio municipio y la Coordinación para alcanzar las metas y los objetivos en materia poblacional.

ARTÍCULO 13. Los consejos municipales de población serán presididos por los respectivos presidentes municipales, y su integración y metodología de trabajo se determinarán en los ordenamientos que para tal efecto elaboren sus Ayuntamientos. Preferentemente, en cada uno de ellos deberá actuar un representante del Gobernador a través de la Coordinación.

ARTÍCULO 14. Los objetivos de los consejos municipales de población, serán los siguientes:

I. Planear, programar, organizar y realizar acciones en materia de población a nivel municipal, mediante la coordinación interinstitucional con las dependencias federales, estatales y municipales, así como los sectores social y privado que actúen dentro de su ámbito territorial;

II. Estudiar, analizar e integrar estudios sociodemográficos municipales, que permitan ampliar los conocimientos sobre los principales problemas que afectan a la población, y proponer soluciones que puedan incorporarse en los planes municipales de desarrollo, de conformidad a los lineamientos establecidos por la Coordinación;

III. Elaborar un programa municipal de población enmarcado dentro de la Política Poblacional Estatal según las necesidades propias del municipio, el cual tendrá una duración igual al período constitucional del Ayuntamiento que corresponda;

IV. Gestionar los apoyos necesarios por parte de organizaciones públicas y/o privadas para fortalecer sus acciones;

V. Proponer a la Coordinación las acciones, lineamientos y políticas de población que correspondan a las características, tradiciones culturales y valores propios de los habitantes del municipio, y

VI. Las demás que le confiera esta ley u otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 15. Los Presidentes Municipales de aquéllos municipios en donde se instale un Consejo Municipal de Población, informarán a los propios habitantes del municipio y a la Coordinación sobre los avances, metas y objetivos alcanzados por los planes y programas implementados en materia poblacional.

CAPÍTULO QUINTO

DE LA POLÍTICA DE DESARROLLO MUNICIPAL

ARTÍCULO 16. La Política de Desarrollo Municipal se integrará por los programas, acciones y medidas tendientes a vigilar el crecimiento ordenado de la población en uno o más municipios, así como la explotación y difusión de sus potencialidades, persiguiendo siempre los fines establecidos en el artículo 2º de la presente ley.

ARTÍCULO 17. La Política de Desarrollo Municipal deberá ser diseñada tomando en cuenta las políticas y programas demográficos, que tiendan hacia el desarrollo, a fin de que los beneficios sociales y económicos que se pretendan alcanzar, contribuyan a elevar las condiciones de vida de la población de los municipios del Estado.

ARTÍCULO 18. La Política de Desarrollo Municipal tendrá por objeto:

I. Eliminar la marginación en los municipios;

II. Lograr la igualdad de derechos de la población mediante el impulso de acciones que constituyan oportunidades de mejora en la calidad de vida de los habitantes;

III. La organización del crecimiento de los centros de población, para mejorar la prestación de los servicios públicos y la infraestructura;

IV. El uso consciente de los recursos naturales con que cuenta el municipio;

V. La promoción de los valores éticos de la población, y

VI. El establecimiento de una base sólida para el crecimiento de los municipios del Estado.

Para ello, los municipios, con la colaboración de la Coordinación, formularán los programas correspondientes a nivel municipal. Estos deberán guardar congruencia en cuanto a los objetivos y principios con aquellos considerados  para elaborar la Política Poblacional Estatal. Éstos programas podrán abarcar uno o más municipios agrupándolos por región de acuerdo a la problemática similar que guarden entre si.

ARTÍCULO 19. La Coordinación realizará visitas a los municipios para organizar, vigilar y evaluar la correcta aplicación de los programas en materia poblacional que ahí se implementen. Del mismo modo, los Municipios funcionarán como enlace entre los centros de población y las autoridades estatales, a fin de dar a conocer su problemática en materia poblacional.

CAPÍTULO SEXTO

DE LA POLÍTICA POBLACIONAL ESTATAL

ARTÍCULO 20. La Política Poblacional Estatal se integra por los programas, acciones y medidas tendientes a vigilar el crecimiento ordenado de la población y de los asentamientos humanos en el Estado, persiguiendo siempre los fines establecidos en el artículo 2º de la presente ley.

ARTÍCULO 21. El objetivo de la Política Poblacional Estatal es formular una estrategia de población ordenada, organizada y responsable en todos los sectores sociales y en todas las regiones del Estado, reforzando las acciones de las dependencias y organismos de los sectores público, social y privado que permitan a la comunidad, contar con los servicios públicos necesarios, para que a través de procesos de información y educación los habitantes modifiquen sus conductas y actitudes para una actuación más responsable.

ARTÍCULO 22. La Política Poblacional Estatal será diseñada y conducida por el Gobernador con la participación del Consejo y propuesta a través de la Secretaría. Su coordinación e instrumentación será responsabilidad de la Coordinación y su implementación estará a cargo de las dependencias que correspondan.  

ARTÍCULO 23. Para formular los planes y programas que integren la Política Poblacional Estatal, se establecerán vínculos entre los consejos municipales de población y la Coordinación. 

ARTÍCULO 24. Con el objetivo de que los planes y programas que integren la Política Poblacional Estatal guarden congruencia entre sí, deberán contener, como mínimo, los siguientes aspectos: 

I. El cumplimiento de los objetivos y metas que se pretenden cubrir;

II. El apego a los aspectos prioritarios de la Política Poblacional Estatal;

III. La identificación, clasificación y estudio de los fenómenos y problemas poblacionales del Estado y sus municipios;

IV. Los mecanismos de vinculación del programa con los del Gobierno Federal, Estatal y Municipal, a fin de impulsar el mejoramiento de las condiciones de vida de la población;

V. Las estrategias y acciones para la difusión, información, educación y capacitación para el desarrollo en materia poblacional, tomando en cuenta las características económicas, culturales y sociales de las diferentes regiones del Estado;

VI. Los mecanismos para su seguimiento y evaluación, y

VII. Los mecanismos y fuentes de financiamiento del programa. 

ARTÍCULO 25. Los principios en los que se sustenten  los programas que se apliquen en materia de población, serán los siguientes: 

I. El respeto irrestricto hacia los derechos humanos y las garantías individuales;

II. El alcance total de los programas de salud, educación, vivienda, servicios básicos, desarrollo social, empleo, seguridad, desarrollo rural y demás que implemente el Estado en todos los centros poblacionales que conforman la entidad;

III. El desarrollo de un crecimiento sustentable y organizado de los centros urbanos del Estado, garantizando en el presente la prestación de los servicios básicos al total de la población sin comprometer dicha prestación en el futuro;

IV. El respeto hacia el medio ambiente y los recursos naturales con los que cuenta el Estado, y

V. La promoción de los valores sociales, culturales y éticos en la sociedad.

ARTÍCULO 26. Para elaborar de la Política Poblacional Estatal, el Consejo tomarán en cuenta los siguientes aspectos:

I. La información estadística actualizada que exista a nivel internacional, nacional, regional, estatal y municipal en materia poblacional;

II. Las tendencias de los fenómenos poblacionales que puedan tener impacto presente y futuro en el desarrollo del Estado;

III. Las acciones y programas de las dependencias y entidades públicas de los tres niveles de gobierno que incidan en los fenómenos demográficos en el Estado, y

IV. La movilización natural de la población hacia ciertos municipios, tomando en cuenta las características que le son propias.

ARTÍCULO 27. El Gobernador y los presidentes municipales, según el caso, dictarán, ejecutarán o promoverán ante otras dependencias o entidades gubernamentales, en sus respectivas esferas de competencia, las medidas requeridas para cumplir con las políticas, programas y acciones en materia de población en el Estado y municipios.

ARTÍCULO 28. El Gobernador podrá suscribir convenios de coordinación y colaboración con la Federación, los demás estados y municipios, a fin de apoyar la Política Estatal de Población. Con este mismo propósito, podrá celebrar convenios con los sectores social y privado, a fin de que participen en la realización de acciones vinculadas con los aspectos del desarrollo que en cada caso se definan.

ARTÍCULO 29. Los programas que integren la Política Estatal Poblacional tendrán una duración anual, y deberán ser publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado antes de su ejecución. En caso de aquellos programas que por sus características sea conveniente prolongarlos por más tiempo, se deberá hacer del conocimiento en la publicación de los mismos.

ARTÍCULO 30. El Gobernador, por conducto de la Coordinación, informará anualmente sobre los resultados que se hayan obtenido a través de los programas en materia de población. 

ARTÍCULO 31. La ejecución de los planes y programas en materia poblacional serán obligatorios para las dependencias, organismos y municipios que participen.

CAPÍTULO SÉPTIMO

DEL PADRÓN DE COAHUILENSES

ARTÍCULO 32. Se crea el Padrón de Coahuilenses con el objeto de: 

a) Que los coahuilenses cuenten con una identificación estatal oficial e indubitable, misma que contará con las medidas de seguridad establecidas en las normas reglamentarias que para tal efecto se expidan;

b) Promover el cumplimiento de las obligaciones de los habitantes del Estado;

c) Promover la integración de los padrones municipales a que hace referencia la Constitución Política del Estado de Coahuila;

d) Que fomente en los coahuilenses el ejercicio de sus derechos políticos, y 

e) Establecer parámetros permanentes para la medición y regulación de la Política Poblacional Estatal.

ARTÍCULO 33. Todo mexicano mayor de 18 años en pleno ejercicio de sus derechos políticos y civiles y con residencia en el Estado, tiene el derecho y la obligación de inscribirse en el Padrón de Coahuilenses, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política del Estado y demás ordenamientos aplicables.

ARTÍCULO 34. La Coordinación llevará a cabo conjuntamente con los municipios del Estado, el procedimiento para promover, fomentar, integrar, organizar y vigilar el Padrón de Coahuilenses así como la expedición y entrega de las identificaciones oficiales correspondientes.

ARTÍCULO 35. Los coahuilenses radicados fuera del Estado podrán solicitar su inscripción y la expedición de su identificación en los términos de las disposiciones legales y reglamentarias aplicables.  

ARTÍCULO 36. La credencial de identificación estatal será valida y deberá aceptarse como identificación oficial por las dependencias y entidades de la Administración Pública del Estado, así como sus municipios. 

ARTÌCULO 37. Las dependencias y entidades de la Administración Pública del Estado promoverán el uso de la identificación estatal mediante el establecimiento de programas que permitan la simplificación de trámites y servicios públicos.

CAPÍTULO OCTAVO

DEL PERSONAL DE LA COORDINACIÓN DE POBLACIÓN Y 

DESARROLLO MUNICIPAL

ARTÍCULO 38. La Coordinación contará con el personal técnico y administrativo que requiere para sus funciones de acuerdo con el presupuesto que se le asigne.

ARTÍCULO 39. La relación de trabajo entre el órgano desconcentrado que se estatuye y su personal se regirán por el Estatuto Jurídico para los Trabajadores al Servicio del Estado y les serán aplicables las disposiciones contenidas en la Ley de Pensiones y otros Beneficios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado.

ARTÍCULO 40. Serán considerados trabajadores de confianza de la Coordinación: El Director General, los Subdirectores, Jefes de Departamentos Administrativos, de Apoyo y de Servicio y en general, así como el personal que desempeñe tareas de dirección, inspección, supervisión, fiscalización y vigilancia.

T R A N S I T O R I O S

PRIMERO. La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial de Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan a la presente ley.

TERCERO. Se abroga el Decreto que crea el Instituto Coahuilense para el Desarrollo Municipal como órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobierno, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado número 78, de fecha 29 de Septiembre de 2000.

CUARTO. Los recursos materiales y financieros asignados en el Presupuesto de Egresos del Estado para el ejercicio fiscal del año 2007, al Instituto Coahuilense para el Desarrollo Municipal, como órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobierno, serán reasignados a la Coordinación de Población y Desarrollo Municipal. Para los ejercicios subsecuentes la Secretaría de Finanzas proveerá lo necesario a fin de que la Coordinación cuente con una partida especial en el Presupuesto de Egresos.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, a 20 de Febrero de 2007. 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto para modificar y adicionar diversas disposiciones de la Ley  Orgánica de la Administración Pública del Estado, para crear la Secretaría de Desarrollo Regional de la Laguna, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que por  instrucción de la C. Presidenta de la Diputación Permanente, con fecha 23 de febrero del año en curso,  se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la Iniciativa de Decreto a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales la Iniciativa de Decreto para modificar y adicionar diversas disposiciones de la Ley  Orgánica de la Administración Pública del Estado, para crear la Secretaría de Desarrollo Regional de la Laguna, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- La Iniciativa de Decreto para modificar y adicionar diversas disposiciones de la Ley  Orgánica de la Administración Pública del Estado, para crear la Secretaría de Desarrollo Regional de la Laguna, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado, se base en las consideraciones siguientes: 

El compromiso del Gobierno de la Gente es llevar los servicios de la administración estatal tan cerca de sus beneficiarios como sea posible. La centralización administrativa de las dependencias del Ejecutivo estatal no implica que su operación y jurisdicción deba ser también centralizada. En un esfuerzo por resaltar la importancia que la Región Laguna tiene para Coahuila, con su desarrollo económico, su aportación a nuestra historia y su cultura, el Gobierno de la Gente amplía el proyecto de descentralización administrativa de sus funciones y operaciones mediante la propuesta para crear una dependencia, la Secretaría de Desarrollo Regional de la Laguna, misma que se encargará de encontrar y aplicar soluciones a los más sentidos problemas que aquejan a esta importante región de nuestro estado.

Con la convicción de que la autoridad debe estar tan cercana a la gente y sus necesidades como sea posible, se propone la creación de esta dependencia, que enfocará toda su atención y recursos a los municipios de Francisco I. Madero, Matamoros, San Pedro, Torreón y Viesca. Se hace la propuesta de conformidad a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La visión del Gobierno de la Gente establecida en el Plan Estatal de Desarrollo 2006-2011, es que Coahuila sea el mejor estado del país. En este sentido es necesario destacar que un mayor desarrollo de las distintas regiones redundará en un Coahuila más próspero y justo. Un mayor desarrollo de la Región Laguna es fundamental para conseguir los objetivos y metas estatales planteadas.

La Región Laguna se encuentra poblada por gente que fortalece diariamente a Coahuila con su labor. Para ampliar y garantizar el desarrollo que hasta ahora se ha dado, es imprescindible conseguir que éste sea integral e incluyente para que permita terminar con la marginación social. De mi compromiso con Coahuila y con la Región Laguna nace la intención de reestructurar la administración pública estatal para llevar el Gobierno de la Gente, en forma directa, hasta las demandas, opiniones y aspiraciones de la población lagunera.

Para cumplir los retos y los compromisos en materia de desarrollo económico, social y de infraestructura resulta impostergable una política de desarrollo regional para la Laguna. Esto implica una planeación específica que redundará en la ejecución de acciones permanentes diseñadas y aplicadas localmente. Esta nueva visión descentralizada implica cambios y adecuaciones en la estructura organizacional de las dependencias centralizadas del Gobierno que me honro encabezar.

Por ello, surge la necesidad de crear una dependencia para brindar mayor atención a estas materias. La creación de la Secretaría de Desarrollo Regional de la Laguna, como parte de las dependencias de la Administración Pública Estatal, encargada del estudio, planeación y despacho de los programas del Gobierno de la Gente, es un paso necesario para la consolidación de la actividad gubernamental en la región. Su constitución impulsará y mejorará la ejecución de planes, programas y acciones para el desarrollo integral de la región.

La creación de la Secretaría de Desarrollo Regional de la Laguna tendrá como resultado la descentralización de atribuciones que dependencias y entidades ejercen actualmente, para que, de esta manera se logre combatir los rezagas sociales y promover el desarrollo de la región de una manera eficaz. El Gobierno de la Gente acerca de esta manera sus actividades hacia un sector de la población que, por su importancia, requiere de atención directa y especializada.

Para el ejercicio de las atribuciones que se le encomiendan deberá realizar una permanente tarea de coordinación con el resto de las dependencias y entidades de la administración estatal. La Secretaría de Desarrollo Social dejará de ejecutar las funciones de su competencia en los municipios de la Región Laguna, en su lugar lo hará ésta nueva dependencia.

Las labores de esta nueva dependencia llevarán los programas y acciones del gobierno a la gente de la Región Laguna con mayor eficiencia. La cercanía de las autoridades resultará en un mayor impacto y por ende en el desarrollo integral, equitativo y sostenible de la región.

Por lo expuesto anteriormente, con el objeto de fortalecer y mejorar a los sectores económicos de la Región Laguna y ampliar el desarrollo social y humano de su población, en ejercicio de las facultades que me confieren los Artículos 59 fracción II y 82, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila; 9 y 16, Apartado A, fracción I, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, atendiendo los programas de acción contenidos en el Plan Estatal de Desarrollo 2006 - 2011 de la Administración que me honro encabezar, me permito someter a esa Honorable Legislatura para su estudio, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente iniciativa de: DECRETO

TERCERO.- La centralización administrativa implica que los diversos órganos de gobierno integrantes del Poder Ejecutivo se agrupan colocándose unos respecto de y otros en una situación de dependencia tal que entre todos ellos existe un vínculo que los liga; es decir, existe una relación de jerarquía.

La iniciativa que ahora se propone, creando la Secretaría de Desarrollo Regional de la Laguna, conserva la unidad administrativa, pero contribuirá a la agilización de la administración pública, toda vez que impulsará y mejorará la ejecución de planes, programas y acciones para el desarrollo integral de la región lagunera,  pues  la cercanía de las autoridades resultará en un mayor impacto y por ende en el desarrollo integral, equitativo y sostenible de la región.

Por sus atribuciones, la Secretaría que ahora se crea favorecerá el desarrollo regional al encausar la actividad del gobierno hacia un sector de población que, por su importancia, requiere de atención directa y especializada, sobre todo en lo que al combate a la marginación y rezagos sociales se refiere.

Así las cosas, la nueva Secretaría de Desarrollo Regional de la Laguna, da respuesta a un compromiso del autor de la Iniciativa de reestructurar la administración pública estatal para llevar la actividad de gobierno en forma directa, hasta las demandas, opiniones y aspiraciones de la población lagunera.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.-  Por las razones expuestas, debe estimarse procedente la iniciativa de Decreto que modifica la fracción XIII y adiciona la fracción XIV del artículo 17 y adiciona el artículo 35 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTICULO ÚNICO: Se modifica la fracción XIII y se adiciona la fracción XIV del artículo 17 y se adiciona el artículo 35 BIS de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 17. . . . . . . 

1. a Xll.. . . . . . . 

XIII. Secretaría de Desarrollo Regional de la Laguna, y

XIV. La Procuraduría General de Justicia del Estado.


. . . . . . 

Artículo 35 BIS.- A la Secretaría de Desarrollo Regional de la Laguna, le corresponde el despacho de los siguientes asuntos en los municipios de Francisco I. Madero, Matamoros, San Pedro, Torreón y Viesca:

I. 
Formular, promover y evaluar la política de desarrollo regional de acuerdo a las condiciones y características económicas, sociales y culturales;

II.
Coordinar y operar las acciones que en materia de desarrollo regional establezca el Ejecutivo Estatal en beneficio de la población vulnerable o en situación de marginación en el área rural o urbana;

III. 
Coadyuvar con otras dependencias en el diseño y ejecución de programas y proyectos en materia de salud, derechos humanos, educación, cultura, vivienda y otros relacionados con el desarrollo social;

IV. 
Brindar a los municipios apoyo técnico en materia de desarrollo social y económico;

V. 
Promover y fortalecer la gestión individual y colectiva en materia social, económica y de turismo;

VI. 
Apoyar las actividades y programas científicos, tecnológicos, deportivos y culturales que organice el Gobierno del Estado;

VII. 
Participar en la ejecución de obras sociales que favorezcan el bienestar individual y colectivo;

VIII. 
Participar en la distribución y abastecimiento de productos alimentarios básicos a población marginada o en estado de necesidad;

IX.
Promover y atender programas para la regularización de la tenencia de la tierra urbana y rural;

X. 
Atender y apoyar a instituciones públicas y privadas que se ocupen de actividades de beneficencia y atención a la comunidad;

XI.
Coadyuvar con la secretaría del ramo en la promoción del empleo en los sectores del comercio y la industria;

XII. 
Coadyuvar en la promoción del empleo en las. zonas rurales y marginadas;

XIII. 
Participar con la secretaría del ramo en el fomento de la actividad turística;

XIV.  
Auxiliar a las dependencias y entidades competentes en la organización de actividades y eventos que fomenten las tradiciones culturales y el deporte;

XV. 
Coordinar la atención de las demandas populares dirigidas al Ejecutivo del Estado o a las dependencias que lo integran;

XVI. 
Coordinar la agenda del Gobernador del Estado en los municipios de su competencia; y

XVII. 
Todas las demás que mediante el acuerdo correspondiente le asigne el Gobernador del Estado y sirvan para descentralizar funciones a la región.

Cuando alguna de las facultades u obligaciones contenidas en el presente artículo sean concurrentes con otra dependencia o entidad, ésta deberá ser ejercida en forma coordinada buscando la mayor eficiencia y eficacia en el uso de los recursos y el máximo beneficio para la población de la Región Laguna.

TRANSITORIOS.

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Las dependencias y entidades que actualmente ejecutan funciones que mediante el presente Decreto se otorguen a la Secretaría de Desarrollo Regional de la Laguna, contarán con un término de 30 días hábiles para realizar los procedimientos administrativos necesarios para la transferencia de los recursos materiales, humanos y financieros necesarios para su funcionamiento.

TERCERO. Los asuntos o trámites pendientes de resolución al momento de la entrada en vigor del presente Decreto, se resolverán por la dependencia ante la cual se iniciaron.

CUARTO. Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zúñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Reséndiz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 28 de febrero de 2007.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a una iniciativa para reformar  diversos artículos de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, la primera Iniciativa con el fin de impulsar la participación de la Pequeña y Mediana empresa en los procesos de compra y licitación de bienes y servicios para el Estado,  propuesta por los C. C. Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Miguel Ángel Riquelme Solís, Jorge Antonio Abdala Serna, Antonio Juan Marcos Villarreal, Román Alberto Cepeda González y Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez, integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; C. C. Diputados José Antonio Jacinto Pacheco, Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Luis Gurza Jaidar, José Ignacio Máynez Varela y Luis Alberto Mendoza Balderas, integrantes del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ”, del Partido Acción Nacional; C. Diputado Lorenzo Dávila Hernández, integrante del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; C. Diputado Alfredo Garza Castillo, integrante del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza ”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila, C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México; asi como a una diversa Iniciativa planteada C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado; a efecto de reformar el  artículo 38 de la cita  Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios Para el Estado de Coahuila de Zaragoza; y,   
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión extraordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 11 de enero del año en curso y por la Diputación Permanente el día 8 de febrero del presente año, se acordó turnar a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales  las propuestas a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, las Iniciativas para reformar  diversos artículos de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, con el fin de impulsar la participación de la Pequeña y Mediana empresa en los procesos de compra y licitación de bienes y servicios para el Estado, y el artículo 38 de la misma,  propuestas respectivamente por los C. C. Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Miguel Ángel Riquelme Solís, Jorge Antonio Abdala Serna, Antonio Juan Marcos Villarreal, Román Alberto Cepeda González y Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez, integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; C. C. Diputados José Antonio Jacinto Pacheco, Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Luis Gurza Jaidar, José Ignacio Maynes Varela y Luis Alberto Mendoza Balderas, integrantes del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ”, del Partido Acción Nacional; C. Diputado Lorenzo Dávila Hernández, integrante del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; C. Diputado Alfredo Garza Castillo, integrante del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza ”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila,C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México; y C. Profesor Humberto Moreira Valdés,  Gobernador Constitucional del Estado; y,   

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- .- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.-  Las Iniciativas de Decreto para reformar  diversos artículos de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, con el fin de impulsar la participación de la Pequeña y Mediana empresa en los procesos de compra y licitación de bienes y servicios para el Estado, y el artículo 38 de la misma, propuestas respectivamente por los C. C. Diputados Juan Carlos Ayup Guerrero, Miguel Ángel Riquelme Solís, Jorge Antonio Abdala Serna, Antonio Juan Marcos Villarreal, Román Alberto Cepeda González y Demetrio Antonio Zúñiga Sánchez, integrantes del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; C. C. Diputados José Antonio Jacinto Pacheco, Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Luis Gurza Jaidar, José Ignacio Maynes Varela y Luis Alberto Mendoza Balderas, integrantes del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ”, del Partido Acción Nacional; C. Diputado Lorenzo Dávila Hernández, integrante del Grupo Parlamentario “ General Felipe Ángeles ”, del Partido de la Revolución Democrática; C. Diputado Alfredo Garza Castillo, integrante del Grupo Parlamentario “ Ignacio Zaragoza ”, del Partido Unidad Democrática de Coahuila,  C. Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez, del Partido Verde Ecologista de México, y el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado,  se basan en las consideraciones siguientes:

“ Uno de los propósitos fundamentales de toda legislación es impulsar, con acciones claras y concretas, aquellas áreas estratégicas de la economía y de generar las condiciones necesarias para su crecimiento.

En ese sentido, uno de los puntos fundamentales del Plan Estatal de Desarrollo vigente en nuestro Estado, destaca la importancia de estimular la creación de más y mejores empleos y de fortalecer la planta productiva de nuestra Entidad, con especial énfasis en las micro y pequeñas empresas.

En la misma línea de acción, es pertinente por tanto, revisar con puntual claridad nuestro marco jurídico y proponer reformas que contribuyan a estimular a ese sector de nuestra economía, en especial en estos momentos, en que si bien ha habido importantes avances en la macro economía nacional, es importante acelerar aquellas acciones que a nivel estatal permitan una mejor estabilidad empresarial, aumentar la competitividad, incluir a todos los grupos sociales y empresariales, promover un desarrollo equilibrado, todo ello en el marco de una sustentabilidad realmente comprometida con el medio ambiente y los recursos naturales.

Sin lugar a dudas, las compras del Gobierno del Estado de Coahuila son un elemento de alto impacto en la actividad económica regional, y se propone en la presente iniciativa, por las consideraciones expuesta, una fórmula para lograr que un mayor componente de estos recursos se utilice para compras en el Estado de Coahuila y sus municipios, y que favorezcan el valor agregado local y la generación de riqueza, impidiendo que los recursos salgan hacia otras economías.

Igualmente, la presente iniciativa reconoce que las micro, pequeñas y medianas empresas constituyen un sector estratégico para el desarrollo económico y social de la Entidad, no sólo porque representa el 98.8% de las empresas, sino por su potencial como fuente de oportunidades de crecimiento y de distribución del ingreso. Este tipo de empresas ocupa el 50% de las plazas laborales en la Entidad.

No es ajeno a este Congreso, que es de interés nacional promover la mayor participación de fabricantes y proveedores locales. Sin embargo, debido a la forma actual de llevar a cabo las licitaciones, se limita a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas para que concursen debido a los montos que se establecen. 

Es conveniente apuntar que el presupuesto que el Gobierno destina para las adquisiciones, generaría más ingresos económicos a la cadena productiva y a la propia comunidad coahuilense en general, si las compras son hechas a la MIPYMES. Al impulsar esta iniciativa, se permitiría que el Estado recibiera mayor ingreso por concepto de impuestos; habría más liquidez en el mercado, lo cual beneficiaría a todas las empresas de la región por la derrama económica general en la población; y alentaría la generación de riqueza, componente necesario para superar la marginación y mejorar las condiciones de vida.

No podemos dejar pasar inadvertido que el crecimiento mexicano ha sido dispar, quedando algunos sectores rezagados, que tal sería el caso de los pequeños empresarios, ya que mucho de ellos han visto limitado su potencial de desarrollo económico, profesional y personal, debido a un modelo de crecimiento, que no ha creado los vehículos necesarios y suficientes para una promoción económica integral, y que no ha permitido utilizar racionalmente, los recursos regionales como verdaderos factores de producción que induzcan a la consolidación de cadenas de productividad.

En efecto, una micro empresa debe de tener como meta, crecer y convertirse en pequeña; y ésta a su vez  en mediana; y ésta última, en grande. Bien podría parecer que el principal beneficiario es el dueño de la empresa, sin embargo no es el único: los empleados, los proveedores, los clientes y la sociedad en general, vía los impuestos que se generan, reciben parte de esa riqueza generada, y que mejor que se quede en nuestro Estado. Por ende, el Gobierno debe fijar una política de gasto e inversión acorde con las necesidades y el bienestar de la mayoría, y además con miras a maximizar el crecimiento de su economía, sea a nivel municipal, estatal o federal.

Para atender esta demanda, esta iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza brinda un mejor espacio a las micro, pequeñas y medianas empresas mexicanas para impulsar su competitividad como actores de la actividad económica del país, por lo tanto de fuentes de trabajo directas e indirectas, generación de valor agregado, servicios e impacto en la contribución tributaria. Además de implementar una política ambiental en las contrataciones, a efecto de evitar la de productos y servicios que afecten el medio ambiente de acuerdo a las leyes ecológicas y normas oficiales que lo regulan.

Por otra parte, y considerando que conforme la Ley Orgánica de la Administración Pública resulta ser cierto que la Secretaría de la Contraloría y Modernización Administrativa ya no existe, y en su lugar se instituyó la Secretaría de la Función Publica, se propone corregir los artículos que mencionaban a la Contraloría y sustituirlos por el nombre actual de la dependencia, a efecto de dar mayor claridad a la Ley.”

En el mismo contexto la Iniciativa enviada por el Ejecutivo del Estado a efecto de Reformar el Articulo 38 de la propia Ley de Adquisiciones, Arrendamiento y contratación de Servicios para el Estado de Coahuila se basa en las siguientes consideraciones:

“ El Gobierno de la Gente busca construir un Estado fuerte y competitivo, con un marco normativo actual, eficaz en su aplicación y que garantice el estricto cumplimiento del Estado de derecho y seguridad jurídica a los coahuilenses. Tiene como prioridad, consolidar un Gobierno moderno, democrático, con participación y justicia social. En este orden de ideas, uno de los objetivos planteados en el Plan Estatal de Desarrollo 2006 - 2011 es garantizar impulsar la innovación e inclusión de la ciencia y tecnología.

Para ello, se establecen líneas de acción con el objeto de mejorar los procedimientos internos de la Administración Pública Estatal mediante la aplicación de tecnologías de la información y comunicaciones, así como establecer procesos de comunicación claros y objetivos de la actividad del Estado a través de un sistema de información moderno que atienda a las necesidades en cuanto a la información y prestación de servicios para los coahuilenses.

En función a lo anterior, en ejercicio de las facultades que me confieren los artículos 59, fracción II; 82, fracción I, de la Constitución Política del Estado y 16, Apartado A, fracción I de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, presento ante esta Honorable Legislatura la Iniciativa de Decreto para reformar el artículo 38 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en base a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La licitación en el Estado de Coahuila es un procedimiento a través del cual se brinda certeza y seguridad jurídica a los ciudadanos en el uso eficiente de los recursos económicos con los que cuenta el Estado para llevar a cabo obras, actividades y servicios en beneficio de todos; además, este procedimiento brinda oportunidades a todos los interesados que cumplan los requisitos de capacidad para participar en igualdad de condiciones en las licitaciones que se realicen en el Estado.

Una de las principales características de las licitaciones es que deben ser públicas. A esta característica obedece la presente Iniciativa. Es preciso fomentar la certeza, seguridad jurídica, legalidad y difusión masiva a las licitaciones que realice el Gobierno del Estado mediante la publicación de las convocatorias en uno de los diarios de mayor circulación del municipio y la región donde se llevará a cabo que la Ley de Adquisiciones, Arrendamiento y Contratación de Servicios del Estado ya prevé, y publicarlo, además por una sola vez en el Periódico Oficial del Estado, ya que es el medio que publica de manera oficial todas las leyes, reglamentos, acuerdos, decretos y demás asuntos en los que el Estado interactúa con la ciudadanía como lo es el procedimiento de licitación.

Además se propone que las convocatorias de las licitaciones se publiquen en los medios electrónicos o de comunicación con que cuente el órgano que emite la convocatoria. Esto promoverá el uso de la tecnología, considerando que actualmente la mayor parte de la información se consulta por medios electrónicos. De esta manera la ciudadanía podrá tener conocimiento de ellos a través del portal del Gobierno del Estado y de los medios masivos' de comunicación; logrando así el objetivo de ampliar la cobertura en la difusión de la información de interés para los coahuilenses.

La propuesta que someto ante esa Soberanía, ha seguido un estudio y análisis comparativo con las entidades federativas del país; en las que se ha fortalecido el uso y difusión mediante sus periódicos o gacetas oficiales, así como de los medios electrónicos.
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  EN LOS 4 MEDIOS

Para lograr la coordinación y cumplimiento de las acciones proyectadas, el Estado tendrá que redoblar esfuerzos para la oportuna publicación en los medios mencionados de las licitaciones que realicen las entidades, dependencias y demás organismos públicos que lleven a cabo un procedimiento de licitación, ya que, con la aprobación de esta Iniciativa, deberán remitir la convocatoria a las instancias correspondientes para su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado y en los medios electrónicos y de comunicación con que se cuenten, a efecto de dar cumplimiento a lo dispuesto por este decreto de reforma del Artículo 38 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Con la presente Iniciativa promovemos la difusión masiva de las convocatorias de las licitaciones que se realicen en el Estado, fortaleciendo la característica de publicidad que deben tener, así como el fortalecimiento del Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza y el uso de la tecnología y comunicaciones con que hoy en día contamos.”


.

TERCERO.- En la actualidad, es un hecho constatado por la ciencia económica que la actividad del Estado constituye un sector cada vez más importante de la economía moderna, lo que ha dado lugar a  una nueva disciplina denominada “ Derecho Económico ”

En la intervención del Estado en la vida económica, encontramos dos motivaciones subyacentes;  una de ellas, es la de  que el Estado constituye un poderoso agente para lograr el desenvolvimiento económico; la otra, que es una palanca que contribuye eficazmente para contrarrestar los efectos nocivos de  los ciclos económicos.

Así las cosas, la planeación económica constituye una forma muy elaborada de la intervención del Estado; al respecto,  Myrdal, citado por Hugo Rangel Couto en su libro “ El Derecho Económico ”, nos dice:

“ Entiendo por planeación democrática, el conjunto de tentativas deliberadas y conscientes emprendidas por el gobierno de un país y en colaboración con las entidades privadas, para coordinar de una manera racional las actividades nacionales a fin de alcanzar mejor y más pronto el desarrollo deseado.”

Establecido lo anterior, la Iniciativa que ahora se estudia y dictamina, propuesta por integrantes de las distintas fracciones parlamentarias de esta Legislatura y del Partido Verde Ecologista de México, reconoce que el Estado destina una parte importante del presupuesto en adquisiciones y que ello incentiva la economía de la empresa y de la propia comunidad coahuilense, si las compras se hacen a las micro, pequeñas y medianas empresas.

En efecto, el facilitar a las MIPYMES la participación en los procesos de licitación de las adquisiciones hechas por el Estado, constituirá un detonante para su crecimiento, generará empleos y el Estado mismo se beneficiará con los impuestos que esa actividad económica genere.

Ya en 1936,  John Maynard Keynes consideraba  que el Estado debe estar siempre listo para llenar con la inversión pública el hueco que deje la inversión privada al contraerse y Alvin H Hansen complementó la idea al sostener que el Estado si debe gastar más en caso necesario, pero que debe hacerlo bien y con tino; es decir, productivamente y sin despilfarros.

La  iniciativa que ahora se estudia y dictamina indudablemente cumple estas expectativas, pues por un lado genera gasto al adquirir, arrendar y contratar servicios para el Estado; pero por otro, se controla a través de la Ley cuyas reformas y adiciones ahora se dictaminan, de modo tal  que el gasto originado no sólo estimula la actividad económica regional, sino que además lo hace en las mejores condiciones posibles.

En otro orden de ideas, la Iniciativa  propuesta por integrantes de las distintas fracciones parlamentarias de esta Legislatura y del Partido Verde Ecologista de México, se enriquece con la Iniciativa que formula el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado, al  disponer que las convocatorias relativas a los procesos de licitación deben ser publicadas en el Periódico Oficial del Estado, en uno de los diarios de mayor circulación en el municipio y región en donde haya de ser adquirido o arrendado el bien o prestado el servicio, además de los portales de Internet  que incluyen la información pública mínima y en los otros medios a disposición de la dependencia o entidad de que se trate.

La Iniciativa en comento, armoniza además con la Ley  de Acceso a la Información Pública e incorpora el uso de la tecnología al establecer que las convocatorias de las licitaciones se publiquen en los medios electrónicos o de comunicación con que cuente el órgano que emite la convocatoria.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente someter a la consideración del Pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ÚNICO.- Se adicionan las fracciones VIII, IX y X recorriéndose la ulterior del artículo 7, un último párrafo al artículo 12, los artículos 19 bis, 49 bis y 52 bis y 52 ter y un último párrafo al artículo 55; se modifican los artículos 2° Fracción I; 3° párrafo primero; 4°. Párrafo último; 5° párrafo último; 6° Fracciones X, XIII; 11; las fracciones I, II, III y V del artículo 12; los artículos 13; 15, párrafo primero; 17, párrafo primero; las. fracciones V y VI del artículo 21; los artículos 32, párrafo último; 33 párrafo último; 34, párrafo segundo y , tercero; 36; 37, párrafo primero, 38 párrafo primero; 39, fracción VIII; 49, fracciones III, IV,V Y VIII; 50 párrafo ultimo; 5;, 52 53, párrafo primero; 54; 55; 56, párrafo último; 63; 64, fracciones II, III y IV; 66, párrafos primero, penúltimo y último; 67, párrafos primero y segundo; 68, párrafo primero, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar de la siguiente manera:

LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y CONTRATACIÓN DE SERVICIOS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

...........

..........

ARTICULO 2°.- Para los efectos de esta ley se entiende por:

I.- Función Pública: Órgano de control Estatal, Municipal, de Dependencias y Entidades según el ámbito de su Competencia ;

. . . . . . 

ARTICULO 3°.- ...

La Secretaría, la Función Pública, la Unidad y las Dependencias, en el ámbito de sus respectivas competencias, quedan facultadas para interpretar esta ley para efectos administrativos y dictarán las disposiciones administrativas que requieran su adecuada aplicación y la de sus disposiciones reglamentarias, tomando en cuenta, cuando corresponda por razón de sus atribuciones, la opinión de las otras que deban intervenir en las operaciones correspondientes.

.. . . . . . 

ARTICULO 4°.​

. . . . . . 

En la misma jurisdicción municipal, las atribuciones conferidas a la Función Pública, quedarán encomendadas al respectivo órgano de control que para tal efecto establezcan los ayuntamientos.

ARTICULO 5°.​ La Función Pública y las Dependencias, vigilarán y comprobarán en sus respectivos ámbitos de atribución, la aplicación de los criterios a que se refiere este artículo y lo propio harán los órganos de control en el ámbito municipal.

ARTICULO 6°.​

. . . . . . 
X.- Aprobar, bajo su responsabilidad, siguiendo los lineamientos que en su caso marque la Función Pública, los modelos conforme a los cuales se documentarán los pedidos o contratos de adquisiciones de mercancías, materias primas, bienes muebles e inmuebles, arrendamientos y la contratación de servicios;

. . . . . . 

XIII.- Revisar, en coordinación con la Función Pública y el Comité, los sistemas operativos de adquisiciones, arrendamientos, contratación de servicios, manejo de almacenes y establecer las medidas pertinentes para mejorarlos;

ARTICULO 7°............

VIII.- Promover, la participación de micros, pequeñas y medianas empresas en las adquisiciones, arrendamientos y contratación de servicios del sector publico, hasta alcanzar un mínimo del 40% del presupuesto anual, siempre y cuando no se trasgredan los principios de eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado;

IX.- Preferentemente,  se evitara la integración o consolidación de paquetes de artículos, a efecto de promover la participación a que se refiere la fracción anterior, siempre y cuando no se trasgredan los principios de eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado;

X.- Las empresas deberán cumplir con la normatividad ambiental Federal y Estatal vigentes;

. . . . .  .

ARTICULO 11.- La Función Pública establecerá y mantendrá actualizado el Padrón de Proveedores de las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Estatal.

ARTICULO 12...............

. . . . . . 

I.- Solicitarlo en los formatos que, para el efecto, apruebe la Función Pública;

II.- Tratándose de sociedades o asociaciones deberán acompañar copia certificada del acta constitutiva y de sus reformas;

III.- Acreditar mediante la exhibición de documentos respectivos, que es productor o comerciante legalmente establecido por lo menos con dos años de antigüedad, preferentemente que estén integrados en alguna  asociación u organismo  empresarial.

. . . . .  .
V.- Acreditar haber cumplido con las inscripciones y registros que exigen las disposiciones de orden fiscal, ambiental, de salubridad y administrativo y

. . . . . . 

Las personas interesadas en inscribirse vía electrónica en el Padrón, deberán atender los lineamientos que al efecto emita la Función Pública.

El Registro de padrón de proveedores será Estatal, debiendo existir comunicación entre el Estado y los Municipios y de estos entre si, a efecto de no registrar a personas que se les haya suspendido o cancelado su registro o presenten alguna irregularidad.

ARTICULO 13.- Los interesados presentarán su solicitud ante la Secretaría de la Función Pública la cual, dentro de un término de quince días hábiles siguientes al de la presentación de la solicitud, resolverá sobre la inscripción en el Padrón. Transcurrido este plazo sin que haya respuesta se tendrá por inscrito al solicitante, debiendo expedir la Secretaría de la Función Pública, en ese caso, la constancia respectiva.

ARTICULO 15.- La Función Pública, sin perjuicio de la cancelación definitiva, podrá suspender temporalmente el registro hasta por el término de su vigencia, cuando el proveedor incurra en alguna de las siguientes faltas:

ARTICULO 17.- La Función Pública, a petición de la Unidad, la Secretaría y las Dependencias y Entidades, podrá eximir de la obligación de inscribirse en el Padrón de Proveedores a las personas físicas y/o morales que suministren artículos perecederos o cuando se trate de adquisiciones extraordinarias.

Artículo 19 Bis.- Este Comité tendrá, entre otras, las siguientes funciones:

I. Revisar y recomendar programas de compra multianuales a efecto de detonar las cadenas productivas de la localidad que contrate bienes o servicios, dicha recomendación deberá quedar debidamente fundada y motivada.

II. Analizar la documentación preparatoria de los procedimientos de contratación de adquisiciones, arrendamientos y servicios, y en su caso, emitir su opinión a la instancia correspondiente.

II Bis.- Observar y en su caso informara la Secretaria, Dependencia y Entidades no fraccionen los requerimientos intencionalmente, a efecto de no exceder los topes máximos de contratación y evitar las licitaciones publicas.

II. Ter.-  Este Comité deberá difundir dentro de los primeros treinta días de cada ejercicio fiscal, los requerimientos que tengan el Gobierno del Estado y sus Municipios. Con actualizaciones trimestrales.

III. Proponer las políticas internas, bases y lineamientos en materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios relativos a las dependencias en los supuestos no previstos de las mismas, esto en coordinación con la Secretaría de la Función Pública.

IV. Emitir opinión y dictamen en los procedimientos de contratación, por medio de asignación directa, invitación restringida y licitación pública, hasta el fallo correspondiente.

V. Fomentar la creación de subcomités de adquisiciones, arrendamientos y servicios, así como sus reglas de integración y funciones especificas en la Secretaria, Dependencias y Entidades.

VI. Analizar exclusivamente para emitir opinión, cuando se le solicite, sobre los dictámenes o fallos emitidos por los subcomités de la Secretaria, Dependencias y Entidades.

VII. Aplicar y coadyuvar al cumplimiento de esta Ley y demás disposiciones aplicables.

VIII. Presentar propuestas a las dependencias correspondientes, sobre los montos máximos de contratación a que se sujetarán la Secretaría, las Dependencias y las Entidades.

IX.- Las demás que le atribuya su instrumento de creación.

ARTICULO 21.........

. . . . . . 

V.- Promover la participación de micros, pequeñas y medianas empresas en las adquisiciones, arrendamientos y contratación de servicios, hasta alcanzar un mínimo del 40% del presupuesto anual autorizado, siempre que no se transgredan los principios de eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado.

VI.- Procurar la utilización de los bienes o servicios de procedencia Municipal, Estatal o Federal, con especial atención a los sectores económicos cuya promoción, fomento y desarrollo estén relacionados con los objetivos y prioridades del Plan Estatal de Desarrollo y los programas de desarrollo respectivos; atendiendo al principio de localidad, siempre que no se transgredan los principios de eficacia, eficiencia, imparcialidad y honradez que aseguren las mejores condiciones para el Estado.

VII.- Promover la inclusión de insumos, materiales, equipos, sistemas y servicios que contengan un valor agregado nacional, tecnología, ingeniería, servicios, merito tecnológico, la promoción de fuentes de empleo nacionales, así como la reducción de costo integral de la adquisición en el tiempo, por costo de consumibles, mantenimiento, refacciones y otros factores tangibles y uniformes notoriamente convenientes para el Municipio Estado y Nación.

ARTICULO 32.​

. . . . . . 
Si en un período de treinta días naturales, contado a partir de la fecha en que se detecten irregularidades en los bienes o servicios por parte de la convocante y/o la Función Pública, la Unidad, la Secretaria o las Dependencias y Entidades, según corresponda, no obtienen la respectiva restitución, la Función Pública podrá exigir directamente al proveedor el cumplimiento de su obligación, sin perjuicio de la aplicación de la sanción procedente.

ARTICULO 33.​

. . . . . . 
Para los efectos del párrafo que antecede, la Función Pública podrá emitir la opinión correspondiente a los adquirentes.
.
.

ARTICULO 34.​

. . . . . . 

La Unidad, la Secretaria, las Dependencias y Entidades, así como la Función Pública, en su caso, harán valer la nulidad y procederán, en su caso, a exigir la restitución de lo pagado y a la devolución de los bienes adquiridos o arrendados. Para tal efecto, se estará a lo dispuesto por el párrafo segundo del articulo 32 de esta ley.

En caso de que los proveedores incumplan con las obligaciones derivadas de los contratos y pedidos respectivos, la adquirente o la Función Pública, en su caso, procederá a declarar la rescisión de los actos jurídicos respectivos, la que se comunicará por escrito a los interesados, atendiendo para tal efecto lo previsto en el artículo 32, segundo párrafo, de este ordenamiento.

ARTÍCULO 36.- En igualdad de circunstancias se preferirá la contratación de proveedores locales, aplicando el principio establecido en el articulo 21 fracción VI, dando un margen de preferencia de hasta. el 5 % del valor de la contratación, siempre que se garantice el objeto a que se refiere el artículo 28 de esta ley.

ARTICULO 37.- Las Dependencias y Entidades, previa resolución motivada, solicitarán autorización a la Función Pública para contratar asesoría técnica para la realización de investigaciones de mercado, el mejoramiento de sistemas de adquisiciones, arrendamientos, servicios y almacenes, la verificación de precios, pruebas de calidad y otras actividades relacionadas con el. objeto de esta ley, de todo lo cual se dejará constancia en el expediente respectivo.

ARTÍCULO 38. Para llevarse a cabo los procedimientos de licitaciones públicas, las convocatorias, que podrán referirse a una o más de las operaciones reguladas en este ordenamiento, se publicarán por una sola vez en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, en los portales de Internet que incluyen la información pública mínima, en uno de los diarios de mayor circulación en el municipio y la región en donde haya de ser adquirido o arrendado el bien o prestado el servicio, así como en otros medios a disposición de la dependencia o entidad pública de que se trate, y contendrá cuando menos:

I a VII . . . . .

ARTICULO 39.​

. . . . . . 

Presentar la constancia de registro de proveedores exhibida por la Función Pública;

. . . . . . 

ARTICULO 44.-  En el acto de presentación y apertura de proposiciones, en el que podrán participar los licitantes que hayan cubierto el costo de las bases de licitación, y al que además se podrá invitar a los funcionarios y cuando menos un representante de los sectores privado y social, de acuerdo a la naturaleza de la licitación, así como a los comisionados del Organismo Estatal y/o Municipal de transparencia según corresponda; se llevara a cabo en dos etapas, conforme a lo siguiente:

. . . .

ARTICULO 49.​

. . . . . . 
III.- Las que desempeñen un empleo, cargo o comisión en el servicio público o bien las sociedades de las que dichas personas formen parte, sin la autorización previa y específica de la Función Pública conforme a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como las inhabilitadas para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público;

IV.- Aquellos proveedores que, por causas imputables a ellos mismos, la convocante en mas de una ocasión les hubiere rescindido  administrativamente un contrato y que el o los inconformes inobserven lo dispuesto en el titulo sexto de esta ley, o que en su caso este procedimiento haya causado ejecutoria, siempre que tales circunstancias se den dentro del lapso de dos años calendario contados a partir de la primera rescisión 

Dicho impedimento prevalecerá ante la propia convocante durante dos años calendario contados a partir de la fecha de rescisión del segundo contrato. 

V.-  Los proveedores que se encuentran en el supuesto de la fracción anterior, respecto de dos o más dependencias o entidades, durante un año calendario, contado a partir de la fecha en que la Función Pública lo haga del conocimiento de las dependencias y entidades de la administración pública estatal;

. . . . . . 

VIII.- Las que, en virtud de la información con que cuente la Función Pública en el Padrón de Proveedores de las Dependencias y Entidades de la Administración Pública Estatal, hayan celebrado los contratos en contravención con esta ley;

. . . . . . 

ARTÍCULO 49 BIS.- Las contrataciones realizadas por la Secretaría, las Dependencias y Entidades, por regla general serán anualizadas, sin embargo, bajo su más estricta responsabilidad podrán ser multianuales, con revisiones anuales, previa opinión del Comité de Adquisiciones y conforme a la legislación aplicable.

ARTICULO 50.​

. . . . .  .
En estos casos, el Titular de la Dependencia o Entidad, a más tardar el último día hábil de cada mes, enviará un informe a la Secretaría y a la Función Pública y, en su caso, al órgano de gobierno que corresponda, que se referirá a las operaciones que, por excepción, fueron autorizadas en el mes calendario inmediato anterior, acompañando copia del dictamen aludido en el segundo párrafo de este artículo.

ARTÍCULO 51.- Las dependencias y entidades, bajo su responsabilidad, podrán contratar adquisiciones, arrendamientos y servicios, sin sujetarse al procedimiento de licitación pública, a través de los procedimientos de invitación restringida o de adjudicación directa, cuando:

I. Por tratarse de obras de arte, o de bienes y servicios para los cuales no existan alternativos o sustitutos técnicamente razonables, el contrato sólo pueda celebrarse con una determinada persona porque posee la titularidad o el licenciamiento exclusivo de patentes, derechos de autor u otros derechos exclusivos;

II. Peligre o se altere el orden social, la economía, los servicios públicos, la salubridad, la seguridad o el ambiente de alguna zona o región del Estado como consecuencia de caso fortuito o de fuerza mayor;

III. Existan circunstancias que puedan provocar pérdidas o costos adicionales importantes, debidamente justificados;

IV. Derivado de caso fortuito o fuerza mayor, no sea posible obtener bienes o servicios mediante el procedimiento de licitación pública en el tiempo requerido para atender la eventualidad de que se trate, en este supuesto las cantidades o conceptos deberán limitarse a lo estrictamente necesario para afrontarla;

V. Se hubiere rescindido el contrato respectivo por causas imputables al proveedor que hubiere resultado ganador en una licitación. En estos casos la dependencia o entidad podrá adjudicar el contrato al licitante que haya presentado la siguiente proposición solvente más baja, siempre que la diferencia en precio con respecto a la propuesta que inicialmente hubiere resultado ganadora no sea superior al diez por ciento. Tratándose de procedimientos de contratación en los que se hayan considerado puntos y porcentajes como método para la evaluación de las proposiciones, se adjudicará el contrato respectivo a la propuesta que siga en calificación;

VI. Se realice una licitación pública que haya sido declarada desierta, siempre que no se modifiquen los requisitos esenciales señalados en las bases de licitación;

VII. Existan razones justificadas para la adquisición o arrendamiento de bienes de marca determinada;

VIII. Se trate de adquisiciones de bienes perecederos, granos y productos alimenticios básicos o semiprocesados, semovientes y bienes usados. Tratándose de estos últimos, el precio de adquisición no podrá ser mayor al que se determine mediante avalúo que practicarán las instituciones de crédito o terceros habilitados para ello conforme a las disposiciones aplicables;

IX. Se trate de servicios de consultorías, asesorías, estudios, investigaciones o capacitación, debiendo aplicar el procedimiento de invitación a cuando menos tres personas, entre las que se incluirá instituciones de educación superior y centros de investigación. Si la materia de los servicios se refiriese a información reservada, en los términos establecidos en la Ley de Acceso a la Información Pública, podrá autorizarse la contratación mediante adjudicación directa;


X. Se trate de adquisiciones, arrendamientos o servicios cuya contratación se realice con campesinos o grupos urbanos marginados y que la dependencia o entidad contrate directamente con los mismos, como personas físicas o morales;

XI. Se trate de adquisiciones de bienes que realicen las dependencias y entidades para su comercialización o para someterlos a procesos productivos en cumplimiento de su objeto o fines propios expresamente establecidos en el acto jurídico de su constitución;

XII. Se trate de adquisiciones de bienes provenientes de personas que, sin ser proveedores habituales, ofrezcan bienes en condiciones favorables, en razón de encontrarse en estado de liquidación o disolución, o bien, bajo intervención judicial;

XIII. Se trate de servicios profesionales prestados por una persona física, siempre que éstos sean realizados por ella misma sin requerir de la utilización de más de un especialista o técnico;

XIV. Se trate de servicios de mantenimiento de bienes en los que no sea posible precisar su alcance, establecer las cantidades de trabajo o determinar las especificaciones correspondientes;

XV. El objeto del contrato sea el diseño y fabricación de un bien que conlleva rediseño o innovaciones que implican desarrollo de tecnología, que servirá como prototipo para efectuar las pruebas que demuestren su funcionamiento. En estos casos la dependencia o entidad podrá pactar que los derechos sobre el diseño, uso o cualquier otro derecho exclusivo, se constituyan a favor del Estado o Municipio según corresponda, siempre y cuando, en el contrato respectivo se haya pactado que el valor total incluye los costos totales del desarrollo de la tecnología requerida, con todo lo que implica el valor de la explotación de esos derechos patrimoniales y demás factores que apliquen en estos casos, en caso contrario, los derechos quedarán a favor del contratado. De ser satisfactorias las pruebas, se formalizará el contrato para la producción de mayor número de bienes por al menos el treinta por ciento de las necesidades anuales de la dependencia o entidad, porcentaje que será pactado al contratar, dependiendo del estudio de factibilidad y conveniencia del desarrollo, con un plazo de tres años, pudiendo asignar contratos multianuales debidamente detallados.

XVI. Se trate de equipos especializados, sustancias y materiales de origen químico, fisicoquímico o bioquímico para ser utilizadas en actividades experimentales requeridas en proyectos de investigación científica y desarrollo tecnológico, siempre que dichos proyectos se encuentren autorizados por quien determine el titular de la dependencia o el órgano de gobierno de la entidad;

El procedimiento de invitación restringida se sujetará a lo siguiente:

a). El acto de presentación y apertura de proposiciones se llevará a cabo en dos etapas, para lo. cual la apertura de los sobres podrá hacerse sin la presencia de los correspondientes licitantes, pero invariablemente se invitará a un representante del órgano interno de control en la dependencia o entidad así como a un representante del Comité de Adquisiciones;

b). Para llevar a cabo la adjudicación correspondiente, se deberá contar con al menos una propuesta susceptible de analizarse técnicamente;

c). En las invitaciones se indicarán, como mínimo, la cantidad y descripción de los bienes o servicios requeridos, plazo y lugar de entrega, así como condiciones de pago;

d). Los plazos para la presentación de las proposiciones se fijarán para cada operación atendiendo al tipo de bienes o servicios requeridos, así como a la complejidad para elaborar la propuesta;


e). A las demás disposiciones de esta Ley que resulten aplicables.

Tratándose de las contrataciones a que se refiere la fracción XV del presente artículo, las dependencias y entidades, bajo su responsabilidad, deberán contratar adquisiciones, arrendamientos y servicios, sin sujetarse al procedimiento de licitación pública, a través de los procedimientos de invitación restringida o de adjudicación directa, de conformidad con el artículo 52 Bis, de este ordenamiento legal.

ARTÍCULO 52.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las dependencias y entidades, bajo su responsabilidad, podrán contratar adquisiciones, arrendamientos y servicios, sin sujetarse al procedimiento de licitación pública, a través de los de invitación a cuando menos tres personas o de adjudicación directa, cuando el importe de cada operación no exceda los montos máximos que al efecto se establezcan en el respectivo instrumento jurídico expedido por el Titular del Ejecutivo, siempre que las operaciones no se fraccionen para quedar comprendidas en los supuestos de excepción a la litación pública a que se refiere este artículo.

En estos casos, se invitará a personas cuyas actividades comerciales o profesionales estén relacionadas con los bienes o servicios objeto del contrato a celebrarse.

Cuando diversas áreas de las dependencias o entidades sean las que por sí mismas realicen las contrataciones, los montos a que se refiere este artículo se calcularán de acuerdo con el presupuesto que a cada una de ellas le corresponda ejercer.

La suma de las operaciones que se realicen al amparo de este artículo no podrá exceder del veinte por ciento del presupuesto de adquisiciones, arrendamientos y servicios autorizado a la dependencia o entidad en cada ejercicio presupuestal.

En casos excepcionales, el titular de la dependencia o el órgano de gobierno de la entidad, bajo su responsabilidad, podrá fijar un porcentaje mayor al indicado para las operaciones previstas en este artículo, debiéndolo hacer del conocimiento del órgano interno de control.

En el supuesto de que dos procedimientos de invitación a cuando menos tres personas hayan sido declarados desiertos, el titular del área responsable de la contratación en la dependencia o entidad podrá adjudicar directamente el contrato, debiendo informar al comité de adquisiciones, arrendamientos y servicios cuando los anteriores procedimientos hubiesen sido autorizados por el mismo.

Artículo 52 bis.- Tratándose de contrataciones para diseño y fabricación de prototipos, así como desarrollo de tecnología, se tomará en cuenta la opinión del Consejo Estatal de Ciencia y Tecnología (COECYT), quien determinará si la contratación puede considerarse dentro del inciso XV del artículo 50 Bis del presente ordenamiento legal, en cuyo caso, deberá exceptuarse la licitación pública y realizarse de la siguiente manera:

I.- En caso de no existir el producto requerido y se tenga la necesidad de diseñarlo, fabricarlo y probarlo y que para llegar a esto, se requiere de un cierto nivel de desarrollo de tecnología, previa opinión del COECYT, se realizará la contratación a través de la invitación a cuando menos tres personas.

II.- En caso de ser un desarrollo, diseño y fabricación que haya sido realizado con anterioridad, pero requiere de una nueva versión o actualización, en la cual se involucre nuevamente el desarrollo de tecnología, previa opinión del COECYT, se adjudicará directamente el contrato al proveedor que haya desarrollado, diseñado o fabricado la tecnología a actualizar.

III.- En caso de ser un desarrollo, diseño y fabricación que haya sido realizado con anterioridad, pero requiere de una nueva versión o actualización, en la cual se involucre nuevamente el desarrollo de tecnología, pero su proveedor ya no se encuentra en el mercado, no cuenta con la capacidad necesaria o no le interesa la contratación, previa opinión del COECYT se realizará la contratación a través de la invitación a cuando menos tres personas.

IV.- Cuando se trate de un proyecto que ya ha sido evaluado positivamente por el COECYT y/o CONACYT, por haber sido objeto de algún financiamiento por parte de éste, la autorización del mismo podrá operar en forma automática.


En cualquier caso, el proveedor deberá de estar registrado en el Registro Nacional de Instituciones y Empresas Científicas y Tecnológicas (RENIECIT) operado por el CONACYT Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología, y en el Padrón de Proveedores del Gobierno del Estado.

Para estos fines se establece un procedimiento especial de prórrogas de hasta un plazo igual previamente pactado el cual se describirá en el reglamento de esta ley y tendrá como fin madurar perfectamente la tecnología sin costos excesivos para los desarrolladores.

La  vigilancia de este tipo de contrataciones quedará a cargo del COECYT y los Comités de Adquisiciones.

ARTICULO 52 Ter.- El COECYT podrá en cualquier momento verificar e inspeccionar el diseño, fabricación y desarrollo de la tecnología que se ha contratado y en caso de que se acredite que el proveedor no podrá cumplir con lo estipulado, la entidad contratante podrá iniciar el procedimiento de rescisión estipulado en el presente ordenamiento jurídico.

ARTICULO 53.- La forma y términos en que las Dependencias deberán remitir a la Secretaría y a la Función Pública la información relativa a los actos y contratos materia de esta ley, serán establecidos de manera sistemática y coordinada por dichas Secretarías, en el ámbito de sus respectivas atribuciones; las Entidades, además, informarán a su coordinadora de sector en los términos de la Ley para el Control, por  parte del Gobierno del Estado, de los Organismos Descentralizados y Empresas de Participación Estatal.

. . . . . . 

ARTICULO 54.- La Secretaría, la Función Pública y las dependencias coordinadoras de sector, en el ejercicio de sus respectivas facultades, podrán verificar, en cualquier tiempo, que las adquisiciones, los arrendamientos y la contratación de servicios, se realicen conforme a lo establecido en esta ley y otras disposiciones aplicables, así como a los programas y presupuestos autorizados.

La Secretaría y la Función Pública, en ejercicio de sus respectivas facultades podrán realizar las visitas e inspecciones que estimen pertinentes a la Unidad, las Dependencias y Entidades que realicen adquisiciones, arrendamientos y contratación de servicios e igualmente podrán solicitar de los servidores públicos y de los proveedores y contratistas que participen en ellas, todos los datos e informes relacionados con los actos de que se trata.

ARTICULO 55.- La comprobación de la calidad de las especificaciones de los bienes, muebles y servicios se hará en los laboratorios acreditados que determine la Secretaria de la Función Pública y que podrán ser aquellos con los que cuente la unidad, la dependencia, o entidad adquiriente o cualquier tercero con la capacidad necesaria para practicar la comprobación a que se refiere este artículo.
​

. . . . . . 

. . . . . . 

Todo bien, mueble y servicio que este sujeto al cumplimiento de las normas oficiales mexicanas y que se pretenda su contratación, adquisición y arrendamiento deberá cumplir con ellas, en caso contrario, no podrá realizarse la contratación respectiva.

ARTICULO 56.​

. . . . .  .
En los casos en que la adquirente no aplique las sanciones previstas en este artículo en un término de treinta días naturales contados a partir de que tenga conocimiento de la infracción, la Función Pública podrá aplicar la sanción que corresponda al proveedor, sin perjuicio de la responsabilidad en que incurran los servidores públicos, conforme al ordenamiento aplicable en la materia.

ARTICULO 63.- La Función Pública podrá convenir, en cualquier tiempo, el reconocimiento de adeudo del proveedor, el cual se considerará crédito fiscal para todos los efectos legales

ARTICULO 64.- Los acuerdos y resoluciones que dicten las autoridades por los que se desahogue el procedimiento para imponer sanciones administrativas a los proveedores y multa a los servidores públicos, conforme a esta ley, podrán ser impugnadas por los afectados, mediante el recurso de revisión, del que conocerá la Función Pública, y de revocación, del que conocerá el propio resolutor, que tendrán como finalidad la de garantizar la legalidad y por objeto confirmar, modificar el acuerdo o resolución combatida, que se interpondrán conforme a las siguientes reglas:

I.-

. . . . . . 

II.- El recurso de revocación procede respecto de las resoluciones que impongan sanciones administrativas pronunciadas por la Función Pública;

III.- El recurso de revocación procede respecto de los acuerdos pronunciados por la Función Pública, por las Dependencias y Entidades en el seguimiento del procedimiento de responsabilidad a que se refiere esta ley; y

IV.- Procede la revocación respecto de las resoluciones pronunciadas por la Función Pública en que se resuelva la inconformidad.

. . . . . . 

ARTICULO 66.- Las resoluciones y actos que contravengan las disposiciones que rigen la materia de esta ley serán impugnables a través del recurso de inconformidad del que conocerá la Función Pública, que será promovido por el interesado dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que éste ocurra o al en que haya sido notificado o haya tenido conocimiento.

. . . . . . 
Al escrito de inconformidad podrá acompañarse, en su caso, la manifestación aludida en el párrafo anterior, la cual será valorada por la Función Pública durante el período de investigación.

Transcurridos los plazos establecidos en este artículo sin que se haya promovido la inconformidad precluye el derecho para su interposición, sin perjuicio de que la Función Pública pueda actuar en cualquier tiempo en términos de ley.

ARTICULO 67.- La Función Pública, de oficio o en atención a las inconformidades a que se refiere el artículo anterior, realizará las investigaciones correspondientes dentro de un plazo que no excederá de cuarenta y cinco días naturales contados a partir de la fecha en que se inicie, y resolverá lo conducente.

La Unidad, las Dependencias y Entidades proporcionarán a la Función Pública la información requerida para sus investigaciones, dentro de un término de siete días naturales, contados a partir de la recepción de la respectiva solicitud.

. . . . . . 

ARTICULO 68.- La resolución que emita la Función Pública, sin perjuicio de la responsabilidad que  proceda respecto de los servidores públicos que hayan intervenido, tendrá por consecuencia:

. . . . . . 
TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, a 20 de Febrero de 2007. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se autorice al Municipio de Saltillo a contratar un crédito por la cantidad de $ 215,000,000.00 (DOSCIENTOS QUINCE MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, para financiar obras públicas municipales, remodelación del Centro Histórico de Saltillo, así como para la construcción del nuevo edificio que albergará a la Presidencia Municipal.

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 07 de febrero de 2007, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se autorice al Municipio de Saltillo a contratar un crédito por la cantidad de $ 215,000,000.00 (DOSCIENTOS QUINCE MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes. De la cantidad señalada como importe del crédito cuya contratación se autoriza, $180,000,000.00 (CIENTO OCHENTA MILLONES DE PESOS, 00/100 M.N.) se contratarán a un plazo de 36 meses y la cantidad de           $ 35,000,000.00 (TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS 00/100 M.N) se contratará a un plazo de 15 años.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Compromiso prioritario de las Administraciones públicas estatal y municipales, es el proporcionar a la ciudadanía coahuilense obras e infraestructura a través de las cuales se sienten las bases para mejorar su calidad de vida, así como responder y hacer frente a las exigencias que implica el constante progreso dentro del ámbito municipal. 

SEGUNDO. Así, corresponde a los municipios atender, en los términos previstos por los artículos 115, fracción III de la Constitución General de la República, 158-U, fracciones III y IV de la Constitución Local y 102, fracciones III y IV del Código Municipal para el Estado de Coahuila, en lo referente a obra pública, infraestructura, equipamiento y servicios públicos.

TERCERO. En ese contexto, en el Municipio de Saltillo, Coahuila, se pretende mantener y construir obras de infraestructura vial, proteger y conservar el Centro Histórico de la ciudad, así como la construcción de un nuevo, moderno y funcional edificio de la Presidencia Municipal, ofreciendo así a los ciudadanos espacios dignos de infraestructura y que el municipio cuente con elementos suficientes para alcanzar las metas y objetivos en cuanto a atender las necesidades de la población de Saltillo.

CUARTO. En sesión celebrada el día 09 de octubre de 2006, el Cabildo del Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila, acordó aprobar la contratación de un crédito por la cantidad de $215,000,000.00. Para tal propósito y en los términos de las disposiciones aplicables, el citado Ayuntamiento gestionó ante la Comisión Técnica de Financiamiento, prevista en la Ley de Deuda Pública del Estado, la opinión que, conforme a los lineamientos señalados en ese ordenamiento, le corresponde emitir. Esa Comisión emitió, con fecha 18 de Diciembre de 2006, opinión favorable para que el Municipio de Saltillo, Coahuila, celebre un convenio para la contratación de un crédito por la cantidad aprobada por dicho Cabildo, más intereses y accesorios financieros correspondientes con la Institución Financiera que ofrezca las mejores condiciones, con la participación del Gobierno del Estado en su carácter de aval y/o deudor solidario, otorgando como garantía las participaciones federales de dicho municipio y del Estado.

QUINTO. Por lo anterior y dada la importancia y trascendencia de que el Municipio de Saltillo, Coahuila, se encuentre en posibilidad de contar con los recursos financieros suficientes para llevar a cabo los proyectos de obra pública que se contemplan, el Ejecutivo a mi cargo estima plenamente justificado que el Gobierno Estatal se constituya en aval y/o deudor solidario de ese Ayuntamiento y afecte, en su caso, con tal objeto, las participaciones federales presentes y futuras que le correspondan, respecto de las obligaciones derivadas del pago del crédito referido.

SEXTO. Además, para que el Municipio de Saltillo, Coahuila pueda celebrar ese convenio, así como para afectar sus ingresos en garantía del cumplimiento de las obligaciones que del mismo se deriven y para que el Gobierno del Estado se constituya en aval y/o deudor solidario del mismo, es necesaria la autorización de esa H. Legislatura Estatal, por lo que, a solicitud del citado Ayuntamiento, me permito someter para su estudio, resolución y, en su caso, aprobación de ese honorable congreso, el siguiente:

PROYECTO DE D E C R E T O

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila, para que contrate con la institución financiera que le ofrezca las mejores condiciones crediticias, un crédito hasta por la cantidad de $ 215,000,000.00 (DOSCIENTOS QUINCE MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes. De la cantidad señalada como importe del crédito cuya contratación se autoriza, $180,000,000.00 (CIENTO OCHENTA MILLONES DE PESOS, 00/100 M.N.) se contratarán a un plazo de 36 meses y la cantidad de $ 35,000,000.00 (TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS 00/100 M.N) se contratará a un plazo de 15 años.

ARTÍCULO SEGUNDO. El monto del crédito que se contrate con base en la presente autorización, deberá destinarse para financiar obras públicas municipales, remodelación del Centro Histórico de Saltillo, así como para la construcción del nuevo edificio que albergará a la Presidencia Municipal.

ARTÍCULO TERCERO. Se autoriza al Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila, para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones a su cargo, derivadas de la contratación del crédito que se autoriza en el presente decreto, afecte a favor de la institución de crédito correspondiente, las participaciones presentes o futuras que le correspondan de acuerdo a lo establecido por la fracción IV, inciso b), del Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin perjuicio de afectaciones anteriores. 

Esta garantía deberá inscribirse, para los efectos que correspondan, en el Registro de Obligaciones y Empréstitos que, conforme al Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal, lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como en el Registro Único de Deuda Pública a cargo de la Secretaría de Finanzas del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. Se autoriza al Presidente Municipal de Saltillo, Coahuila, así como al Síndico, al Secretario y al Tesorero de ese ayuntamiento para que concurran a la suscripción del contrato de crédito señalado en este decreto y pacten las condiciones que estimen más convenientes para el Municipio de Saltillo, Coahuila.

ARTÍCULO QUINTO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que por su conducto, el Gobierno del Estado se constituya en aval y/o deudor solidario del Municipio de Saltillo, Coahuila, en la contratación del crédito que hasta por la cantidad $ 215,000,000.00 (DOSCIENTOS QUINCE MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes. De la cantidad señalada como importe del crédito cuya contratación se autoriza, $180,000,000.00 (CIENTO OCHENTA MILLONES DE PESOS, 00/100 M.N.) se contratarán a un plazo de 36 meses y la cantidad de $ 35,000,000.00 (TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS 00/100 M.N) se contratará a un plazo de 15 años, contrate con la institución de crédito que ofrezca las mejores condiciones al referido municipio.

En virtud de lo dispuesto en el párrafo anterior, se autoriza al Ejecutivo del Estado para que concurra, por conducto de la Secretaría de Finanzas, a la suscripción del convenio que celebre el Municipio de Saltillo, Coahuila, con la institución crediticia que corresponda y pacte las condiciones que estime más convenientes.

ARTÍCULO SEXTO. Se autoriza, así mismo, al Ejecutivo del Estado para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones que contraiga el Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila, derivadas del crédito a que se refiere el Artículo Primero de este decreto, afecte en favor de la institución de crédito que ofrezca las mejores condiciones al municipio, las participaciones presentes o futuras que en ingresos federales le correspondan al Estado. Esta garantía deberá inscribirse en el Registro de las Obligaciones y Empréstitos que conforme al Reglamento del Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como en el Registro Estatal en que deba constar la afectación.

ARTÍCULO SÉPTIMO. De conformidad con lo establecido por el Artículo 20 de la Ley de Deuda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, el Municipio de Saltillo, Coahuila, deberá asegurarse de que las obras públicas a financiar con los recursos que se deriven del crédito que se autoriza contratar en este decreto, sean factibles técnicamente, a efecto de que recaude los ingresos municipales suficientes para amortizar el crédito contratado, de modo que no se pongan en riesgo las participaciones federales que correspondan al Estado, ni la operación normal del municipio.

ARTÍCULO OCTAVO. En caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo del Municipio de Saltillo, Coahuila, se autoriza que el Gobierno del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas, lleve a cabo los descuentos que correspondan a los ingresos destinados a dicho municipio conforme a las partidas presupuestales respectivas, con el propósito de que sean cubiertas sus obligaciones.

ARTÍCULO NOVENO. El Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila, deberá garantizar suficientemente al Gobierno del Estado el cumplimiento de las obligaciones contraídas a fin de cubrir el riesgo avalado, así como las condiciones a que se refiere el artículo 27 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila.

T R A N S I T O R I O 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se autorice al Municipio de Torreón a contratar un crédito por la cantidad de $ 274,821,364.00 (DOSCIENTOS SETENTA Y CUATRO MILLONES, OCHOCIENTOS VEINTIÚN MIL, TRESCIENTOS SESENTA Y CUATRO PESOS, 00/100 M.N.), se contratarán a un plazo de 36 meses, con objeto de financiamiento de obra pública del Comité Técnico del Impuesto Sobre Nóminas.

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 07 de febrero de 2007, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se autorice al Municipio de Torreón a contratar un crédito por la cantidad de $ 274,821,364.00 (DOSCIENTOS SETENTA Y CUATRO MILLONES, OCHOCIENTOS VEINTIÚN MIL, TRESCIENTOS SESENTA Y CUATRO PESOS, 00/100 M.N.), se contratarán a un plazo de 36 meses.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Compromiso prioritario de las Administraciones públicas estatal y municipales, es el proporcionar a la ciudadanía coahuilense obras e infraestructura a través de las cuales se sienten las bases para mejorar su calidad de vida, así como responder y hacer frente a las exigencias que implica el constante progreso dentro del ámbito municipal. 

SEGUNDO. Así, corresponde a los municipios atender, en los términos previstos por los artículos 115, fracción III de la Constitución General de la República, 158-U, fracciones III y IV de la Constitución Local y 102, fracciones III y IV del Código Municipal para el Estado de Coahuila, en lo referente a obra pública e infraestructura.

TERCERO. En ese contexto, en el Municipio de Torreón, Coahuila, se pretende mantener las obras de vialidad en condiciones adecuadas para su uso, ofrecer a los ciudadanos espacios dignos de infraestructura y que el municipio cuente con los recursos económicos suficientes para alcanzar las metas y objetivos en cuanto a atender las necesidades de obra pública de la población de Torreón.

CUARTO. En sesión celebrada el día 15 de Diciembre de 2006, el Cabildo del Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, acordó la celebración del Convenio Marco a fin de establecer los compromisos para promover el desarrollo urbano, mediante la ejecución de obras que se autoricen en el marco del Comité Técnico del Impuesto Sobre Nóminas de dicho municipio. Para tal propósito y en los términos de las disposiciones aplicables, el citado Ayuntamiento gestionó ante la Comisión Técnica de Financiamiento, prevista en la Ley de Deuda Pública del Estado, la opinión que, conforme a los lineamientos señalados en ese ordenamiento, le corresponde emitir. Esa Comisión emitió, con fecha 18 de Diciembre de 2006, opinión favorable para que el Municipio de Torreón, Coahuila, celebre un convenio para la contratación de un crédito por la cantidad de $274,821,364.00, más intereses y accesorios financieros correspondientes con la Institución Financiera que ofrezca las mejores condiciones, con la participación del Gobierno del Estado en su carácter de aval y/o deudor solidario, otorgando como garantía las participaciones federales de dicho municipio y del Estado.

QUINTO. Por lo anterior y dada la importancia y trascendencia de que el Municipio de Torreón, Coahuila, se encuentre en posibilidad de contar con los recursos financieros suficientes para llevar a cabo los proyectos de obra pública que se contemplan, el Ejecutivo a mi cargo estima plenamente justificado que el Gobierno Estatal se constituya en aval y/o deudor solidario de ese Ayuntamiento y afecte, en su caso, con tal objeto, las participaciones federales presentes y futuras que le correspondan, respecto de las obligaciones derivadas del pago del crédito referido.

SEXTO. Además, para que el Municipio de Torreón, Coahuila pueda celebrar ese convenio, así como para afectar sus ingresos en garantía del cumplimiento de las obligaciones que del mismo se deriven y para que el Gobierno del Estado se constituya en aval y/o deudor solidario del mismo, es necesaria la autorización de esa H. Legislatura Estatal, por lo que, a solicitud del citado Ayuntamiento, me permito someter para su estudio, resolución y, en su caso, aprobación de ese honorable congreso, el siguiente:
PROYECTO DE D E C R E T O

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, para que contrate con la institución financiera que le ofrezca las mejores condiciones crediticias, un crédito hasta por la cantidad de $274,821,364.00 (DOSCIENTOS SETENTA Y CUATRO MILLONES, OCHOCIENTOS VEINTIÚN MIL, TRESCIENTOS SESENTA Y CUATRO PESOS, 00/100 M.N.), más intereses y accesorios financieros correspondientes, se contratarán a un plazo de 36 meses

ARTÍCULO SEGUNDO. El monto del crédito que se contrate con base en la presente autorización, deberá destinarse para financiamiento de obra pública del Comité Técnico del Impuesto Sobre Nóminas.

ARTÍCULO TERCERO. Se autoriza al Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones a su cargo, derivadas de la contratación del crédito que se autoriza en el presente decreto, afecte a favor de la institución de crédito correspondiente, las participaciones presentes o futuras que le correspondan de acuerdo a lo establecido por la fracción IV, inciso b), del Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin perjuicio de afectaciones anteriores. 

Esta garantía deberá inscribirse, para los efectos que correspondan, en el Registro de Obligaciones y Empréstitos que, conforme al Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal, lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como en el Registro Único de Deuda Pública a cargo de la Secretaría de Finanzas del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. Se autoriza al Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, así como al Síndico, al Secretario y al Tesorero de ese ayuntamiento para que concurran a la suscripción del contrato de crédito señalado en este decreto y pacten las condiciones que estimen más convenientes para el Municipio de Torreón, Coahuila.
ARTÍCULO QUINTO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que por su conducto, el Gobierno del Estado se constituya en aval y/o deudor solidario del Municipio de Torreón, Coahuila, en la contratación del crédito que hasta por la cantidad de $274,821,364.00 (DOSCIENTOS SETENTA Y CUATRO MILLONES, OCHOCIENTOS VEINTIÚN MIL, TRESCIENTOS SESENTA Y CUATRO PESOS, 00/100 M.N.) se contratarán a un plazo de 36 meses, más intereses y accesorios financieros correspondientes, contrate con la institución de crédito que ofrezca las mejores condiciones al referido municipio.

En virtud de lo dispuesto en el párrafo anterior, se autoriza al Ejecutivo del Estado para que concurra, por conducto de la Secretaría de Finanzas, a la suscripción del convenio que celebre el Municipio de Torreón, Coahuila, con la institución crediticia que corresponda y pacte las condiciones que estime más convenientes.

ARTÍCULO SEXTO. Se autoriza, así mismo, al Ejecutivo del Estado para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones que contraiga el Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, derivadas del crédito a que se refiere el Artículo Primero de este decreto, afecte en favor de la institución de crédito que ofrezca las mejores condiciones al municipio, las participaciones presentes o futuras que en ingresos federales le correspondan al Estado. Esta garantía deberá inscribirse en el Registro de las Obligaciones y Empréstitos que conforme al Reglamento del Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como en el Registro Estatal en que deba constar la afectación.

ARTÍCULO SÉPTIMO. De conformidad con lo establecido por el Artículo 20 de la Ley de Deuda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, el Municipio de Torreón, Coahuila, deberá asegurarse de que las obras públicas a financiar con los recursos que se deriven del crédito que se autoriza contratar en este decreto, sean factibles técnicamente, a efecto de que recaude los ingresos municipales suficientes para amortizar el crédito contratado, de modo que no se pongan en riesgo las participaciones federales que correspondan al Estado, ni la operación normal del municipio.

ARTÍCULO OCTAVO. En caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo del Municipio de Torreón, Coahuila, se autoriza que el Gobierno del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas, lleve a cabo los descuentos que correspondan a los ingresos destinados a dicho municipio conforme a las partidas presupuestales respectivas, con el propósito de que sean cubiertas sus obligaciones.

ARTÍCULO NOVENO. El Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, deberá garantizar suficientemente al Gobierno del Estado el cumplimiento de las obligaciones contraídas a fin de cubrir el riesgo avalado, así como las condiciones a que se refiere el artículo 27 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila.

T R A N S I T O R I O 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SALA de Comisiones “Luis Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, a 12 de Febrero de 2007. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se autorice al Municipio de Ramos Arizpe a contratar un crédito por la cantidad de $ 160,000,000.00 (CIENTO SESENTA MILLONES DE PESOS 00/100 M.N), se contratarán a un plazo de 36 meses, con objeto de financiar obras públicas del Comité Técnico del Impuesto Sobre Nóminas, Proyectos Multianuales.

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 07 de febrero de 2007, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se autorice al Municipio de Ramos Arizpe a contratar un crédito por la cantidad de $ 160,000,000.00 (CIENTO SESENTA MILLONES DE PESOS 00/100 M.N), se contratarán a un plazo de 36 meses.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Compromiso prioritario de las Administraciones públicas estatal y municipales, es el proporcionar a la ciudadanía coahuilense obras e infraestructura a través de las cuales se sienten las bases para mejorar su calidad de vida, así como responder y hacer frente a las exigencias que implica el constante progreso dentro del ámbito municipal. 

SEGUNDO. Así, corresponde a los municipios atender, en los términos previstos por los artículos 115, fracción III de la Constitución General de la República, 158-U, fracciones III y IV de la Constitución Local y 102, fracciones III y IV del Código Municipal para el Estado de Coahuila, en lo referente a obra pública, infraestructura, equipamiento y servicios públicos.

TERCERO. En ese contexto, en el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, se pretende mantener las obras de vialidad en condiciones adecuadas para su uso, ofrecer a los ciudadanos espacios dignos de infraestructura y que el municipio cuente con los recursos económicos suficientes para alcanzar las metas y objetivos en cuanto a atender las necesidades de obra pública de la población de Ramos Arizpe.

CUARTO. En sesión celebrada el día 30 de marzo de 2006, el Cabildo del Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila, acordó aprobar la contratación de una línea de crédito por la cantidad de $160,000,000.00. Para tal propósito y en los términos de las disposiciones aplicables, el citado Ayuntamiento gestionó ante la Comisión Técnica de Financiamiento, prevista en la Ley de Deuda Pública del Estado, la opinión que, conforme a los lineamientos señalados en ese ordenamiento, le corresponde emitir. Esa Comisión emitió, con fecha 18 de Diciembre de 2006, opinión favorable para que el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, celebre un convenio para la contratación de un crédito por la cantidad aprobada por dicho Cabildo, más intereses y accesorios financieros correspondientes con la Institución Financiera que ofrezca las mejores condiciones, con la participación del Gobierno del Estado en su carácter de aval y/o deudor solidario, otorgando como garantía las participaciones federales de dicho municipio y del Estado.

QUINTO. Por lo anterior y dada la importancia y trascendencia de que el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, se encuentre en posibilidad de contar con los recursos financieros suficientes para llevar a cabo los proyectos de obra pública que se contemplan, el Ejecutivo a mi cargo estima plenamente justificado que el Gobierno Estatal se constituya en aval y/o deudor solidario de ese Ayuntamiento y afecte, en su caso, con tal objeto, las participaciones federales presentes y futuras que le correspondan, respecto de las obligaciones derivadas del pago del crédito referido.

SEXTO. Además, para que el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila pueda celebrar ese convenio, así como para afectar sus ingresos en garantía del cumplimiento de las obligaciones que del mismo se deriven y para que el Gobierno del Estado se constituya en aval y/o deudor solidario del mismo, es necesaria la autorización de esa H. Legislatura Estatal, por lo que, a solicitud del citado Ayuntamiento, me permito someter para su estudio, resolución y, en su caso, aprobación de ese honorable congreso, el siguiente:

PROYECTO DE D E C R E T O

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila, para que contrate con la institución financiera que le ofrezca las mejores condiciones crediticias, un crédito hasta por la cantidad de $160,000,000.00 (CIENTO SESENTA MILLONES DE PESOS, 00/100 M.N.),  más intereses y accesorios financieros correspondientes, se contratarán a un plazo de 36 meses.
ARTÍCULO SEGUNDO. El monto del crédito que se contrate con base en la presente autorización, deberá destinarse para financiar obras públicas del Comité Técnico del Impuesto Sobre Nóminas, Proyectos Multianuales.

ARTÍCULO TERCERO. Se autoriza al Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila, para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones a su cargo, derivadas de la contratación del crédito que se autoriza en el presente decreto, afecte a favor de la institución de crédito correspondiente, las participaciones presentes o futuras que le correspondan de acuerdo a lo establecido por la fracción IV, inciso b), del Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin perjuicio de afectaciones anteriores. 

Esta garantía deberá inscribirse, para los efectos que correspondan, en el Registro de Obligaciones y Empréstitos que, conforme al Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal, lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como en el Registro Único de Deuda Pública a cargo de la Secretaría de Finanzas del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. Se autoriza al Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, así como al Síndico, al Secretario y al Tesorero de ese ayuntamiento para que concurran a la suscripción del contrato de crédito señalado en este decreto y pacten las condiciones que estimen más convenientes para el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila.

ARTÍCULO QUINTO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que por su conducto, el Gobierno del Estado se constituya en aval y/o deudor solidario del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, en la contratación del crédito que hasta por la cantidad de $160,000,000.00 (CIENTO SESENTA MILLONES DE PESOS, 00/100 M.N.) se contratarán a un plazo de 36 meses, más intereses y accesorios financieros correspondientes, contrate con la institución de crédito que ofrezca las mejores condiciones al referido municipio.

En virtud de lo dispuesto en el párrafo anterior, se autoriza al Ejecutivo del Estado para que concurra, por conducto de la Secretaría de Finanzas, a la suscripción del convenio que celebre el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, con la institución crediticia que corresponda y pacte las condiciones que estime más convenientes.

ARTÍCULO SEXTO. Se autoriza, así mismo, al Ejecutivo del Estado para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones que contraiga el Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila, derivadas del crédito a que se refiere el Artículo Primero de este decreto, afecte en favor de la institución de crédito que ofrezca las mejores condiciones al municipio, las participaciones presentes o futuras que en ingresos federales le correspondan al Estado. Esta garantía deberá inscribirse en el Registro de las Obligaciones y Empréstitos que conforme al Reglamento del Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como en el Registro Estatal en que deba constar la afectación.

ARTÍCULO SÉPTIMO. De conformidad con lo establecido por el Artículo 20 de la Ley de Deuda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, el Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, deberá asegurarse de que las obras públicas a financiar con los recursos que se deriven del crédito que se autoriza contratar en este decreto, sean factibles técnicamente, a efecto de que recaude los ingresos municipales suficientes para amortizar el crédito contratado, de modo que no se pongan en riesgo las participaciones federales que correspondan al Estado, ni la operación normal del municipio.

ARTÍCULO OCTAVO. En caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo del Municipio de Ramos Arizpe, Coahuila, se autoriza que el Gobierno del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas, lleve a cabo los descuentos que correspondan a los ingresos destinados a dicho municipio conforme a las partidas presupuestales respectivas, con el propósito de que sean cubiertas sus obligaciones.

ARTÍCULO NOVENO. El Ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila, deberá garantizar suficientemente al Gobierno del Estado el cumplimiento de las obligaciones contraídas a fin de cubrir el riesgo avalado, así como las condiciones a que se refiere el artículo 27 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila.

T R A N S I T O R I O 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SALA de Comisiones “Luis Donaldo Colosio” del Congreso del Estado, a 12 de Febrero de 2007. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se autorice al Municipio de Acuña a contratar un crédito por la cantidad de $ 89,511,756.00 (OCHENTA Y NUEVE MILLONES, QUINIENTOS ONCE MIL, SETESCIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS 00/100 M.N.,se contratarán a un plazo de 36 meses.
RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 07 de febrero de 2007, se dio cuenta de la Iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado de Coahuila, para que se autorice al Municipio de Acuña a contratar un crédito por la cantidad de $ 89,511,756.00 (OCHENTA Y NUEVE MILLONES, QUINIENTOS ONCE MIL, SETESCIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS 00/100 M.N. ,se contratarán a un plazo de 36 meses.
SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Compromiso prioritario de las Administraciones públicas estatal y municipales, es el proporcionar a la ciudadanía coahuilense obras e infraestructura a través de las cuales se sienten las bases para mejorar su calidad de vida, así como responder y hacer frente a las exigencias que implica el constante progreso dentro del ámbito municipal. 

SEGUNDO. Así, corresponde a los municipios atender, en los términos previstos por los artículos 115, fracción III de la Constitución General de la República, 158-U, fracciones III y IV de la Constitución Local y 102, fracciones III y IV del Código Municipal para el Estado de Coahuila, lo referente a obra pública, infraestructura, equipamiento y servicios públicos.

TERCERO. En ese contexto, en el Municipio de Acuña, Coahuila, se pretende mantener las obras de vialidad en condiciones adecuadas para su uso, ofrecer a los ciudadanos espacios dignos de infraestructura y que el municipio cuente con los recursos económicos suficientes para alcanzar las metas y objetivos en cuanto a atender las necesidades de obra pública de la población de Acuña.

CUARTO. En sesión celebrada el día 23 de octubre de 2006, el Cabildo del Ayuntamiento de Acuña, Coahuila, acordó aprobar la contratación de una línea de crédito por la cantidad de $89, 511,756.00. Para tal propósito y en los términos de las disposiciones aplicables, el citado Ayuntamiento gestionó ante la Comisión Técnica de Financiamiento, prevista en la Ley de Deuda Pública del Estado, la opinión que, conforme a los lineamientos señalados en ese ordenamiento, le corresponde emitir. Esa Comisión emitió, con fecha 18 de Diciembre de 2006, opinión favorable para que el Municipio de Acuña, Coahuila, celebre un convenio para la contratación de un crédito por la cantidad aprobada por dicho Cabildo, más intereses y accesorios financieros correspondientes con la Institución Financiera que ofrezca las mejores condiciones, con la participación del Gobierno del Estado en su carácter de aval y/o deudor solidario, otorgando como garantía las participaciones federales de dicho municipio y del Estado.

QUINTO. Por lo anterior y dada la importancia y trascendencia de que el Municipio de Acuña, Coahuila, se encuentre en posibilidad de contar con los recursos financieros suficientes para llevar a cabo los proyectos de obra pública que se contemplan, el Ejecutivo a mi cargo estima plenamente justificado que el Gobierno Estatal se constituya en aval y/o deudor solidario de ese Ayuntamiento y afecte, en su caso, con tal objeto, las participaciones federales presentes y futuras que le correspondan, respecto de las obligaciones derivadas del pago del crédito referido.

SEXTO. Además, para que el Municipio de Acuña, Coahuila pueda celebrar ese convenio, así como para afectar sus ingresos en garantía del cumplimiento de las obligaciones que del mismo se deriven y para que el Gobierno del Estado se constituya en aval y/o deudor solidario del mismo, es necesaria la autorización de esa H. Legislatura Estatal, por lo que, a solicitud del citado Ayuntamiento, me permito someter para su estudio, resolución y, en su caso, aprobación de ese honorable congreso, el siguiente:

PROYECTO DE D E C R E T O

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ayuntamiento de Acuña, Coahuila, para que contrate con la institución financiera que le ofrezca las mejores condiciones crediticias, un crédito hasta por la cantidad de $89,511,756.00 (OCHENTA Y NUEVE MILLONES, QUINIENTOS ONCE MIL, SETESCIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS 00/100 M.N.), se contratarán a un plazo de 36 meses, más intereses y accesorios financieros correspondientes.

ARTÍCULO SEGUNDO. El monto del crédito que se contrate con base en la presente autorización, deberá destinarse para financiar obras públicas municipales.

ARTÍCULO TERCERO. Se autoriza al Ayuntamiento de Acuña, Coahuila, para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones a su cargo, derivadas de la contratación del crédito que se autoriza en el presente decreto, afecte a favor de la institución de crédito correspondiente, las participaciones presentes o futuras que le correspondan de acuerdo a lo establecido por la fracción IV, inciso b), del Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sin perjuicio de afectaciones anteriores. 

Esta garantía deberá inscribirse, para los efectos que correspondan, en el Registro de Obligaciones y Empréstitos que, conforme al Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal, lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como en el Registro Único de Deuda Pública a cargo de la Secretaría de Finanzas del Estado.

ARTÍCULO CUARTO. Se autoriza al Presidente Municipal de Acuña, Coahuila, así como al Síndico, al Secretario y al Tesorero de ese ayuntamiento para que concurran a la suscripción del contrato de crédito señalado en este decreto y pacten las condiciones que estimen más convenientes para el Municipio de Acuña, Coahuila.

ARTÍCULO QUINTO. Se autoriza al Ejecutivo del Estado para que por su conducto, el Gobierno del Estado se constituya en aval y/o deudor solidario del Municipio de Acuña, Coahuila, en la contratación del crédito que hasta por la cantidad de $89,511,756.00 (OCHENTA Y NUEVE MILLONES, QUINIENTOS ONCE MIL, SETESCIENTOS CINCUENTA Y SEIS PESOS 00/100 M.N.) se contratarán a un plazo de 36 meses, más intereses y accesorios financieros correspondientes, contrate con la institución de crédito que ofrezca las mejores condiciones al referido municipio.

En virtud de lo dispuesto en el párrafo anterior, se autoriza al Ejecutivo del Estado para que concurra, por conducto de la Secretaría de Finanzas, a la suscripción del convenio que celebre el Municipio de Acuña, Coahuila, con la institución crediticia que corresponda y pacte las condiciones que estime más convenientes.

ARTÍCULO SEXTO. Se autoriza, así mismo, al Ejecutivo del Estado para que en garantía del cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones que contraiga el Ayuntamiento de Acuña, Coahuila, derivadas del crédito a que se refiere el Artículo Primero de este decreto, afecte en favor de la institución de crédito que ofrezca las mejores condiciones al municipio, las participaciones presentes o futuras que en ingresos federales le correspondan al Estado. Esta garantía deberá inscribirse en el Registro de las Obligaciones y Empréstitos que conforme al Reglamento del Artículo Noveno de la Ley de Coordinación Fiscal lleva la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, así como en el Registro Estatal en que deba constar la afectación.

ARTÍCULO SÉPTIMO. De conformidad con lo establecido por el Artículo 20 de la Ley de Deuda Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza, el Municipio de Acuña, Coahuila, deberá asegurarse de que las obras públicas a financiar con los recursos que se deriven del crédito que se autoriza contratar en este decreto, sean factibles técnicamente, a efecto de que recaude los ingresos municipales suficientes para amortizar el crédito contratado, de modo que no se pongan en riesgo las participaciones federales que correspondan al Estado, ni la operación normal del municipio.

ARTÍCULO OCTAVO. En caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo del Municipio de Acuña, Coahuila, se autoriza que el Gobierno del Estado, a través de la Secretaría de Finanzas, lleve a cabo los descuentos que correspondan a los ingresos destinados a dicho municipio conforme a las partidas presupuestales respectivas, con el propósito de que sean cubiertas sus obligaciones.

ARTÍCULO NOVENO. El Ayuntamiento de Acuña, Coahuila, deberá garantizar suficientemente al Gobierno del Estado el cumplimiento de las obligaciones contraídas a fin de cubrir el riesgo avalado, así como las condiciones a que se refiere el artículo 27 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Coahuila.

T R A N S I T O R I O 
PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 12 de febrero de 2007.
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Ciudad Acuña, Coahuila, mediante el cual solicita la reforma a la Ley de Ingresos de este municipio para el ejercicio fiscal 2007, el cual fue Publicada con Decreto número 181 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de Diciembre de 2006.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que este Congreso del Estado recibió oficio del Secretario del Ayuntamiento del Municipio de Ciudad Acuña, Coahuila, mediante el cual solicita la reforma a la Ley de Ingresos de este municipio para el ejercicio fiscal 2007, el cual fue Publicada con Decreto número 181 en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de Diciembre de 2006.

SEGUNDO.  Por acuerdo del  Presidente de la Mesa Directiva de la Permanente del Congreso, se turnó el expediente a esta Comisión para estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Que como antecedente del expediente en estudio, cabe señalar que el municipio de Ciudad Acuña, señala que por error involuntario mecanográfico solicitan a este H. Congreso del Estado la reforma al artículo 17 fracciones XIII, XV y artículo 31 fracción I de la Ley de Ingresos de dicho Municipio la cual con Decreto 181, fue publicada en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de diciembre de 2006.

SEGUNDO. Que para tal efecto acompañó a la Iniciativa la documentación necesaria, por lo que realizado el análisis correspondiente, se autorizó lo anterior mediante Decreto número 181, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de diciembre de 2006.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los Artículo 17  fracciones XIII y XV, Artículo 31 fracción I, de la Ley de Ingresos del Municipio de Ciudad Acuña, Coahuila, la cual se publicó con Decreto 181, en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha 29 de diciembre de 2006.

Artículo 17, 

I.- …..

II.- …..

III.- ….

IV.- ….

V.- ….

VI.- ….

VII.- ….

VIII.- ….

IX.- …..

X.- ….

XI.- ….

XII.- …..

XIII.- Autorización de uso de suelo.

1.- Industrial

$ 2,461.00.

2.- Comercial
$    952.40.

XIV……..

XV.- Autorización para la colocación, instalación y uso de anuncios, así como el refrendo anual:

1.- ……

2.- De paleta o bandera con poste o instalado en un muro:

         Instalación
   Refrendo Anual.

a).- Chico hasta 6m2


$    417.00

$   84.00

b).- Grande de más de 6m2

$ 1,665.00

$ 417.00.

c).- Por la adición de sistema 

electrónico de anuncios.


$   417.00

$   84.00.

3.- Anuncios y publicidad pintada o adosada en bardas, marquesinas o mensula, instalación o pago de refrendo anual $ 80.00 m2.

4.- ….

5.-….

XVI.-….

XVII.-….

ARTÍCULO 31.- Son objeto de este derecho, la ocupación temporal de la superficie limitada bajo el control del municipio, para el estacionamiento de vehículos.

Las cuotas correspondientes por ocupación de la Vía Pública serán las siguientes:

I.- En los parquímetros instalados se pagará $ 1.00 por cada 20 minutos.

II.-….

III.-…

IV.-…

V.-…

TRANSITORIO

ARTÍCULO PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan a lo establecido en este decreto.

ARTÍCULO TERCERO.- Publique el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.
SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, 12 de febrero de 2007.
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D I C T A M E N  de la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, con relación a un Acuerdo aprobado por la Junta de Gobierno, con relación a la renuncia del Contador Mayor de Hacienda; y,

R E S U L T A N D O :

PRIMERO.- Que con fecha 19 de febrero del presente año, el C.P. Ricardo S. Álvarez García presentó un escrito en la Oficialía Mayor de esta Soberanía, mediante el cual manifiesta su renuncia con carácter de irrevocable al cargo de Contador Mayor de Hacienda de este Congreso del Estado.

SEGUNDO.- Que en la Octava Sesión de la Diputación Permanente, correspondiente al Primer Periodo de Receso del Segundo Año de Ejercicio de la LVII Legislatura,  celebrada el 20 de febrero del año en curso, fue dada a conocer la renuncia señalada en el punto que antecede; en tal virtud, la Presidenta de la Mesa Directiva dispuso se procediera conforme a la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda y se comunicara a la Junta de Gobierno para que procediera conforme a lo que establece la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

TERCERO.- En cumplimiento a lo anterior, el día 21 de de febrero del presente año se turnó a la Junta de Gobierno el documento referido en el punto primero, para los efectos procedentes. En tal virtud, en reunión celebrada por la Junta de Gobierno el día 27 de febrero de 2007, trató lo relacionado con dicho asunto, habiéndose acordado citar al C.P. Ricardo S. Álvarez García, a efecto de que aclarara los términos de su escrito.

CUARTO.- El día 28 de febrero del presente año, el C.P. Ricardo S. Álvarez García asistió a la reunión convocada por la Junta de Gobierno, en la cual reiteró su voluntad de separarse definitivamente del cargo de Contador Mayor de Hacienda y aclaró a los integrantes de la Junta de Gobierno los motivos que determinaron su decisión, en donde agregó a lo descrito en su misiva, aspectos colaterales que tienen que ver con riesgos de salud personal que preocupan a su familia. En tal virtud, tomando como referencia la misiva presentada y los argumentos expresados personalmente por el C.P. Álvarez García, los integrantes de la Junta de Gobierno aprobaron por unanimidad un Acuerdo, el cual fue turnado a esta Comisión de Hacienda y Cuenta Pública para su trámite legislativo correspondiente.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO.- Que la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública es competente para conocer del presente asunto, de conformidad con las facultades que a la misma le confieren los artículos 106 de la Ley Orgánica del Congreso Estado y 4º de la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda.

SEGUNDO.- Que en el documento remitido por la Junta de Gobierno a esta Comisión, se expresa en primer término, que la decisión del C.P. Ricardo S. Álvarez García de separarse del cargo de Contador Mayor de Hacienda de este Congreso del Estado, fue una determinación basada en la manifestación firme de su libre y personal voluntad. 

Ante dicha determinación descrita en la misiva y las precisiones expresadas personalmente por el C.P. Álvarez García, la Junta de Gobierno estimó procedente y necesario proponer la aceptación de la renuncia presentada con carácter de irrevocable por parte del  C.P. Ricardo S. Álvarez García para separarse del cargo de Contador Mayor de Hacienda del Congreso del Estado.   

TERCERO.- Resulta importante destacar, previo a la designación de quien deba asumir las funciones que realiza el Contador Mayor de Hacienda, que se tiene previsto para este Período Ordinario de Sesiones que inicia el 1º de marzo del presente año, la expedición de un decreto de ley que contempla la creación de un nuevo órgano fiscalizador del Poder Legislativo, ya que las diferentes expresiones parlamentarias que conforman este cuerpo colegiado, han estado trabajando en un proyecto que establezca una nueva forma de llevar a cabo el proceso de fiscalización de los recursos públicos.

En ese tenor, la Junta de Gobierno consideró conveniente proponer que el actual Sub-Contador Mayor de Hacienda desempeñe las funciones que corresponden al cargo de Contador Mayor de Hacienda, hasta que se realice la designación de quien deba asumir la titularidad del nuevo órgano fiscalizador que se pretende crear mediante la expedición de la ley que habrá de presentarse en este Periodo Ordinario de Sesiones.

CUARTO.- De acuerdo con la fracción I del artículo 14 de la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda, el Sub-Contador Mayor de Hacienda está facultado para suplir las ausencias del Contador Mayor de Hacienda, es por ello que esta Comisión de Hacienda y Cuenta Pública coincide con la propuesta de la Junta de Gobierno, en el sentido de que sea el C.P. Rubén Carlos Campos Cadena, actual Sub-Contador, quien desempeñe las funciones que corresponden al cargo de Contador Mayor de Hacienda, además de que tiene experiencia en el área de auditoría gubernamental, toda vez que se ha desempeñado como Director de Auditoría Financiera, Director de Programas de Inversión y Director de Auditoría Gubernamental en la Contaduría Mayor de Hacienda, entre otros cargos dentro de la administración pública en las áreas de auditoría y fiscalización de los recursos públicos; lo cual lo hace apto para desempeñar las funciones que realiza el titular del Órgano Técnico de Fiscalización, además de que para ser Sub-Contador se requieren los mismos requisitos legales que se requieren para ocupar el cargo de Contador Mayor de Hacienda, según lo señala el artículo 11 del ordenamiento legal aludido.

QUINTO.- Esta Comisión Dictaminadora Ordinaria de Hacienda y Cuenta Pública, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 97; 102 fracción IV; 106; 132; 134; 136 y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, someten a su consideración el siguiente:

A C U E R D O :

PRIMERO.- Téngase por aceptada la renuncia que, con carácter de irrevocable, presentó el C.P. Ricardo S. Álvarez García para separarse definitivamente del cargo de Contador Mayor de Hacienda de este Congreso del Estado.

SEGUNDO.- Esta renuncia surtirá sus efectos a partir de la aprobación del presente Dictamen por el Pleno del Congreso, y hasta en tanto se designe a la persona que deba asumir la titularidad del Órgano Técnico de Fiscalización, el C.P. Rubén Carlos Campos Cadena, actual Sub-Contador de la Contaduría Mayor de Hacienda, desempeñará las funciones que le corresponden al cargo de Contador Mayor de Hacienda del Congreso del Estado.

TERCERO.- Comuníquese el presente Acuerdo, por conducto de la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, al C.P. Ricardo S. Álvarez García para su conocimiento y efectos procedentes.

CUARTO.- Asimismo por conducto de la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública, comuníquese el presente Acuerdo al C.P. Rubén Carlos Campos Cadena, para que, a partir de la notificación del presente Acuerdo, asuma el desempeño de las funciones que corresponden al cargo de Contador Mayor de Hacienda, hasta que se nombre titular del Órgano Técnico de Fiscalización; así como para que se tomen las medidas necesarias, a efecto de que se lleve a cabo el proceso de entrega-recepción correspondiente, en los términos que establece la ley de la materia.
Así con fundamento en los artículos 97, 102 fracción IV, 106, 132, 134, 136 y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, lo dictaminan y aprueban los Diputados Integrantes de la Comisión de Hacienda y Cuenta Pública de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado. 

Comuníquese lo anterior al Pleno del Congreso, para los efectos legales a que haya lugar; Saltillo, Coahuila, a 28 de febrero de 2007.

POR LA COMISIÓN DE HACIENDA Y CUENTA PÚBLICA

DIP. HORACIO DE JESÚS DEL BOSQUE DÁVILA

COORDINADOR
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